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Muy Distinguido Señor Dil-cctor: 

El cOIlJpaiiero IlERNANUEZ PAIILO JOSE ANTONIO, inscrito en el 
Seminario de Derecho Constitucional y de Amparo a mi cargo, ha elaborado su tesis profesional 
intitulada "EL .JUICIO UE AlVll'ARO ANTE EL NO EJERCICIO DE LA ACCJON 
PENAL", bajo la dirección dd susclilo y del Lic. Gabriel A. Regino Garda, para obtener el 
título de Licenciado en Derecho. 

El Lic. ltegino García, en oficio de recha 17 de octubre de 2000, y el Lic. 
J\lejanuro Mal1íncz Rocha, mediante dictmllcll del 27 de marzo de 2001, me manifiestan haber 
<lprobaJo y revisado, respectivamente, la referida tesis; y personalmente he constatado que la 
1ll00wgrafia satisface los requisitos que establece el Reglamento de Exámenes Profesionales. por 
lo 'ItI~, con apoyo cn los artículos 18, 19, 20, 26 Y 28 dc dicho reglamento suplico a usted 
ordenar la realización de los trámites tcndientes a la celebración del Examen Profesional del 
c'_llllpañcro de fcfcrcncia. 

A T1,NTAM ENTE 
"l'OR MI RAZA HABLARA EL ESI'lltlTlJ" 

Cd. lJllhcrsil,"·i., I>.F., .b.-il 18 de 2001. 

\jE)r~.E(;AS TREJO 

NOJA D~ LA SEC:\E~4RíA -f.{. ~~{,~,~~sad~ d~,~~lg iniciar el trámite para su ti/ulllcio" de1l1ro 
de los seIs meses sIgUientes (coI/fados de dU;':,(1 dJa) a aque~if!1l que le sea entregado el presellle oficio. ell 
el ellfclldidv de que transcurrido dicho lapso ~~ill haberlo hecho. caducará la autorización que ahora se fe 
concede para someter JI/ tesis a examen proJesiollal. misma aUlorizaciólI que 110 podrá oto"ga,.se 
IlUel'omellte sitIO ell el caso de que el trablljo ,.capeim",l conserve Sil acmalidud )' siempre que la 
(lportulla iniciació" del frámite para la celebraciáll del examen haya sido impedida por circunstancia 
gran', lodo lo cual calificará la SecrelarÍtJ Genera! dI' la Fncullod. 
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IJlstinguido Doctor: 

Con loda' alencic-Il me pennito infonnar a usted que he revisado, completa y 
satisfactorimnente la tesis profesional titulada "EL .JUlCIO DE AMPARO ANTE EL NO EJERCICIO 
DE LA ACCiÓN PENAL", elabomda por el alumno IIERNÁNDEZ PABLO JOSEANTONIO. 

Es de destacar que el desmollo de su investigación, el sustentante se apoyó en varios 
textos legales, por lo que se trata de lll1 trabajo que reune las condiciones más que suficientes para ser 
aprobado, a efecto de que el sustentante presente el examen profesionaJ correspondiente, por lo tanto 
autorizo el mencionado trabajo, por considerar que reúne todos y cada 000 de los requisitos que establecen 
los articulos 18, 19,20,26 Y 28 del vigente Reglamento de Exámenes de nuestra Universidad. 

AplOvecho la o¡ll'ftwtidad para reiterar a usted las segwi.dades de nti consideración más 
distinguida 



GABRIEL RIGINO GARCIA 

DR. FRANCISCO VENEGAS TREJO 
Director del Seminario de Amparo y Derecho 
Constitucional 
Ciudad Universitaria 

PRESENTE. 

El compañero JOSE ANTONIO HERNÁNDEZ 

PABLO, ha realizado bajo mi asesoría el trabajo de 

Investtgación denominado "EL JUCIO DE AMPARO 

ANTE EL NO EJERCICIO DE LA ACCION 

PENAL", con la finalidad de presentarlo como teStS 

profesional para obtener el título de LicenCiado en Derecho. 

El trabajo en comento, aborda un tcma de interés 

constitucional; por su contenido, fuentes de tn,'cstigacl()n, 

método, planteamiento de hipótesis y comprobaclún, lo 

hacen apto conforme al Reglamento dc Lxárnclll'S 

Profesionales, sah'o su ilustre opinión. 
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INTRODUCCION 

El presente estudio e lnvestigación, tiene como objetivo principal, el resaltar la violación de las 

garantías individuales, que sufre el gobernado, en los juicios del orden criminal, cuando tiene la calidad de 

victima u ofendido; toda vez que se vulneran sus derechos constitucionales, al no pennitir que ejerza su 

derecho subjetivo constitucional, de solicitar el amparo y protección de la justicia federal, que le conceden los 

artículos lO, 103 fracción 1. 107 fracciones 1 y TI de la Ley Suprema; así como el numeral 1°, fracción 1 de la 

Ley de Amparo. al limitarlo en los artículos 5 y 10 de la Ley Reglamentaria, únicamente para reconocerle sus 

derechos respecto de la reparación del daño; no nada más cuando el Representante Social, como autoridad 

emIte un acto como lo es el no ejercicio o desistimiento de la acción penal, y del sumario existen elementos 

de prueba suficientes que permiten acreditar hasta el momento procesal en que se actúa, el cuerpo del delito 

antes elementos del tipo y la probable responsabilidad del indiciado; si no también, este acto violatorio 

resulta similar, en el momento de que la A quem, emite un acto de autoridad, en el que decrete libertad de un 

delincuente, por falla técnica o error del citado Ministerio Público, provocando con ese acto, impunidad. al no 

poder invadir el juzgador, la división de funciones prevista en el articulo 21 constitucional, aún que de autos 

este demostrado el delito y al no permitirle al ofendido la impugnación por vía de amparo de ese acto de 

autoridad en la etapa fInal del procedimiento penal. se deja endeble su derecho de administración de justicia, 

no por cuestión del Tribunal de Alzada. sino, por la falla en la acusación ministerial, vulnerando las garantías 

del gobernado en su calidad de ofendido; y si bien se han establecido los parámetros para la impugnación por 

vía jurisdiccional tal y como lo dispone el artículo 21 párrafo cuarto de la Ley Suprema, reglamentada con la 

reforma del 9 de junio de 2000, esta tiene la misma tendencia de otorgar el derecho al ofendido únicamente 

para la reparación del daño, lo cual resulta contradictorio, pues las garantías que consagra la Constitución son 

en forma plena y no nada más en forma parcial, como lo deja entrever la citada reforma, ya que por Wllado 

concede el derecho para impugnar un acto de autoridad como lo es el emitido por el Ministerio Público en el 

no ejercicio de la acción y por otro le niega ese derecho en resoluciones defInitivas, contradiciendo y 



limitando a esa garantía que consagra el artículo primero de la Carta Magna, en cuanto al goce de las 

garantías que otorga la Ley Suprema, a todo individuo en su calidad de gobernado y como el pasivo o victima 

del delito, de manem alguna a perdido sus derechos constitucionales, no existe el motivo o causa que le 

impida solicitar el amparo, por lo que la limitante señalada en la Ley Reg1amentaria, resulta contradictoria, 

con las garantías consagradas en la Ley Suprema, pues aún cuando, concedió parte de sus derechos para ser 

representado por el Ministerio PUblico en los juicios del orden criminal, es de recordar que dentro de los 

pnnclpios por el cual fue creado el Ministerio PUblico, lo fue para representar a la sociedad y a esos 

~obemados, a fm de que no se hicieran justicia por propia mano y establecer un estado derecho en el que na 

!Xlstleran las vengaruas personales, por lo tanto para evitar linchamientos. como inicio de la perdida de un 

~stado de derecho como se a advertido en la actualidad, ante la falta de credibilidad en los organos 

)rocuradores e impartidores de justicia., resulta urgente que se quite la Iimitante al ofendido y se le 

'econozcan sus garantías constitucionales, las cuales no pueden estar sujetas, por un representante social, que 

¡demás de carecer de la pericia debida, como se advierte en los últimos tiempos. incurra en circlUlStancias de 

:onupción y demagogia como se advierte, desde el momento en que se pretende iniciar una averiguación 

,reVI8, por lo que resulta desequilibrado que el gobernado en su calidad de mdiciado o encausado, se le hagan 

'alidas todos y cada una de las garantías concedidas en los juicios del orden criminal, cuando uno de los 

IflnClplOS rectores de la administración es aplicar justicia en forma imparcial a todos los gobernados, como 

J expresaremos en el cuerpo del presente estudio. 



EL JUICIO DE AMPARO ANTE EL NO EJERCICIO DE LA 
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EL JUICIO DE AMI' ARO ANTE EL NO EJERCICIO DE LA ACCION PENAL 

CAPITULO I 

l.· ANTECEDENTES 

Es importante para nuestro acervo cultural y mas aún en el ámbito juridico, conocer 

sobre los orígenes de nuestro Organo Persecutor, Investigador y Acusador, como lo es hasta este 

momento la Institución del Mmisterio Público, cuyas funciones son delegadas a efecto de conocer 

sobre hechos que nuestra legislación sustantIVa considera como aquéllos que mlneran el bien 

jurídico tutelado por la Ley. es decir, hechos que dañan a las personas fisicas o morale~. entendidas 

estas, como aquellas a las que se les causa agravio o detnmento ya sea en sus propiedades, bienes. 

cosas o simplemente a su integndad fisica o moral, dependiendo la naturaleza de cada uno de estos 

hechos, para ello. a fm de salvaguardar los intereses de la sociedad. nos encontramos con una 

Institución Ministerial. que tiene dentro de sUS principales ftmciones el representar a la sociedad en 

todos y cada uno de- I!st0S hl!chos. I!n los cuales resulten afectados la sociedad misma o personas en 

particular, asi también. tiene a su cargo el investigar en concreto cada uno de los acontecimientos 

que violen estos preceptos. hacléndosl! valer de técnicas legales que le permitan tener un mejor 

conocimiento de las causas que lo origmaron., actuando momento a momenlo a fin de cumplimentar 

la indagatoria respectiva, persiguiendo así, a sujetos que la norma sustantiva considera como 

sujetos activos ó agentes delicttvos, que por sus conductas. corno resultado de una acción u 

omisión, transgredan el orden normalJvo y por ende los intereses sociales o personales, 

actualizando su actuar en hechos que la ley y la sociedad considera como delictivos o crirnmosos 

según el caso, culminando aquellas facultades. al acusar social y legalmente a estos sujetos. 

considerándolos probables responsabll!s en la comiSión de hechos que se les Imputan, por lo cual. 

éste Representante Social ejercitará en su contra la acción penal Siendo el Minlsteno Público el 
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Oq¡¡mo Acusador, único facultado por la Ley pora ejercitarla, en ténninos de l. división de 

funciones plenamente establecidas en el articulo 21 constitucional. 

Una vez señalado lo anterior, escudriñemos en síntesis la forma en la cual. esta 

Institución ha evolucionado M nuestra sociedad y en aquellas sociedades en la que ha sido 

necesaria su función. 

Considerando brevemente los antecedentes de esta gran Institución Ministerial; la 

prirncm noticia que tenemos en la historia sobre la función represiva. pera poder sostener la 

acusación y persecución del delincuente, que se ejercitó a través de la venganza divina, en los 

tiempos clásicos conocida como la Ley del Tahón " ojo por ojo diente por diente ., en el autor de 

algún delito, de la misma fonna deberla ser castigado; posterionnente emerge un periodo conocido 

como el de la venganza privada, en el que el ofendido del delito o sus fBll1iliares se cobraban la 

lesión que le había sido hecha por el sujeto activo del delito, ya, a nombre del interés público, o 

salvaguardando el orden y las tranquilidades sociales se le llamo periodo de la venganza pública. 1 

Por otra parte nos señala Juventino V. Castro en su obra el Ministerio Público en 

México, en la que corrobora, que la primera parte de la evolución social, la función represiva se 

ejercitó a trnvés de la venganza privarla, ley del talión, ojo por ojo diente por diente, robusteciendo 

lo señalado con anterioridad, señalando que el delito es una violación de la persona privada Y la 

justicia se ejercía por propia mano de la víctima del delito o de sus 8IlegadOS~ pronto el poder 

social. ya organizado, imparte la justicia. ya a nombre de la divinidad periodo de la venganza 

divina, ya a nombre del interés público o salvaguardando el orden y la tranquilidades sociales 

periodo de la venganza pública", se establecen tribunales y normas aplicables, si bien 

frecuentemente arbitrarias, el ofendido directamente por el delito o sus parientes, acusan ante el 

Tribwull quien decide e impone las penas; surge la acción popular en su pleno apogeo en el derecho 

1 Juveatioo v. c.tro EL MINIS1ElUO PUBUCO EN NEXICO, Ed. Porrú .. SA .q,tima edicióa. NWeo 1991, ptI8. 4. 
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fOIllllOO, sesún la cual quirie de papilo acusa de 106 delitos que tiene conocimiento~ cierto es de 

que, de la dolida privala a klo que correspondia ... (n«SO penal priYado en el que el Juez tenia.1 

caníder de mero árbitro, exisIían klo delicta publica COC\ tUl proceso penal público que comprendía 

la coplÍlÍo, la acusatío y un procedimienlo exInIofdiJwio; la acción popular fr1Icasa; cuando Roma 

se hi20 la ciudad de infames delatadores que, causando la ruina de ínteg¡os ciudadanos, adquirían 

honores y riquezas, cuando el romano se adormeció en. una indolencia egoísta y cesó de consagrarse 

a las acusaciones públicas,. la sociedad tuvo necesidad de un medio para defenderse y de aquí, nace 

el procedimiento de oficio, que comprende el primer germen del Ministerio Público en la antigua 

Roma; el Estado. ha comprendido que la persecución de los delitos es Wla función social de 

particular importancia, que debe ser ejercitada por él Y no por .1 partIcular; el procedimIento 

inquisitivo inaugura este paso decisivo en la historia del procedimiento penal, la persecución de los 

delitos es misión del estado ¿ • sin embargo. se cae en el error de darle WlB persecución oficial al 

juez, convirtiéndose así éste en juez y parte, pero el C8lnmo a seguir esta señalado, cae en 

descrédito el sistema inquisitivo y. el Estado crea Wl organo púbJico y pennanente. que en adelante, 

será el encargado de la acusación ante el poder jurisdiccional~ el Ministerio Público. representante 

de los grandes valores morales. sociales y materiales del Estado, institución de buena fe. que viene 

a llenar una fW1ción que la pasión y el interés personal de la víctima del delito no puede, ni debe 

ocupar: la historia ha demostrado que el particular lesionado no time el interés o intereses. ni la 

debida prepsración o la posibilidad de corresponder W1 modo adecuando a las exigencias de la 

altísima competencia de la acción penal , . 

España, en el México Colonial, su legislación estableció su organización en lo que 

respecta .1 Ministerio público, la recopilación de Indias Ley dada el 5 de octubre de 1626 Y 1632, 

ordenaba: N lis nuestra merced y voluntad que en cada una de la reales BUdiencias de Lima y México 

~ lde.. p.p ,,-! l. 

J IdeaL p.p. 6. 
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haya dos fISCales, que el más antiguo silva la plaza. todo lo civil y el otro en lo criminal·, cuando en 

la antigua y nueva EspolIa. se estableció el régunen constitucional, en la que Constitución ordenó 

que a las cortes correspondía fijar el número de Magistradoo que debían de componer el Tribunal 

Supremo ( hoy Suprema Corte ); lo que realizó el deaeto del 9 de octubre de 1812, que ordenaba 

que en la audiencia de México hubiera dos fiscales, esta Audiencia en el año de 1822 estaba 

reducida en México a dos Magistrados propIetarios y Wl flSC8l, que el congreso de esa época 

conflIl11ó por decreto de 22 de febrero de 1882: nacido México a la vida independiente, siguió sin 

embargo rigiendo con relación al Ministerio Público. 10 que establecía el citado decreto del 9 de 

octubre de 1812, ya que en el tratado de Córdoba se declaró que las leyes vigentes continuarían 

rigiendo en todo lo que no se opusiera al Plan de Iguala. mientras las cortes mexicanas fonnaban la 

Constitución del Estado~ la Constitución de 1824 estableció al Ministerio Público Fiscal de la 

Suprema Corte ( art, 124 ), equiparando su digrudad a la de los Ministros y dándoles el canícter de 

inamovibles, también establece fiscales en los Tribunales de Circuito ( art. 140). sin determinar 

nada expresamente respecto de los Juzgados; la Ley del 14 de febrero de 1826 reconoce corno 

necesaria la intervención del Ministerio Públíco r-iscal en todas las causas criminales en que se 

intégrese la Federación. en los conflictos de Jurisdiccibn para entablar o no el recurso de 

competencia, haciendo por último, necesaria la presencia de este funcionario en las "isitas 

semanarias de las cárceles; el decreto del 20 de mayo de 1826 el que más ponninarizadamente habla 

del Ministerio Público~ la Ley de 22 de mayo de 1834 menciona la existencia de Wl Promotor 

Fiscal en cada Juzgado de Distrito. nombrado como el de Circuito y con las mismas ftmciones: las 

siete leyes de 1836, establecen el sistema centralista en México y en la Ley de 23 de mayo de 1837, 

establece un Fiscal adserito a la Suprema Corte, contando los Tribunales Superiores de los 

departamentos con un fiscal cada lUlO de ellos. debe entenderse que la primera organización 

sistemática del Ministerio Fisca1 en México independiente. se introduce en nuestro peís en la Ley 

para el Arreglo de la Administración de JustIcia ( Ley Lares ), dictada el 6 de diciembre de 1853 



bajo ellÓgimen de Antonio López de Sonia Anna, en el titulo VI de dicha ley y bajo el rubro del 

"Ministerio Fis<al', establece l. <lI]!IIIlizaciÓll de l. institución, que en su artículo 246 dispone las 

categorías del Ministerio Fiscal del libre nombramiento del presidente de la república, en ténninos 

del mtícuIo antenor, corno promotores fiscales, agentes fis<ales, fis<ales de los Tribunales 

Superiores y fIscal del Tribunal Supremo; el Procurador Geneml, ejerce autoridad sobre los 

promotores fiscales y les dará directamente todas las instituciones que estime convenientes, 

relati\o"ilS al desempeño de su ministerio, en ténnínos del artículo 264 corresponde al Ministerio 

Fiscal promover la obst.mmcia de las leyes, defender a la nación cuando por razón de sus bienes. 

derechos o acciones, sea p&rte de los juicios civites~ interponer su oficio en los pleitos y causas que 

interesal 8 las demarcaciones. pueblos y establecimiento públicos dependientes del gobierno. asi. 

como en las causas criminales y en las civiles en las que interese la causa pública ó la jurisdicción 

ordinaria; promover cuando crea necesario u oportuno para la pronta administración de justicia: 

acusar con arreglo a las leyes a los delincuentes~ averiguar con particular solicitud las detenciones 

arbitrarias e intervenir en. todos los demás negocios y casos en que dispongan o dispusieren las 

leyes; el 23 de noviembre de 1855 aprobada por Ignacio Comonfort. que establecía que los 

promotores fiscales no podian ser recusados y se les colocaba en la Suprema Corte. en los 

Tribunales de Circuito y más tarde se les extendió, por decreto de ~5 de abril de 1856 a los 

Juzgados de Distrito; el 15 de julio de 1869, expide Benito Juárez Ley de Jurados, en ésta se 

estabte«:n tres procuradores, a lo. que por primera vez se le. llama Representantes del 

Ministerio Público, no continúan Wl3 organilllCión, eran independientes entre si. y estaban 

desvinculados de la p&rte civil; se promulga el primer Código de Procedimientos Penales el 15 de 

septiembre de 1880, en el que se establece una organización completa del Mirosteno PúblIco, 

asignándole como función, la de promover y auxiliar a la administración de justicia en sus 

diferentes ramas, sin reconocer el ejucicio privado de la acción penal: el segundo Código de 

Procedimientos Penales, del 22 de mayo de 1894, mejora la Institución del Ministerio Público, 
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._pUando su intervención en el proceso, lo que establece que sus características y 

nnllld_ del Mlnl.terlo Público 11'111"", corno miembro de la policla judi<:ial Y como mero 

auxiliar de la administración de justicia; el 30 de junio de 1831 se publicó un reglamento del 

Ministerio Público, pero no es sino, hasta el año de 1903 en que el Ckneral Porfirio Diaz. expide l. 

primem Ley Orgánic. del Ministerio Público, y lo establece no como un Auxiliar de l. 

Administración de Justicia. sino como parte en el juicio. intaviniendo en los 8SlUlto en los que se 

afecta el interés público y el de los incapacitados, y en el ejercicio de la acción penal de la que es 

titular, se le establece como una institución a cuya cabeza esta el Procurador de Justjcia~ terminada 

la revolución se reúne en la ciudad de Querétaro el Congreso Constituyente, que e>..-pide la 

Constitución de 1917. discutiéndose en su seno ampliamente los artículos 21 y J 02 

constitucionales que se refieren al Ministerio Público; en el informe a asamblea de Venustiano 

Carranza al tratar esle punto, explica como l. investigación de los delitos por parte de los jueces, 

habia creado la llamada confesión con cargos, estableciendo una situación insostenible. ya que 

estos funcionarios judiciales. en su afán de notoriedad ejercían verdadera$ arbitrariedades. y en 

cambio el Ministerio Público. era una figura decorativa que no ejercía 18 función para la que fue 

creado, y pugnaba por situar. cada quien en su lugar que le correspondía. quitándole al Juez l. 

facultad de policía judicial y de acusador que hacia los cargos para mancar la confesión de tos 

reos; la comisión que presentó el dictamen sobre el artículo 21 del proyecto estaba formada por los 

señores diputados Francisco 1. MujícB,. Alberto Roman, Luis G. Monzon. Enrique Recio y Eruique 

ColW1g3; puesto a discusión el articulo 21 como lo propoJÚa la comisión dictaminada. surgieron 

polémicas en las que intervinieron los diputados Mugica,. Rivera Cabrera, Machorro Narvaez. 

Macias CoIW1gll, Ibarra, Mercado, Jara, Silva Herrera, Y Epigmenio Martinez, haciéndose notar l. 

opinión sobre los demás, la de José N. Macias que llamó la atencÍón sobre tal y como estaba 

redactado el articulo, U'aÍcionaba el pensamiento de Venustiano Cammza. pues Se! de!jaba la 

persecución de! los delitos en manos de la autoridad administrativa y sólo bajo la vigilancia 
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del __ Público, ello obligó al retiro delorticulo, por l. propia comisión para modificarlo; 

en IN ...... sesión se presentó \Ul proyecto ",formado por l. comisión. además del voto particular 

que expresaba 1 .. ideas del diputado ¡¡mique Colungo, pronto se comprendieron las excelencias de 

la redocción propuesta por el diputado ColW1gll acabando la asamblea por aceptarla. siendo esta la 

que actualmente conservó el articulo constitucional. 

Cabe deabcar que nuntro articulo 21 Constitucional. plasmado en nuestra 

Constitución Política de los Estados Unidot. Mexicanos, promulgada el5 de febrero de 1917, 

estableció. la letra" La ¡m posición de liS penas el propia y uclusiva de la Autoridad 

Judicial. La persecución de los delito. ¡ntu.be al Ministerio Público y a la policía judicial, 

la cual tstará bajo la autOridad y .ando dt aquél... .. ,4 Jo que nos permite ejercer W18 división 

de funciones entre cada uno de los órganos creados para cumplimentar la debida función de 

impartición de justicia. como Wl8 de las principsJes bases rectoms de nuestro sistema jurídico 

mexicano, y como principio general del derecho. que nos culmina a una npedita impartición de 

justicia. la cual deM aer iDlparciaJ~ alejándoDot con ello. de 1 .. ven~anzas Pf'nonales y de la 

justicia ejercida de propia mano. 

Por otra parte, nuestro artículo ) 02 de la Constitución Politice de los Estados 

Unidos Mexicanos. establece la bases sobre las que se debe actuar el Ministerio Público Federal. y 

fue aprobado sin mayores discusiones por Jos constituyentes de 1916-1917: se cree. que el acabado 

del artículo 21 Constitucional es muy completo y conforme a la más avanzada. doctrina y se sólo 

absurdas interpretaciones que de él se han hecho. han colocado al Ministeno PUblico en un 

monstruo de poder. 

En el año de 1919 se expiden las Leyes Orgánicas del Ministeno Público Federal. 

del distrito y territorios federales, primeras que se ajustan a las disposiciones de la Constitución de 

4 CaliRo Sobcr.t. Miptl Anstl. EL MONOI'OUO DEl. EJERCICIO DE LA AcctON rENAl.. DEl.. MINISTIltIO Pt.'BUCO EN 
MEXICO.1aIcibo ele &M:llhfPlt"iOKl.JwidKa UNAN. 1m p. !no 
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1917. que estableció 1m giro destacado en la institución, estas fueron la Ley Oq¡ánica del 

MinisIaio PúbIioo FcdInJ Y n:glamentación de sus funciones. publicada en el diario oficial del 14 

de agosto de 1919. Y la Ley Oq¡ánica del Ministerio Público del Distrito y Territorios Federnles, 

publicada el 13 de septianbfe de 1919, si bien, estas leyes establecen al Ministerio Público como el 

únicc depositario de la acción penal. en la pIáctica siguió imperando el antiguo sistema con el cual, 

qUIsc tenninar l. Constitución de 1917, esto último ya con la Ley Orgáruca del Distrito FederaL 

publicada el 7 de octubre de 1929, que da mayor importancia a la institución y crea el departamento 

de investi8BCiones,. cm l@mleS adscritos a las delegaciones, los cuajes sustituyen a los antiguos 

comisarios, al frente de la institución establece como jefe al Procurador de Justicia del Distrito; en 

lo F edernl ello se ratifica en la Ley Orgánica es decir Reglamentaria del articulo 102 ConstitucIOnal 

del Ministerio Públicc Federnl, publicade el 31 de agosto de 1934, quedando a la cabeza el 

Procurador Gmcral de la República; en lo local se suceden, la Ley Oq¡ánica del Ministeno Público 

del Distrito y Territorios Federales del 31 de diciembre de 1971. que entró en vigor en 1972; la Ley 

Orgánica de l. Procunduria General de Justicia del Distrito Federal, publicada el 15 de diCIembre 

de 1977: en lo Federnl, la Ley Orgánica del Ministerio Público Federal Reglamentaria del articulo 

102 de la Constitución publicada el !3 de enero de 1942: la Ley Orgánica del Ministerio Púbilco 

federal reglamentaria del artículo 102 de la Constitución del 26 de no'\i.embre de 1955 y la Ley de 

la Procumduria Gmcral de la República, publicade el 30 de diciembre de 1974, a partir de 1971 en 

el distrito federal y de 1974 en el aspecto federal, las leyes correspondientes no se refieren ya al 

Ministerio Público <:mM) Institución que lleva a cabo la función persecutoria sino a las 

procuradurías que desempeñan el papel de organos administrativos con funciones múltiples, una de 

las cuales es la persc<UCión de los delitos; a fines de 1983, Y por iniciatiYl1S presidenciales 

adecuadas, se proponen y apruebas nuevas leyes oq¡ánicas fedend y del distrito, que cambian en el 

sentido de hacer mención en su articulado solamente B las atribuciones de las Procuradwias. las 

bases de su organimción y las disposiciones generales que rigen fundamentalmente su que hacer. 
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resemmdo para un reglamento interior el pcccÍS&r sus 0Ipn0$ concretos con sus fBCUltades, y 

algunas disposiciones conteniendo regulaciones y lIIMCiones que resulta neceaario tener en cuenta 

en el funcionamiento de tales Procurndurías. en todo ello se plasma en lo fedeml en l. Ley orgánica 

de l. Procuradurí. General de la República. promulgada el 15 de noviembre de 1983. publicada en 

el diario ofic,.1 de 12 diciembre de 1983 Y su reglamento el II de marzo de 1993. cada uno de los 

estados de la federación tiene sus propias leyes de la institución o de la Procuraduría del Estado. 

derivadas de sus propias disposiciones constitucionales locales. s 

Por otra parte. cabe señalar. que en l. reforma de 1982 el wtículo 21 

Constitucional, al establecer que la imposición de las penas es propia y exclusiva de la autoridad 

Judicial: La persecución de los delitos incumbe .1 Mmisterio Público. la cual estará bajo la 

autoridad y mando de aquél; lo que nos permite establecer que al plasmar que la imposición de las 

penas es exclusiva de l. autoridad judicial y l. peJSeCIlCión de los de los delitos incumbe .1 

Ministerio público, claramente distinguimos la separación de estos dos campos de atribuciones 

entre dos autoridades distintas, en este caso la del Juez y la del Ministerio Público, así el órgano 

Jurisdiccional no puede entra al campo o esfera de acción del Ministerio Público, como ocurrió 

antes de la vigencia de la Constitución de 1917. en la que el Organo Jurisdiccional em al mismo 

tiempo juez y parte. ya que se encontraba facultado no sólo para imponer las pellQS, sino para 

buscar las pruebas y perseguir a Jos delincuentes. • como se expuso con anterioridad,. al 

encontramos con W18 lmpartición de justicía totalmente desigual o desproporcionada debido a las 

arbitrariedades en las que se incwria., logrando con esta refonna Wl avance equitativo y especifico 

definiendo cada W18 de las facultades y funciones de cada autoridad. 

Lo que se buscaba en la refonn. de 1917 era prill1lf a los jueces de l. facultad Y 

ofrecer pruebas y presentar las pruebas, pues la actividad probatoria corresponde al Ministerio 

~ JllWftllmoy. C'aIIro. Op. Cu. p.p. 10. 

6 c=:illo Sob~S" Miguel AlIpI, OP. CiL P.27. 
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Público ' se dice que el Ministerio Público es lDl 0IJ!'lIl0 creado p8l1I defender la legalidad, es un 

organo de buena fe y hasta de equidad encargado de proteger el interés social, pero ¿ que sucede 

cuando dicho organismo se abstiene o se desisu: de ejercitar l. acción penal?, sin lugar • dudas, la 

actuación del Ministerio Público en este sentido es Wl detrimento de la legalidad, del interés SOCI8I. 

con perjuicio del ofendido y del principio de indisponibilidad de la acción penal y de irunutabilidad 

del proceso, M en este sentido cabe señalar que si bien es CIerto estas actuaciones pueden causar Wl 

detrimento o perjuicio de aquél ofendido o víctima de hechos delictivos, también es de tomarse en 

consideración. que el Ministerio Público como Representante Social debe ser un ol]lUlo de buena 

fe. justo e imparcial, y que en ciertos casos puede no ejercitar la acción penal o desistirse de la 

misma, sin perjuicio del ofendido ya que como lo veremos con posterioridad sus alcances son 

limitados. ya que debemos de considerar con las facultades que se le confieren llega a surgir un 

monstruo de poder como lo señala Juventino V. Castro en su obra el Ministerio Público en México, 

circunstancias. que nos orillan a entrar a un análisis y estudio de las facultades y atribuciones del 

Ministerio Público en México. la cuaJ se observan con las refonnas de 1994 cuando por primera 

vez se consagra en nuestra Carta Magna en su párrafo cuarto del artículo 21 Constitucional en el 

que señala 11 Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y desistimiento de la 

acci6n penal. podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca la ley", 

con eJlo se logra otro avance en la división de ftmciones y atribuciones de ambos órganos, dando 

margen a un forma de control entre ambas esferas. sin ob;idsr claramente les reformes del 3 de 

septiembre J 993. la cual es otra medida de control al procurar los tiempos y ténninos establecidos 

en la retención y detención de una persona entendía como indiciada, sujeto activo o presunto 

responsable en los casos urgentes dando inicio a la averiguación pre ... ia. limitando las facuJtades 

actuales de este Representante Social, las que muchos IIwnan el Monopolio del Ministerio Público. 

1 Idemp.2I.. 

s Idftn p.30. 
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y estas al no contar con medidas de regulación, se consideraba o en algunos casos se considera que 

dejo • loo ofendidos y 1 .. Yi<timos en tOl8I estado de indefensión. sin proteger sus intereses. 

mismos que se considenn que han sido w1nerados, situación que a la vez nos llena de curiosidad y 

preocupoción. viéndonos en la necesidad de analizar eslo problemática que en la práctica nos urge 

regular y conocer. de acuerdo a nuestro establecimiento legal y constitucional correspondiente, que 

nos pcm1ita tener las pcnpectivas de sus alcances y limitaciones. 

l. - NATIJRALEZA JURIDICA DEL MINISTERIO PUBLICO 

En este sentido. no obra Wl concepto establecido para detenninar en forma concreta 

la propia naturaleza del Ministerio Público, de acuerdo a sus funciones y característica. más sin 

embargo a1gtUlOS lratadistas adentrados al estudio y fonnación de eslo Institución. como el 

destacado tratadista Guillermo Colín Sánchez, considera que: para fWldamentar la 

Representación Social atribuida al Ministerio Público en el ejercicio de las acciones penales. se 

toma como pW1tO de partida el hecho de que el Estado, al instituir la autoridaclle otorga el derecho 

para ejercer la tutela juridica general, para que de esa manera persiga judicialmente a quien atenté 

contra la seguridad y el normal desenvohimiento de la sociedad." ". 9 

Alberto GonzáJez Blanco señala. que conforme al espíritu que animó al Congreso 

Constituyente de 1917, no es posible negar al Ministerio Público su carácter de Representante de la 

Sociedad y de colaborador de los Or¡¡anos Jwisdieeionales. pero lo que no puede aceplorse. es que 

se le considere con el carácter de ~o Judicial, ya que el Ministerio Público no decide 

controversias y, además. pc:xque nuestra Constitución no lo autoriza puesto que en forma clara 

determina sus facultades. que son distintas a las que señala para la autoridad judicial, y agrega, que 

99 Colál S:mct.zOaiIlIl"lDO EL Pl.0CE!0PENI\L htEXICh."lO Ed. Ponú:lS_ ..... w~tO 19:~ p_p_" 
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dentro de la división tripartita de los poderes gubemamentales que nos rigen las funciones que le 

están asignadas, corresponden a las del Poder EjeaJtivo, en atención a que las disposiciones que 

nonnan su funcionamiento se subordinan a los principios del derecho administrativo y, esto 

impone, en consecuencia, reconocerle el carácter de órgano administrativo. 10 

Por otra parte a efecto de darle otro enfoque en cuanto 8 la actuación ministerial 

respecto al Ministerio Público. como colaborador de la función Jurisdiccional. GuiJlenno Colín 

S8nchez señala que: ti.. para el fiel cumplimiento de sus fmes el Estado encomienda deberes 

~ificos a sus diversos órganos para que en colaboración plena y coordinada mantengan el orden 

y la legulidad, razón por la cual el Mirúst<rio Público (Órgano de Acusación), lo mismo .1 

perseguir el delito que al hacer cesar toda lesión jwidica en conlrn de los particulares; dentro de 

esos postulados, es un auxiliar de la función jurisdiccional para lograr que los jueces hagan actuar 

la ley ... ".11 

En este sentido. Jorge Garduño Garmendia expone que: 11 ••• el Ministerio Público es 

un Representante Social en el ejercicio de la ftm.ción persecutoria así como también los actos que 

realiza son de naturaleza administrativa y que es un colaborador de los Organos Jurisdiccionales. 

pero en lo que prevalece un verdadero desacuerdo es que se le considere como un órgano judicial. 

ya que con ello, el Ministerio Público sufre un retroceso en su foonación histórica. puesto que 

sobre la idea de separar en lUl8 forma especifica la función jurisdiccional de la que debía 

corresponder al Mínisterio Público, se avanzó progresi\o1U1lente hasta establecer el sistema jurídico 

actuaL que en forma suficiente clara. precisa en su articulo 21 constitucional que los Organos 

Jurisdiccionales a quienes se les a otorgado la faculta de aplicar el derecho y al Ministerio público 

como autoridad publica la de perseguir los delitos. ¡¿ 

10 IdaD. p.61. 

llldtaL. p.93. 

12 G:InbIo (buamdfa Iorp EL MINISTERlO PUBUCO EN LA,. INVESllGI'\ClON DE LOS DEUrQS Ed. H3I'Ia Mitico 1990 p.lO. 
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Desde nuestro punto de vista, l. natumleza del Ministerio Público primeramente es 

de Representante Social, al ¡wocun¡r los intm:ses de l. sociedad misma, en segundo tennino, 

coodyuwr en la administración de justicia, al prever de medios de prueba al Organo Jurisdiccional, 

ejercitando así su función Investigadora. procurando momento a lllOIIJmtO la prosecución de cada 

uno de estos hechos al ej=itar la acción penal, hasta utilizar su función acusadom, pan! provocar 

de esta manem a que el Organo JurisdiccIonal declare el derecho al caso concreto, es decir, 

imponga las penas y medidas de seguridad respectivas por la comisión del hecho, que la Ley 

PLmitiva de la Materia considere como delictivo, respetando así la división de funciones que prevé 

nuestra Carta :Magna. 

Ahom bIen, pan! mayor abundamiento legal de las funcIones y lunltantes del 

Minísterio Público. que nos permiten \Ul mejor entendimiento de la naturaleza jurídica del nuestro 

Representante Social, al haceJ" un an8lisis juridico del artículo 102 constitucional. que se 

correlaciona con el articulo 21 de esta misma Ley Suprema, obsecv-amos. que al ahondar en un 

ámbito competenciaJ federal. en las que el Ministerio Público como representante social. le 

competen una diversidad de funciones y atribuciones. estas se observa que se encuentran limitadas 

por nuestra propia Carta Magna, en la que de acuerdo a nuestro pacto fedem1. como forma de 

gobierno, limita al respeto y apego a la legalidad que la misma establece en sus diversos ámbitos 

competencia les. como son los estados y mwlicipios. libres y soberanos que resguardan el espíritu 

supremo de nuestra Constitución como límite a sus foemas de gobierno, en las que trae implícitas la 

promulgación y aplicación. de sus leyes. que hacen posible conducir tul gobierno recto. equitativo. 

justo y libre, de los que sus gobernados se sienten satisfechos. consütución que detennina limites y 

controles a cada una de las funciones de las dependencias de estado Y de gobierno. como en este 

caso, la Procuraduría Cenem1 de la República presidida por un procurador que tiene como fUnción 

principal, el representar socialmente los intereses oomWles de los gobernados. SUjetándose el 

mismo. 8 tul control y lineamiento de sus funciones .. a efecto de evitar los actos arbitrarios e 
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inconstitucionales de 105 que se puede ser objeto. ya sea por particulares al pemguir en todo 

momento actos delictivos que vulneren los intereses de los particulares. así como aquellos actos 

delictivos que vulneren y dañan los intereses sociales de una federación. solicitando las sanciones 

establecidas en nueslni ley punitiva de la materia. en l. cua1, también encontmmos las sanciones a 

aquellos servidores públicos que no cumplan debidamente con sus funciones ni con el cometido 

que la ley establece. como en este caso nuestro ~ General de la República y sus agentes 

también serán responsables de toda falta, omisión o ..,iolación a la ley en que incurran con moti\'o 

de sus flUIciones. lo que nos pennite oonfinnar nuevamente la existencia del control constitucional 

sobre nuestro Ministerio Público, encabezando desde el PrOC\U'ador General de la República, y las 

diversas procuradurias distritales y estatales que delegan la facultad de representar dignamente alas 

partes que lo necesitan., sean personas fisicas. o entidades federat¡.. .. ss. procumndo esenáalmente el 

bien común. la paz social. el debido apego a la administnción de justicia, a efecto de que sea 

pronta y expedita por nuestros Tribunales, empezando por sí mismo. en la debida investigación., 

persecución y acusación de los delito. como el apego y respeto a las garantías individuales. de las 

que todos los gobernados gozamos. procurando asÍ. el debido cumplimiento constitucional, que 

rige a nuestra Institución MinisteriaL como el principal órgano de pe~ión de las injusticias 

sociales, lo anterior nos da un mayor abundamiento de lo que es la natw'aleza de nuestro Organo 

Acusatotio y los fmes perseguibles por los que fue creadc. 

J .. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DEL MINISTERIO PUBLICO. 

El fundamento en el que el Ministerio Público funda y motiva cada Wl9 de sus 

funciones, lo son los artículos :! 1 Y 102 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. los que cletenninan el pnncipio de división de funciones, de éste. y de la autoridad 

Judicial, al señalar claramente que la investigación y acusación de los delitos incumbe al Ministerio 



15 

Público, por lo que respecta al ámbito del fuero común; en el ámbito federal, nuestro segundo 

preoepto legal invocado, nos señala al respocIo que incumbe al Ministerio Público de la 

Fedemción, la persecución ante los Tribunales de todos los delitos del orden federal, y por lo 

mismo. él, le corresponder.i solicitar las ordenes de aprehensión conlnl los inculpodos, buscar Y 

presentar las pruebas que acrediten la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con 

toda regularidad pera que la adrnmislnlCión de justicia sea pronta y expedita, pedir la aplicaCIón de 

las penas e intervenir en todos los negocios que la Ley determine, t\mdamentos que se concatenan 

con las leyes adjetivas de la materia, en cada una de los diferentes ámbitos de competencia, es decir 

federal o Común. fundamentos que como se observara en el desarrollo del presente capitulo, se 

tOtn8l8n en curnta para todas y cada WI8 de las diligencias procésales que se ventilen en cada etapa, 

por lo únicamente nos compete señalar en el presente apBrtado, los precitados artículos Constituyen 

que le dan .1 Ministerio Público el fundamento legal, que le coofiere l. Ley Suprema para el 

ejercicio de sus ftmcjones por las que fue creado, y de las cuales hablaremos en el apartado 

siguiente. 

4., FUNCIONES DEL MINISTERIO PUBLICO 

Una vez que hemos observado la trascendencia de nuestra institución ministeriaL es 

menester precisar cuaJes son todas y cada una de las ftmciones que hacen posible cwnplir con su 

misión como lo es la procuración de justicia a través de sus fwlciones de invutigar, perseguir y 

acusar. así como representar a la sociedad en general. dentro de sus limbitos competencia les. en 

diversas áreas jurídicas, ya sean de aspecto civil, laboral, familiar etcétera. pues bien. recordemos 

que nuestra Constitución PoHtica de los Estados Unidos Mexicanos. en los muJticitados artículos 

21 y 102 en los que. en lo conducente nos señalan que la investigación y acusación de los delitos 

mcwnbe al Ministerio PUblico. por lo que respecta al ámbito del fuero común: en el ámbito federaL 

nuestro segundo precepto legal invocado, lI05 señal. al respe<:to que incumbe al Ministerio Público 
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de la federación, la persecución 8111e los tribunales de todos los delitos del orden fcdeml, y por lo 

mismo a él. le corresponderá solicitar las ordenes de aprdlensión cootta I<JO incuJpados; buscar Y 

presentar las pruebas que acredilen la responsabilidad de éstos; hacer que los juicios se sigan con 

toda regularidad para que la administtación de justicia sea pronta y expedita; pedir l. aplicación de 

las penas e intervenir en todos los negocios que la ley determine. 

Ahora bien. en este orden de ideas. sin perder nuestros lineamentos establecidos en 

los preceptos legales antes invocados, nuestro Ministerio Público, tiene dentro de su ámbito de 

competencia tiene la función de Investigar todo hecho que se considere delictivo. fWlcion que 

analizaremos a continuación. 

4.1.· INVESTIGAR 

Para que el Ministerio Público inicie esta primer funciórt previamente debe de 

tener conocimiento de hechos. que por su propia naturaleza se consideren delictivos para la 

sociedad. ya sea que afecten el interés público. o en fonna particular a Wl individuo. en esta primera 

etapa procesal, nuestro Organo Investigador como algunos jwistas lo llaman, para dar cabal 

cwnplimiento de su función investigadora. se hace valer de actuaciones y diligencias encaminadas a 

esclarecer los hechos de acuerdo a su propia natwaleza y circunstancias peculiares de ejecución que 

conllevan el hecho delictivo. y en atención a ello. le permitan llegar deducciones lógico jwidicas 

que concluyan esa investigación y estar en posibilidad de ejercitar la acción penal respecti\o1l, para 

el efecto, el Ministerio Público hace uso de diversas diligencias partiendo primerBmente con las 

comparecencias, realizadas por los individuos que denuncian. o se querellan por eventos o hechos 

de los cuales fueron objeto. (entendidas. esIas pmonas ofendidos o víctimas según el case). y de 

los cuales presootivamente se les vulneraron sus derechos públicos o personales. ya sea que se les 

haya privado de l. VIda. de la libertad o de sus propiedades. posesiones, bienes. o se les haya 

lesionado en su integridad física o corporal, dando de esta manera, una amplitud de hechos 
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delictivos que se encuentnln contemplados en 1 .. hipótesis establecidas en l. ley, en este sentido, 

Jorgo Garduño Garmendia, en su obI8 el Minislerio Público en l. Investigación de los delitos, 

señala dentro de la actividad de cumplimiento de los requisitos de procedibilidad: •... Estos medios 

legales como punto de arranque del procedimi<nto penal. tiene en común proporcionar al 

Ministerio Público Investigador la noticia de que se ha cometido un delito. Si el ilícito penal de que 

toma conocimiento el Ministerio Público es de persecución oficiosa. ordenará de inmediato se 

inicie la averiguación previa que corresponda. Tnrtándose de delitos de querella el inicio de la 

mvestigaciones indagatorias queda condicionado. que el ofendido manifieste su queja y deseo par1I 

perseguir dicho ilicito ... ~.13 pues bien. como lo observamos en nuestro primer precepto 

constitucionaJ al implicar la investigación de los hechos considerados como delitos. entendemos 

también que p8f8 su debido cumplimiento. éste se hará .. -aler de todos aquellos medios necesarios 

que la ley le pennita. para el cwnplimiento de ese fm. con el apoyo de Wl8 policía que lo auxiliará 

bajo su autoridad en las diligencias que vaya a realizar, encontrando para tal efecto. el fundamento 

legal, en el articulo 3 de la Ley prooesa1 al vasar: • ... Corresponde al Ministeno Público: fracción 

l.· Dirigir a la policía judicial en la investigación que ésta haga para comprobar el cuerpo del delito. 

ordenándole la practica de las diligmcias que. a su Juicio. estime necesarias para cumplir 

debidamente con su cometido, o practicando el mismo aquellas diligencias ... lO; 1-4 lo anterior traerá 

como consecuencia. que todos aquellos elementos de prueba que fueron arrojados por la 

investigación~ permitan acreditar el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del agente del 

delito. ejercitando en su contra la acción penal respectiva. cumpliendo asi. con esta primer función 

ID inisterial. 

En geneml, podemos decir la fundamentación jwidica de las actuaciones que le 

corresponde realizar al Ministerio Público en su carácter de Autoridad Investigadora se encuentran 

11 0IrtWe a...dlaJtqIt Op. Cit. P.40. 

14 CODfOO DE"-OC"EDIMIENTOS PEN .... LES EN" VlOOIt PI\It. .. \ EL DISTRITO FEDER.'\L, Ed POnilll. :Jrtleulo JO 
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reglamentadas en los articulos 94.al 124, 262 al 286 del Código de Procedimientos Penales para el 

Distrito Fedeml; 113 al 133bis, 135, 168 al 187 y 193, 194 del Código Federal de Procedimientos 

Penales; articulo. 20 fracción L 30 apartado A fracciones L n y m de l. Ley vigente de la 

Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. yen los artículos 15 fracciones 1 y n. 16 

fracciones 1 y rr de su reglamento~ así mismo en los wtículos 20. fracción V. 70. fracción 1 de la Ley 

Orgánica de la procuraduria Genernl de la República. 

En este orden de ideas, y continuando con las etapas procésales en las que se 

encuentmn inmersas las flUlciones del Ministerio Público, es preciso señalar la siguiente fwtción 

ministerial como lo es la persecución de los delitos. 

4.l.- PERSEGUIR. 

Una vez que se ha hecho énfasis de la función investigadora del Ministerio Público. 

y su importancia en la consecUCIón del jwcio penal. es de tornar en cuenta que para el efecto de 

continuar o perseguir los delitos, éste debe de enlazar momento a momento las diligencia", 

encaminadas a acreditar el cuerpo del delik> Y la responsabilidad penal del agente del delito. que a 

su juicio considera actualizada, como consecuencia del cúmulo probatorio arrojado en la etapa 

indagatoria. que conllevaron a detennmar el ejercicio de la acción penal; ahora bien,. procede de 

acuerdo a las formalidades esenciales del procedimiento, que ciñe nuestro procedimiento penal. 

tomar en cuenta al artículo 16 Constitucional que resulta procedente ante la solicitud de la orden 

de aprehensión,. cuando el delito a estudio, sea consignado sin detenido, al señalar que: ~ .. no 

podrá librarse orden de aprehensión sino por la autoridad judicial y sin que proceda denuncia 

acusación o querella de un hecho detenninado que la ley señale como delito ... y existan datos 

suficientes que acrediten el cuerpo del delito y la probable responsabilidad del indiciado 

ñmdamento constitucional que debe cumplir cabalmente el Ministerio Público. en su etapa 
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indaptoria. para una vez reunidos esos requisitos de ley, continuar con la persecución del delito 

que se l. mw del c;ooocimimto, tal y como se robustece con lo previsto en el articulo 195 del 

Código FedmIJ de Procedimientos Penales al citar que: •... Cuando estén reunidos los requisitos 

del articulo 16 Constituciooal. el Tribunal librará orden de aprehensión, reaprehensión o 

comperecencia en contra del inculpado según el caso, a pedimento del Ministerio Público. La 

resolución respectiva contendrá una relación sucinta de los hechos que la motiven sus fundamentos 

legales y la c!asir_ión pro,;sional que se ha@¡utde los hechos delictuosos .. .'. y el 13" del Código 

Procesal de la Materia para el Distrito FederaL como consecuencia del ejercicio de la acción penal 

en contra de aquell05 agentes activos del delito, y del pedimento solicitado de la Orden de 

aprehensión o comparecencia. que conlleva aparejada la consignación. 

Permitiendo de esta manera,. que el Ministerio pUblico cumpla con su fmeión de 

perseguir los delitos hasta sus últimas consecumcias, como lo seria el aplicar la pena como sancIón 

al sujeto activo del delito. por ese actuar delictivo que se le imputa. misma que se hará valer ante la 

prosecución del juicio penal. lUla vez que el A qoo. haya considerado decretar la fonnal prisión al 

sujeto activo del delito, por considerar reunídos esos requisitos de ley antes referidos. al abrir la 

etapa del proceso penal. en la que se ve claramente la continuidad de la función persecutoria del 

delito, por parte del Ministerio Público, al aportar dentro de esa secuela procesal. elementos de 

pruebe que SUljan en el procese instaurado en contra del agente del delito. que. concatenados con 

los elementos de prueba 8rrojados en la indagatoria. permitan culminar con la pretensión pWlÍtiva 

del Ministerio Público. lo que pem1ite en consecuencia. dar pauta a su última función ministerial. 

como lo es el acusar. fwlción,. que se ve plasmada al momento de realizar las conclusiones 

acusatorias respectivas. como se analizará en el siguiente apartado respecto a esa función 

ministerial de acusar. 



4.3.- ACUSAR. 

El acusar, función ministerial que ejerce el Representante Social en contra del 

sujeto activo. por considerar que se encuentra acreditado el cuerpo del delito y la plena 

responsabilidad de éste. una vez que llevada la secuela procesal, se han reunido elementos de 

prueba suficientes para considerarlo responsable en esa comisión delictiva. que se le imputa al 

procesado. la cual se ve actualizada a través del pliego acusatorio o conclusiones acusatorias. 

presentadas ante el A quo. cuando a juicio del representante social, se encuentra acreditado el 

cuerpo del delito. y sus diversas modalidades, así como la plena responsabilidad penal del sujeto en 

la comisión del delito que se le imputa, fimción acusatoria. que se ve acentuada al momento de 

solicitar las penas aplicables en contra del sujeto BCtivo o responsable penal. en sus respectivas 

conclusiones. en la que además de estar acorde con el ejercicio de la acción penal realizada con 

anterioridad. así por el delito por el que se sujeto a juicio: debe además, hacer valer en esa 

conclusión acusatoria. los puntos medulares de la acusación propia. que le imputa a el sujeto 

infractor. ya que hará una exposición sucinta y metódica de los hechos conducentes, propondrá las 

cuestiones de derecho que de ellos swjan, citará las leyes, ejecutorias o doctrinas aplicables y 

terminará su pedimento en proposiciones concretas ( artículo. 316 del Código de Procedimientos 

Penales del Distrito FedemO y. solicitar.í al Juez u Organo Jwisdiccional. considere penalmente 

responsable o responsables a él o los enjuiciados por la comisión de los hechos que se le imputan, 

asi mismo. el Mirusterio Público. fundará y motivani desde su pliego consignatorio el porque debe 

¡;;Ol15iderBr pc:nalmente responsable al o los sujetos activos, siendo este momento en el ¡;;usl. éste 

Representante Social. cwnple con su telur y últim. runción IDlni,tui.1 l. de Icuslr .ntt el 

Organo Jurisdiccional la comisión del hecho criminoso y solicitar declarar el derecho al C8S0 

concreto. al pWir la aplicación de 1 .. ptnl. COIIIO se ha h«ho alusión. y tal y como lo 
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concluye nuestro Brtícu10 102 Constitucional, en este sentido. al promover todos aquellos medios 

legales pera su efectivo cumplimiento. 

S.- EL AGENTE DEL MINISTERIO PUBLICO COMO SERVIDOR PUBLICO 

De acuerdo a todo lo anterior, hemos establecido. que el Mirusterio Público es una 

institución creada para pugnar y defender los derechos e intereses de la sociedad en general, 

considerada también romo institución de buena fe. y para que puede ejercer sus IUnciones 

establecidas por los articulos 21 y 102 Constitucional. debe en consecuencia delegarse o 

concederle una personalidad fisica y jwidica. haciéndose valer de medios materiales o fisicos para 

lograr su cometido, es ahí donde encontramos, atento B una pirámide estructural. la figura especifica 

del Ciudadano ProclU'8dor GenenIl de la República o del Dlstnto Federal. ampliando su 

personalidad en los que comúnmente conocemos como los Agentes del Ministerio Público. 

personas fisicas a las cuales se les encomienda tales funciones. en sus dIVersos campos competencia 

les (común o federal). y dentro de todas Y cada W1B de las etapas que conforman el procedímiento 

penal, por lo que para los efectos a esta persona es considerada como servidor público. confurnan 

10 anterior nuestra legislación Punitiva de la Materia la cual en su Titulo Décimo Capitulo Primero 

quien en su artículo 212 nos señala: 

" Para los erectos de ede titulo y el sub5ecuente es Hnidor publico toda 

penon. que dfHmptm un empleo. cargo o comisión de cualquin naturaleza en la 

adlDiniltración pública Fedenl, centralizada o en la del Distrito Federal, organismos 

dacmtralir.ados. e.prtSU de partidpación tata ... m.yoritaria.. organil.aciones y lociC'dadt'S 

asimiladas a éstas, fideicomisos públicos en el Congreso de la Unión o en los poderes de 

Judicial Fedenl y judicial del Distrito Federal o quC' mantjen recursos tconómlcos federalts. 

Las disposiciones tontenidas en el presente titulo, son aplicables a los gobernadores dt' los 
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estados, a los diputados de las legislaturas locale. y • los lIla8istrad .. de 1 .. Tribunal .. de 

JUltici, 1 .. ,1 ... por la co .. I.I60 de los delitos previstos en este titulo. en .,terla federal ...... 

Por lo que, nuestro precepto es claro al establecer las hipótesis de las personas que 

son consideradas por la fimción que desempeñan en los dimsos órganos Judiciales como 

ser;idores públicos. y en lo conducente, desde el Procumdor Ceneral de la República, hasta el 

agente del Ministerio Público en la averiguación previa: por ende. la persona fisica que ostente un 

cargo tan digno como lo es el ser servidor público, está sujeto a disposiciones de carácter legal, 

sociaL ético y moral. y en el caso de que incumpla oon sus funciones inherentes B su cargo. se hace 

acreedor a fmearle una responsabilidad dependiendo en la situación en la que se encuentre y la 

función que desempeñe. pues cabe señalar. 108 Y 114 de la Constitución Federal, el sistema de 

responsabilidades de los servidores públicos se conforma por cuatro vertientes: A).- La 

responsabilidad política para ciertas categorías de servidores públicos de alto rango, por la 

comisÍón de actos u omisiones que redunden en perjuicio de los intereses publicos fundamentales o 

de su buen despacho. B). - La responsabilidad penal para los servidores públicos que incurran en un 

delito. C).- La responsabilidad administrativa para los que falten a lalegalida<L honradez. lealtad. 

imparcialidad y eficiencia en la ftmción pública. D).· La responsabilidad Civil para los servidores 

públicos que con su actuación ilícita causen daños patrimoniales. 

Por 10 demás. el sistema descansa en un principio de autonomia conforme el cual 

para cada tipo de responsabilidad. se instituyen órganos. procedimientos, supuestos y sanciones 

propias, Bunque algunas de estas coincidan desde el punto de vista material como OCWTe tratándose 

de las sanciones económicas aplicables, tanto a la responsabilidad política. a la adrnínistlativa o 

penal, así como la inhabilitación prevista para las dos priments, de modo que un servidor público 

puede ser sujeto de ..-arias responsabilidades y, por lo mismo ser susceptible de ser sancionado en 

diferentes VÍas y diferentes fonnas. 
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Por lo tanIo, la postura de un servidor público, que en el caso es, el Procurador y el 

Agente del Ministerio Público atendiendo al principio de indivisibilidad, como tal. es de 

salvaguardar los intereses de la sociedad, actuando con toda l. horuadez, lealtad, honestidad y 

probidad en la administración de justicia, como representante de Wl8 institución de buena fe. que 

COOdy"UV8 a la investigación. persecución y acusación de los hechos que se consideren delictuosos. a 

efecto de excitar al órgano Jmisdiccional a declarar el derecho en el caso concreto e imponga en 

consecuencia las penas y medidas de seguridad al agente activo del delito por la comisión del hecho 

Ilícito que se le imputa, como fm de la impartición de la justicia. Y por otro lado la postura que 

debe prevalecer es mediar la exacta aplicación de las leyes. cumpliendo todas y cada una de las 

tormalidades del procedimiento dunm.te el proceduniento penal. y no inCurrir en actos de 

corrupción y soborno, chnnte su gestión. resaltando la noble tarea de apoyar cumplir y hacer 

cumplir las leyes. 

5,1.· DELITOS COMETIDOS CONTRA LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA 

Hemos hablado, de que el servidor publico es aquella pel1!Ona flsiea que goza de 

una investidura jurídica y por lo tanto, tiene una calidad especifica., en cuanto al común de las 

personas. en virtud de que, es parte de W18 institución de impanicióo de justicia. que delega en su 

persona, la personalidad jurídica extendida del estado. parn. desempeñar dentro de la administración 

pública de nuestro país, cargos de funcionanos o empleados públicos, en el que cuyo desempeño se 

abunde un valor moral. capacitación técnica. disciplina de su actuación y la. conciencia. de su 

elevada misión. que nuestro país le encomienda. en el que la ftmción pública. deba ser tomada 

como privilegio y como la más elevadas responsabilidades sociales. y por ende. se debe de contar 

con servidores de conducta intachables. que luchen en contra de la corrupcIÓn, dando pauta al 

fortalecimiento de los mecanismos de control y vigilancia de la administrnción y procuración de 
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justicia, pero si en el caso tal servidor, no cumpliere con la encomienda, la ley. Se! ve en la imperiosa 

necesidad de establecer diversas sanciones desde admini:slrntivas hasta penales. 

Por lo tanto, nuestra legislación Punitiva de la Materia vigente para t()(Ía la 

república en el fuero federal y para el distnta federal en el fuero común, se ve en la imperiosa 

necesidad de regular todas aquellas hipótesis juridicas de las acciones u omisiones en las que 

pueden mcurrir, todos aquellos servidores publicas, de diferentes rangos y posturas, que enmarcan 

sus actividades, dentro de nuestro ámbito sustantivo y adjetivo penal, el que se le puedan sancionar 

con medidas diversa al ámbito punitivo. circunstancias que nuestra legislación preve, al tipificar en 

el Titulo Décimo, el cual fue reformado en su totalidad por el artículo único del decreto de 30 de 

diciembre de 1982 publicado en el dIario oficial de 5 de enero de 1983 en vigor del día siguiente a 

su publicación, así coma en la nueva legislación para el distrito federal, que entro en vigor en el 

mes de octubre de 1999, al concederle facultades a la Asamblea de Representantes de legislar en las 

diversas matenas del fuero común para el distrito federal, bajo el titulo: " DELITOS COMETIDOS 

POR LOS SERVIDORES PÚBLICOS" entre los que se señalan: Ejercicio indebido de servicio 

público; Abuso de Autoridad; Coalición de Servidores Públicos; Uso indebido de atribuciones y 

facultades; Concusión~ Intimidación; EjerciCIO Abusivo de Funciones; Tráfico de Influencia; 

Cohecho, Peculado; Enriquecimiento ilícito. todos y cada uno con sus diversas hipótesis, así como 

10 previsto en el Titulo Décimo Pnmero Capitulo Primero" DELITOS COMETIDOS POR 

LOS SERVIDORES PÚBLICOS ", artículo 225 (Reformado por el artículo Primero del decreto 

de diciembre de 1983, publicado en el diario oficial de 13 de enero de 1984, en vigor a los 90 días a 

su publicación para quedar como sigue): 

''I.- Conocer de negocios para los cuales tengan ImpedImento legal o abstenerse de conocer de los 

que les correspondan sin tener impedimento legal para e!lo~ 

11 - Desempeñar algún otro empleo oficial o un puesto o cargo particular que la Ley les prohiba; 

rn.- Liugar por sí o por inteIpÓsita persona, cuando la ley les prohiba el ejercicio de su profesión; 
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IV.- Dirigir o aconsejar alas perwnas que ante eUos liguen; 

v.- No cumplir Wl8 disposición que legalmente se les comunique por su superior competente. sin 

causa fundada pomeUo; 

VI.- Dictar, a sabiendas, \8l8 resolución de fondo o una sentmcia defmitiva que: sean ilicitas por 

violar algún precepto detenninante de la ley o ser contrarias B las actuaciones seguidas en juicio o 

al veredicto de un jurado~ u omitir dictar una resolución de b"ámite. de fondo o lUla sentencia 

deflnitivalicita dentro de los términos dispuesto por en la teyo 

VII.- Ejecutar actos o incwrir en omisiones que produzcan W1 daño o concedan a algwen una 

ventaja indebidos; 

vrn.- Retardar o entorpecer maliciosamente o por negligencia la administración de jusucia; 

IX- Abstenerse injustificadamente de hacer la consignación que corresponda de una persona que se 

encuentre detenida a su disposición como probable responsable de algún delito. cuando esta sea 

procedente confonne a la constitución y a las leyes de la materia en los casos en que la tey imponga 

esta obligación; o ejercer acción penal cuando no preceda denuncia. acusacIón o querel1a: 

X- Detener a un individuo durante al 8'ieriguación pre\o"Ía fuem de los casos señalados por la ley. o 

retenerlo par mas tiempo señalado por el párrafo séptimo del artículo 16 constitucional~ 

XI.- No otorgar cusndo se solicite. la libertad cauciona!, si procede legalmente: 

XII. - Obligar al inculpado a declarar. usando la incomunicación. intimidación o torturn: 

xrn.- No tomar al inculpado su declaración preparatoria dentro de las cuarenta y ocho horas 

siguientes 8 su consignación sin causa justificada, u ocultar el nombre del acusador. la natwaleza y 

CQusa de la imputación o el delito que se te atribuye~ 

XIV.- Prolongar la prisión preventiva por más tiempo del que como máxuno fije la ley al delito que 

motive el proceso~ 

XV.- bnponer gabelas o contribuciones en cualesquiera lugares de detencIón o internamiento: 
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XVI.- Demomr injustificadamente el cumplimiento de las providencias judiciales. en las que se 

ordme pone.- en libertad a un detenido; 

XVH.. No dictar auto de formal prisión o de libertad de W1 detenido, dentro de las setenta y dos 

horas siguientes a que lo ponga a su disposición. a no ser que el inculpado haya solicitado 

ampliación del plazo, caso en el cual se estará al nue't"o plazo: 

XVID.- Ordenar o practicar catees o visitas domiciliarias fuera de los casos autorizados por la ley: 

XIX.- Abrir \Ul proceso penal contra un servidor público, con fuero. sin habérselo retirado 

previamente,. conforme lo dispuesto por la ley: 

~"{. - ordenar la aprehensión de un individuo, por delito que no amerite pena privativa de libertad. o 

en casos en que no preceda denuncia, acusación o querella: o realizar la aprehensión sin poner al 

detenido a disposición del juez en el término señalado por el párrafo tercero del articulo 16 de la 

Constitución: 

XXI.- A los empleados o encargados de los lugares de reclusión O internamiento que cobre 

cualquier cantidad a los internos o a sus familiares. a cambio de proporcionarles bienes o semeias 

que gratuitamente brinde el estado para otorgarles condiciones de privilegio en el alojamiento. 

alimentación o régimen: 

XXIL- Rematar en favor de ellos mismos, por si o por interpósita persona. los bienes objeto del 

remate m cuyo juicio hubieren intervenido: 

xxm. - Admitir o nombrar W1 depositario o entregar a éste los bienes secuestrados, sin el 

cumplimiento de los requisitos legales correspondientes: 

XXIV.- Hacer conocer al demandado, indebidamente. la providencia de embargo decretada en su 

contra; 

XXV- Nombrar sindico o interventor en concurso o quiebra a W18 persona que sea deudor, periente 

o que haya sido abogado del fallido, o persona que tenga con el llmcionario relación de parentesco. 

estrecha amistad o éste ligada con él por negocios de interés común. y: 



27 

XXVI.- Permitir fuera de los casos previstos por la ley. la salida temporal de las personas que están 

recluidas; 

xxvn.- No ordenar la libertad de un procesado, decretando su sujeción a proceso, cuando sea 

acusado por delito o modalidad que tenga señalada pena no privativa de libertad o alternativa" 

Hipótesis punitivas que además de la pena de prisión correspondiente, el agente 

sera privado de su cargo e inhabihtado para el desempeño de otro nuevo, he aquí la importancia de 

nuestras leyes, el controlar de manera legal las acciones realizadas por los servidores públicos. y 

por ende ante tales sanciones, se advierta la conclentilaCión de cada servidor, evitando conductas 

corruptas imperando la honestidad, honradez y lealtad en la importantísima misión en cada uno de 

sus cargos, en pro de la debida impartición de justicia 

En el apartado anterior, se ha establecido que el servidor público debe actuar con 

probidad honestidad y lealtad en la administración de justicia, de acuerdo a la naturaleta del cargo 

que ostente, pues bien, el presente apartado, trae aparejado una de las hipótesis punitivas 

establecidas cuando el seIVidor público incurra en alguna de ellas, en este sentido es menester 

recordar que nuestra legislación penal, establece dos fonnas de comisión de delitos, siendo estas 

por acción u omisión, mismas que en términos de lo previsto en el artículo 70. son sanCionadas por 

las leyes penales, entendiendo primeramente que la conducta es la libre manifestación de voluntad 

dirigida a la obtención de un resultado, que se manifiesta en forma de acción, consistente en el 

movimiento corporal consciente y voluntario realizado por el agente activo del delito, y la omisión 

entendida como la abstención corporal del agente cuando las clfcunstancias le obligaban a actuar en 

pro de evitar un mal grave en persona determinada o de Índole social~ pues bien entendido lo 

anterior, la hipótesis sancionadora establece el ejecutar actos ti omisiones que produzcan daño o 

ventaja indebidos, es importante señalar que esos actos u omisiones deben darse dentro del 

procedimiento penal, es decir, dentro del periodo de la admimstración de Justicia, la cual es 

abarcada desde la integración de la averiguación previa, hasta la dictaminación de la resolución 
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defmitiva; la circW1Stancia de causar daño debe entenderse que con su actuar afecte bienes jurídicos 

tutelados por la noona que en el caso serían de índole patrimonial o corporal. causado como 

consecuencia, de la comisión ilícita de Wl acto u omisión que daña la esfera jurídica del pasivo, el 

detrimento patrimonial o la perdida o incapacidad de sus movimientos físicos corporales. 

suscitados como resultado de un hecho delictivo y que por la realización del acto u omisión 

procesal cause esas perdidas. que se pueden preswmr de ureparables al dejar en desamparo juridico 

al recurrente o solicitante de la administración de justicia quien al tener contacto con el servidor 

público. éste por razón de su postura no actuó con honestidad y probidad judicial, mIsmo que con 

su actuar acti'iO u omisivo. causa el detrimento a los derechos objetivos y subjetivos del recurrente. 

que en el caso seria la víctima ofendido y hasta el mismo encausado en las diversas etapas 

procesales; Por otra parte, que estos actos u omisiones otorguen ventaja índebida, la cual debe ser 

en favor de lUla de las partes. es decir. que se advierta claramente WlB parcialidad en la 

administración de justicia incumpliendo totalmente los lineamientos de imparcialidad en la 

Ímpartición de justicia. que resguarda nuestro sistema juridico mexicano. ventaja que procesalmente 

hablando. puede darse desde el primer conocimiento de los hechos delictivos. durante la iniciación 

de la indagatoria. en la que por ciertos actos u omisiones corruptas o amañadas transquiversen la 

esencia del asunto, cambiando o modificando las constancias procésales, que ocasionen la ventaja 

mdebida a alguna de las partes, tanto para el que demmcia al dejarlo sin amparo judicial, como del 

indiciado vulnerando garantías constitucionales, por 10 tanto al incurrir en estas desavenencias 

jwidicas. tales actos u omisiones son sancionados punitivamente. pues el espíritu del legislador es 

concientizar primeramente al servidor público que no debe incurrir en tales acciones u omisiones, 

determinándole que su actuar siempre debe de ser en pro de la justIcia y del bien común de la 

sociedad. erigiéndose siempre con lealtad probidad y honestidad que le es exigible por las 

mstituciones judiciales. y en el caso de incwnplirniento legisla su respectlva sanción, que llega 

desde la pena privati"'a de prisión. hasta la destitución de su cargo e inhabilitación del mismo. 
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El ",tardar, ent<ndida como aquella aoción de dilación, postergar, del11O!lll, 

prorrogar o detener. y que con tal abstención. se infiera la realización de un acto o diligencia 

procesal, o ent<xpecer ent<ndida como la acción de obstacularización en las secuelas procesales, 

mediando dificultad. estorbando, impidiendo, abrumando. paralizando, maliciosamente el servidor 

público, mediante acciones conuptas o de soborno, transgrediendo y \o1.11nerando el bien jurídico 

tutelado por la norma que m el caso sería la pronta Y expedita impartición de Justicia evidenciando 

una acción dolosa de ejercer actos que a sabiendas que producirían el retraso u obstacularización de 

las etapas contenidas m cualquier procedimiento judicial que se ventila en pro de la 

administración de justicia, con el pleno conocimiento de los elementos típicos quiere y acepta el 

resultado que se produciria,. como seria el retardo o entorpecimiento de éstas maliciosamente. a 

través de una ayuda o moti\iBCión, como seria la figwa de conupción y soborno. obteniendo así 

ventajas o ingresos pecwliarios ilícitos, circWlStancias que son previstas por el legIslador. y les da 

un carácter de conducta delictiva. evidenciando en nuestro sistema jurídico la falta de seguridad y 

certldwnbre jurídica en la adnnnistrnción de justicia de nuestros órganos de gohierno encargados de 

la impartición de misma. y por el hecho de tratarse de W1 funcionario público. se le determina Wl8 

calidad especifica en los agentes activos del delito, la cual agrava su actuar. pues en eHos recae la 

leal y honorable imparticién de justicia, lo que libera la importante preocupación del legislador de 

sancionar severamente al servidor corrupto. que mancha la institución judicial en la gran tarea de la 

aplicación del derecho en su función administradora de justicia;. y cuando actúa con negligencia. es 

decir, que tal servidor público por ser deseuidado. despreocupado. distrnido. desatento, deficiente, 

en su función, al realizar, actos que ocasionan la thlta de certeza juridica de tos hechos que se 

someten a su consideración. también rnCWTe en responsabilidad, en virtud de que todo ello. daña y 

podría en su caso conceder ventaja en la debida impartición de justicia. al tr&squiversar las 

acruaciones judiciales. circlUlSlancias que serán verificada en el caso concreto si fueron 

efectiyamente por causa de negligencia o por el soborno o corrupción que orillo al seryidor a actuar 



30 

en la fonu. que lo hizo, pero que sin embargo, aquejan una mayor preocupación en regular y 

sancionar severamente a tal servidor público. 

Durante el tueIpO del presente capitulo, se a citado, en el apartado de los delitos de 

los servidores públicos, así como la postura del Agente del Ministcno Públiro, que tiene 

compromisos de lealtad, honestidad honradez, probidad, imparcialidad, respeto del debido 

cwnplimiento en la administración de justicia y la inviolabilidad de las garantías individuales en 

todas y cada una de sus actuaciones. actuar conforme a derecho, yalornr todas y cada WUI de los 

elementos de prueba. etcetera. es de rerordar que en nuestra legislación positiva mexicana, en la 

exposición de motivos de la iniciativa de reforma al título IV Constitucional denominado "de las 

Responsabilidades de los SeMdores Públicos". se dijo que el cambio en la denominación al de 

"servidores públicos ", tenía como propósito acentuar el carácter de servicio a la sociedad que debía 

observar todo servidor púbJico en su empleo. cargo o comisión; importa destacar que el móvil a la 

refonna constitucional de 1982. se debió al programa de renovación moral instituido por el 

presidente de la República de aquel entonces. quien la enarboló y la integro a su programa de 

gobierno por el cual trató de eliminar la practica de negativa social generalizada en favor de la 

conupción. La función pública entonces. no se tomó corno privilegio, sino que implicaba 

necesariamente. la responsabilidad de servidor público que mantiene y sostiene a un gobierno 

determinado, de manera que la f'wlción pública es. fmaImente, una de las más elevadas 

responsabilidades sociales. y al efecto. el plan nacional de desarrollo de 1983-1988, se expresaron 

las líneas fundamentales del programa de renovación moral. teniéndose presente que en el programa 

hay Wl. conjunto de QCciones de la sociedad. lo que en todo caso debe de contar con servidores de 

conducta intachables. El ataque a la corrupción se encuentra asociado con el cwnplimiento estricto 

de los principios del estado de derecho, de ahí, que el plan a asentarse que seriB simplista creer que 

la renovación moral se reduce a una persecución y a lUla sanción de los semdores públicos 

corruptos. sino que para el gobierno. la renoyación moml en su expresión práctica equiyale al 
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perfeccionamiento de los sistemas de administmción de los recursos del estado. la mejor regulación 

de 1 .. responsabilidades de los servidores públicos y el fooalecimienlO de los mecanismos de 

control y vigilancia de la administración, la tmscendencia de este programa por tanto, llevó a la 

relOrrna del tilulo IV de la Carta Magna, de l. LEY ORGANlCA DE LA ADMlNISTRACION 

PUDLlCA FEDER..AL, pam crear una dependencia encargada de vigilar y asegw-ar la aplicación de 

la política de renovación moraJ. así como de otras constituciones y leyes de responsabilidades y de 

obras públicas de las entidades federativas, marcando su presencia en las llamadas leyes 

tinanciuss. La nueva regulación constitucional defInió cuatro tipos de responsabilidades en que 

pueden incurrir los stl'fidores publicos: la penal, civil" la política, y la admirústrativa, en el titulo 

IV constitucional se detennina entre otras hipótesis quienes son sujetos del régunen de 

responsabilidades por su participación en la función pública (artículo 108) sujentándose a el nuevo 

régimen a todo servidor de cualquiem de los tres poderes de la unión asi como de los estados y 

municipios. supemndo la distmción de las diversas categorías de las personas que prestan sus 

servicios al estado. sometiendo a todos al mismo régimen de responsabilidades. sin más dIstinción 

que la COIl5lderaclón del tipo de acto .... iolatorio de la ley en que incurran, el tipo de falta que 

cometan y la consideración de estar sujeto a lUla protección constitucional especial. Por otra parte. 

en la exposición de motivos de la ley federal de responsabilidades de tos servidores pUblicos se 

destaca C'll las bases de la responsabilidad administrativa descansen en criterios de legalidad . 

honradez,. imparcialidad, economia y eficacia que orientan. a la administración pública federal que 

garanUZBll el buen servicio público. particularmente en los articulos 47.52.64. y 65 de la ley federal 

de responsabilidades de los servidores públicos, cabe señalar, que hacen referencia al catálogo de 

obligaciones administrativas al que deben sujetarse los servidores públicos. las sanciones 

administrativas a que se hacen acreedores en caso de incumplimiento. en los cuales destaca la 

mhabllitación en el cargo. el procedimiento que ha de seguirse en la imposición de las sanciones 
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administrativas. y en su caso la penales, cuando por la acción u omisión incunida \ulneran el bien 

jurídico tutelado por la ley. 

Posteriormente, atendiendo esta inquietud de salvaguardar 8 las instituciones 

judiciales de los vicios de corrupción y demagogia judicial, se combate a lIavés de la instauración el 

acuerdo número .-\/003/98, publicado el ~4 de agosto de 1998 suscrito por el Procurador General de 

Justicia del Distrito Federal por el que se establecen las Bases y Lineamientos de la Operación 

Institucional del Servicio Público de Carrera y para el Desarrollo del Programa de Moralización. 

Regulación y ProfesionaJización de los Servicios del Ministerio Público y sus AuxiJiares Directos. 

Policía Judicial y Peritos adscritos a la Procuraduria General de Justicia del Distrito federal. con el 

cual se pretende enfocar un mejor proyecto de impartición de justicia,. teniendo desde la integración 

de la averiguación previa,. las bases morales, encamínadas en lealtad honestidad y honradez en los 

elementos personales como serian los Agentes del Ministerio Público, tomando en consideffiCión lo 

establecido en el artículo 21 Constitucional en el que señala que la investigación y persecución de 

los delitos incumbe al Ministerio Público. el cual se auxiliará con la policía judicial que estará bajo 

su autoridad y mando inmediato, adscritos a esa Procuradwia" quienes deben prestar sus servicios 

para ese fIn, de acuerdo con los principios de legalidad, profesionalismo, imparcialidad eficiencia 

en el desempeño de sus ñmciones, empleos, cargos, o comisiones y en el manejo de los recursos 

públicos afectos a dichos servicios. 

Con el Programa General de Desarrollo del Gobierno del Distrito federal 1998-

2000 Y su programa consecuente para el año de 1998. se establece como estrategia de acción para 

lograr UJl9. eficaz investigación y pers~cucion del delito, la profesionalizacion de los cuerpos de 

seguridad Y justicia estrategia que se hace consistir en los siguientes puntos: 

a).- El establecimiento de condiciones de trabajo dignas y reslX>Jlsables por tos servidores publicos 

de la institución. 
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b).- La afectación de los recursos del Instituto de Formación Profesional de la Procuraduría a la 

capscilacióo del pelSOIlB1 sustantivo de la Institución como base de su mejoria en los niveles de 

ingreso Y promoción. 

c).- El perfeccionamiento del censo del Ministerios PUblicos, policía judiciaL peritos, oficiales 

secretarios y mecanógrafos, mediante el enriquecimiento de los expedientes respectivos con los 

antecedentes administrativos, penales y profesionales relevantes como base para la evaluación 

sistemática del personal y la organización de las convocatorias y promociones 

d)' -La organimeión de un sistema público objetivo y transparente de convocatonas para 

promociones y puestos de nuevo ingreso del personal sustantivo de la ínstitución 

e). - La depuración del personal con antecedentes negativos para separarlo del servicio público de la 

institución. 

0.- La promoción y establecimiento de bases nonnativas que permitan la consolidación del serviCIO 

público de carrera. 

Considerando que es necesario el establecimiento de los criterios objetivos que 

sistematicen el procedimiento organización y desarrollo de servicio público de carrera en el 

Ministerio PUblico en la policía judicial y en Jos servicios periciales. Teruendo como objetivo 

establecer las bases y lineamientos para la operación institucional del servicio público de carrera y 

para el desarrollo del programa de moralización regulación y profeslOnahzación de Agentes del 

Ministerio público. sus auxiliares directos, Policía judicial y Peritos. adscritos a la Procuraduría 

general de Justicia del Distrito FedezaI. 

Además, tomando como base 10 dis~to en los artículos : 1, 1) 3 Y l34 

Constitucionales. 47 de la Ley Federnl de responsabilidades de los Servidores Públicos. por el 

artículo 22 de la Ley Gene181 que establece las bases de coordinación dd Sistema Nacional de 

seguridad Pública, por el Código de Conducta para funcionarios encargados de hacer cumplir la 

ley, adoptado por la .Asamblea General de las Naciones L'nidas en la resolución 34/169 dd 17 de 
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Pública que contempla la Ley de Seguridad Pública para el Distrito Fedem, todo servidor público 

que preste sus servicios en la PrOCurnduriB General de Justicia del Distrito Federal deberá regirse en 

su desempeño por el Código de Conducta Interno de la Institución., deberá cumplir y hacer cumplir 

la ley, tendrá la obligación de salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, profesionalismo 

imparcialid.ad, eficiencia y eficacia en el desempeño de su empleo~ 1.- Cumplir en todo momento 

con los deberes que le impone la ley, sirviendo a su comunidad 'j protegiendo a todas las personas 

contra actos iJegales_ en consonancia con el alto grado de responsabilidad exigido por su encargo: 

2. - respetar y proteger la dignidad hwnana y mantener y defender los derechos Humanos de todas 

las personas~ 3.- Nmgún servidor púbJico encargado de hacer cumplir la ley podrá inflJgir. InstIgar 

o tolerar algún acto de tortura u otros tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes, ni invocar la 

orden de Wl superior o circWlStancias especiales como estado de guerra o estado de guerra. amenaza 

de seguridad nacional. inestabilidad política interna o cualquier otra emergencia pública como 

justificación de tortura o malos tratos: 4,· Los servidores públicos encargados de hacer cumplir la 

ley no cometerán ningún acto de corrupción. También se opondrán rigurosamente a todos los actos 

de esa índole y los combatirán y denunciarán; 5.· Deberán cumplir con la máxima díligencl3 el 

servicio que les sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión 

o deficiencia de dicho servicio o implique abuso o ejercicio índebido de un empleo. cargo u 

omisión; 6.- Abstenerse. durante el ejercicio de sus funciones de solicitar, aceptar o recibir. por si o 

por interpósjta persona. dinero. objetos mediante enajenación a su favor m precio notonamente 

inferior al del bien que se tNte y que tenga en el mercado ordinario o cualquier donación, empleo, 

cargo O comisión para sí y que procedan de cualquier persona lisica o mora) cuyas actividades 

profesionales, comerciales o industriales se encuentren directamente vinculadas. reguladas o 

supervisadas por el servidor público de que se trate en el desempeño de su empleo cargo o comiSIón 

y que implique intereses en conflicto; 7.- Desempeñar su empleo, cargo o comisión sin obtenu o 
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pretender obten<i beneficios adicionales a las conlI1lprestaciones comprobables que el estado le 

olor¡fi por el desempeilo de su función; 8.- Cumplir sus funciones con absoluta ID1parciahdad, sin 

descriminar a pe¡sollB alguna por su mm. religión, sexo, condición económica o sociaL preferencia 

sexual, ideológica política o por aJgún otro motivo, entre 0U'as. 

Todo Agente del Ministerio Público es competente y debeni estar plenamente 

capacitado pera perseguir los delitos, conforme a derecho. iniciando. integrando. desarrollando la 

averiguación pre\-;a hasta su consignación e interviniendo ante los tribunales. hasta el dictado de la 

resolución fume. 

Ciertamente, del presente acuerdo, se desprende el mterés de la debida 

adminlstmción de justicia. iruciándose en una reestructuración interna del personal de la 

Procw&duria capitalína, enfocado a la continuidad presidencial iniciada a efecto de combatir el 

alto grado de corrupción en los órganos encargados de procuración de justicia mejorando el 

personal de carrera. desde el procurador hasta el mecanógrafo, en cuanto a su formación 

profesionaL y su concientización e importancia del cargo que desempeña forjando mIS moral 

interna en cada servidor. para gustar más de sus labores en la ardua y honorable carrera de servir 

para impartir justicia. procurando de esta manera prevenir la delincumcia institucional y por ende 

pre\o'enir la impunidad. ejercida por éstos, en todas y cada W13 de sus actuaciones Judiciales~ se 

advierte l. preocupacIón de la Procuraduría de sondear • cada uno de los Agentes del Ministeno 

Público y personal en general. investigando si es persona digna de poder ostentar tal cargo, al 

investigar previamente, sus antecedentes, durante el tiempo de seJVicio en la instltución., para el 

efecto de depurar su estancia por con.·~iderarlo mal elemento, observándose de esta manera la 

importancia de el mejoramiento de la procumción de justicia y del proyecto de miciativa en pro de 

un mejoramiento de impartición de justicia. 
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CAPITUW D 

EL MINISTERIO PUBLICO Y LAS GARANTIAS INDIVIDUALES 

1.- LAS GARANTIAS INDIVIDUALES. 

Dentro de este capitulo, nos enfocaremos desde un punto de vista diverso al 

anterior, pero muy significativo. como 1U1 medio de control constitucIOnal del Ministerio Público. 

pues una de las principales metas en este estudio es el debido cumplimiento de constitucionalidacl 

a nuestra Carta Magna o Ley Suprema. como lo es nuestra Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexi=. por parte del Representante Social, y la inviolabilided que debe cuidar de lBS 

garantías individuales o también conocidas, como las garantías constitucionales. pues bien. dentro 

de nuestro campo jurídico, nuestra ConstituciófL consagra dentro de sus primeros artículos los 

derechos del hombre, derechos que son dados por propia naturaleza o aquellos que se han 

adquirido en la sociedad, surgidos de la con,'ivencia de los seres humanos. ya sea en grupos, 

comwlidades, pueblos, ciudades y países; desde tiempos ancestrales, desde que el hombre, tuvo la 

necesidad de comunicarse. para primeramente satisfacer sus necesidades primarias. como lo era la 

alimentaciÓll. teniendo así, asentamientos parciales o temporales en diversos lugares en donde la 

propia naturaleza le otorgaba los medios necesarios para subsistir. consecuentemente al obsen"ar 

que en esos lugares podría crear e idear los medios. para transtormar un Jugar en el cual pudiere 

habitar y asentarse. ):XlC más del tiempo que el mismo había establecido. empieza una nueva era en la 

que el hombre cambia su forma de vida siendo de esta de nómada a sedentaria. es decir. deja de 

ambular por diversos lugares, estableciéndose en tierras, que posteriormente fue convirtiendo en 

tierras de trabajo, de campo. descubriendo la agricuJtwa; fortalece la pesca la caza. en fin un sin 

numero de actividades,. concernientes a satisfacer sus necesidades como lo expusimos con 
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anterioridad. pero, también. fue creando W1 medio en el cual conviviría con los demás individuos 

que conformaban su grupo, hombres que comenzabon • descubrir ese cambio en su forma de vida, 

en la cual compartirían. su trabajo, su comida, su agua, caza. pesca. agricultura, en fm, todos 

aquellos factores naturales que les pennitian habitar en W1 mismo territorio. y por ende subsistir en 

ese medio, es ahí, donde empieza una forma de respeto a los bienes. posesiones y derechos que 

cada individuo había adquirido, desde el momento en que empieza a vivir en sociedad: nace libre. 

crece libre, se desarrolla libre, pero con el respeto a los demás individuos que confonnaban su 

familia, su grupo. su comWlidad. surgida del convivir día a día dando origen a Wl8 esbUCtura que 

después llamaríamos sociedad. sociedad. que traería como consecuencia. un estado de derecho. Wl8 

forma de gobierno. y una serie de leyes. nonnas y reglamentos que nos obligarían a respetar los 

derechos del hombre, como lo son, el derecho a la llbertad, igualdad, equidad. justicia, paz. 

segundad. ex "Presión etcétera. tanto por parte de nosotros como seres hwnanos. (ciudadanos) como 

de nuestros órganos de gobierno y autoridades judiciales. creadas por d hvmbre mismo. entendidos 

tambIén como sujetos activo (gobernado) y sujeto pasivo (los órganos junsdiccionales o el Estado). 

emanados de una gran evolución social esparcida por todo el mundo. forjándose Constituciones 

como normas fundamentales o leyes supremas que consagrarian la base principal de nuestra forma 

de gobierno, así corno en el mundo entero, fortaleciendo el respeto a los derechos del hombre que 

por naturaleza debería de proseguir. 

Para tal fin. se fueron legislando y conformando. normas, leyes y derechos, las 

denominadas garantías indiVIduales o constitucionales, en una forma cada día más precisa y real. en 

la protección legal y social del hombre mismo. en este sentido diversos juristas, han esgrimido una 

seria de ideas, en el sentido de que si las denominadas garantías individuales se encuentran bien 

denominadas en su vocablo especifico. ya que algunos los consideran derechos públicos subjetivos 

del individuo y otros consideran que son derechos inherentes al hombre mismo. derechos que por 

propia naturaleza le son dados. destacándose en este ámbito, Alfonso Noruega c., qUien identifica 
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a las [!8IlIlItías individuales con los llamados derechos del hombre, sosteniendo que estas garantías " 

son deRcbos naturales inherentes a la persona hlUl1ana en virtud de su propias natumleza y de la 

naturaleza de las cosas. que el estado debe reconocer, respetar y proteger. mediante la creación de 

Wl or<bt jurídico y soclal, que pennita el libre desenvolvimiento de las personas. de acuerdo a su 

propia y natural vocación. individual y social. 15 

Por otra parte. aUn aceptando la idea de que eXIstan derecho naturales del ser 

humano y no meras potestados naturales del hombre . que al reconocerse por el orden juridico 

positivo se conviertan en derechos públicos subjetivos, esos derechos se asegurarían o preservarían 

por las garantías establecidas en la Constitución o por la ley: y según la garantías impropiamente 

denominadas indiVIduales, no se consignan únicamente para el hombre o persona fisica. ni sólo 

protegen sus derechos, sino que se extienden 8 todo ente jurídico distinto al ser humano, en cuanto 

tal. que se encuentre en una situación de gobernado: lo que implica que la identidad que proclama 

el maestro Noriega deja fuera del concepto garantia individual, que la constitución implanta para 

las personas morales de diferente índole. que en sustancia no son hombres. aunque estén fonnadas 

por ellos~ en otras palabras desde el punto de vista de nuestra ley fundamental vigente las garantías 

individuales implican, no todo el variado sistema jwidico parn la seguridad y la eficacia del estado 

de derecho, sino 10 que se a entendido por derechos del gobernado frente al poder público . la 

relación entre ambos conceptos garantía individual y derecho del gobernado se deduce a la 

gestación parlamentaria del artículo primero de la Constitución de 1857: por ello dichos 

constituymtes se concretaron B instituir las ~garantías ~ que asegwaran el goce de esos derechos. de 

tal suerte. que al consagrar las propias gamntias. en el fondo se reconoció el derecho 

respecti\"3D1m.te protegido o asegurado por ellas. Más sin embargo nuestro citado tratadista. 

argumenta que no puede identificarse la garantía individual con el derecho del hombre o el derecho 

;~ LA NAn.'llAUZA DE LAS GA,RA. .... '11ASINDlVIDUALES EN LA CONSTTruClON DE 191"f, Coon!ioación de: lMnmi~i Ed 

UNAM .. 1%7f'¡5. lll. 
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del gobernado. no deja de reconocer que la denominación de garantía individual o del gobernado no 

es muy adecuada para denotar su ser jurídico sin que se haya logrado, empero sustituirla 

ventajosamente por otro nombre; si hemos dicho que garantizar equivale a "asegurar" "proteger ", 

"defender o salvaguardar ", consecuentemente al otorgarse por la constitución garantías en favor de 

todo gobernado, se asegura, protege, salvaguarda este frente al poder publico, manifestado en 

multitud de actos de autoridad provenientes de los órganos del Estado, de ahí a falta de lU13 mejor y 

mas Idónea designación optemos por seguir empleando la citada denominación. 16 

Una vez observado los diversos puntos de vista de Jos juristas en mención, 

considero, que las garantías individuales son los derechos inherentes del hombre los cuales, por su 

propia naturaleza es imposible separar, ya que slU'gen desde la vida misma del individuo y 

finiquitan cuando fallece. y cuando por las cifCWlStancias es separado de ciertos derechos 

subjetivos como resultado del vivir en sociedad. surgidos por diversos actos de autoridad, emanados 

de un sistema jurídico, el cual esta obligado a respetar los derechos del gobernado o del individuo, 

las podemos considerar como garantías constitucionales, haciendo énfasis desde mi punto de VISta, 

que existe una gran diferencia entre las llamadas garantías individuales y las garantías 

constitucionales, ya que si bien es cierto ambos vocablos los encontramos consagrados en una 

Constitución como ley suprema. no implica que estos derechos, puedan también ser considerados 

como garantías individuales, ya que unas emanan por la propIa naturaleza del hombre y las otras 

resultan como consecuencia de una fonna de gobierno, o de Estado y al estar frente a un poder 

publico, por vivir en sociedad, lo que implica una discrepancia en su tenninología, desde un punto 

de vista social e individual constitucional. 

Más aún, compartiendo en cierta manera lo expuesto por el destacado jurista 

Ignacio Burgoa al señalar que no es posible que en un solo vocablo se abarquen derechos del 

16 igluw:io Bur8Q&OritmcI.u.s GARANTlAS INDrvIDUALES Ed PortúaS_AMexico p.lS7 
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gobernado y una ¡pIIlIIllÍa individual, seguiremos denominándolas ¡pIIlIIltias individuales, debido a 

que oos encoob'limOS imposibililados de declinar una parcIalidad. por la oomplejidad que consagran 

estos derechoo individuales y subjetivos del hombre. 

Es así. donde nos encontramos en nuestro régimen jwidico mexicano. la 

Constitución Política de tos Estados Unidos Mexicanos, la cual nge todos los derechos 

individuales y sociales. abarcando sus tres ámbitos competencia les. Federal. estatal y municipaL 

los cuales deben cumplir y hacer cumplir las leyes, sin ir mas alla a lo establecido en la Carta 

Magna. de acuerdo al pacto federal que nos rige. conformado por nuestra propIa forma de gobierno. 

y como estados integrantes, que deben salvaguardar las garantías consagradas corno derechos del 

hombre. oomo lo son ¡pIIlIIltias de igualdad. de libertad de propiedad de segundad jwidlC3. 

¡pIIlIIltías procésales etcétera, y para tal efecto y sin hacer menos a todas y cada una de las garantías 

constitucionales e individuales consagradas, nos enfocaremos únicamente a cienas garantías que 

dentro de nuestro estudio son importantes, como son aquellas que se encuentran plasmadas en 

nuestro articulo 14 constitucional. 

2.- LA GARANTIA DE AUDIENCIA ARTICUW 14 CONSTITUCIONAL 

Primeramente. entremos a señalar en que ténninos nuestro muy respetado articulo 

nos dispone en este sentido. el cual a su letra en su primer párrafo expone: 

.. a ninguna ley te dará efecto retroactivo en perjuicio de persona alguna. nadie podrá ser 

priv.do d~ la vida. d~ la libf-rtad o de IUS propiedades. po"sion~1 o df'rechol. lino mediante 

juicio seguido ante Joa; tribunales previaaeate establecidol, en el que te cumplan las 

fo .... lid.des tRoclales del procedi.iento y coofo .... e • lal ley" upedid.1 con anterioridad 

al hecho ••• It.(c.p.e.u.m.) 

Que significa éste mandato constitucional. primeramente es necesario mencIonar, 

que este precepto contiene varias disposiciones y precedentes como lo es; la prohibición de la 
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retroactividad. el derecho o garantía de audiencia y la estricta aplicación de la ley en las 

resoluciones judiciales, cabe destacar de acuerdo a l. forma en la que se encuenlIlI redactado 

nuestro precepto constitucional, dentro de estos primeros mandatos 11 la prohibición de interpretar 

las leyes en efecto retroactivo en perjuicio de persona aJg¡ma". el primer antecedente inmediato lo 

encontrarnos en el similar articulo del mismo número en la Constitución de 5 de febrero de 1857, 

que prohibía la expedición de las leyes retroactivas. la cual se dirigía diredamellte al legislador y 

cuando esta adolecía de este vicio no implicaba una violación a la constitucionalidad, se pude 

afinnar que un ordenamiento en su aplicación. tienen carácter o efectos retroactivos. cuando afecten 

situaciones o derechos que han surgido con apoyo de disposiciones legales anteriores, o cuando 

lesionan efectos posteriores de tales situaciones o derechos que están estrechamente vinculados oon 

su fuente y no pueden parciarse de manera independiente; sin embargo es de comentar, que la 

Jurisprudencia a establecido dos excepciones a dicha prohibición: una tratándose de disposiciones 

de carácter constitucional o de naturaleza procesat en la primera de manera ilimitada y en el 

seglUldo siempre que no menoscaben derechos adquiridos o etapas procésales que se han 

consumado por la preclusión. 

Es de mencionar. que la retroactividad también es conocida corno el conflicto de 

leyes en el tiempo, la cuestión consiste en determinar, en presencia de dos leyes, Wl8 antigua que se 

supone deroga o abrogada y otra nueva o vigente. actual. cuál de las dos debe regir a un hecho o 

acto, hemos de recordar que las características de una norma o una ley, son la heterÓllomia, la 

coercibilidad. bilateral, autonomia. temporal o tiempo en el cual va a regir, Jugar o territorio. y a 

partir de que momento entrará en vigor la ley, por 10 tanto toda ley a partir de su promulgación o al 

momento en que entra en vigor. rige para el futuro y consecuentemente esta dotada de toda validez 

de regulación, respecto de todos aquellos hechos o actos y situaciones en las que se enfrente con 

posterioridad al momento de su vigencia. por ende una disposición legal no debe normar 

acontecimientos o estados producidos con anterioridad al instante en que adquiere fuerza de 



r~ión. La retroactividad consiste en dar efectos reguladores a una norma juridica sobre hechos. 

act05 o situaciones producidas con antelación al momento en que enll3 en vigor. bien sea 

impidiendo la supervivencia reguladora de una ley anterior o bien alterando o afectando un estado 

juridico preexistente a falta de esta; por el contrario el principio de la IRRElROACTIVIDAD 

estriba en que W18 ley no debe nonnar dichos actos. hechos o situaciones que hay8Jl tenido lugar 

antes de que adquiera fuero¡ de regulación. 

Para tener un mejor enfoque sobre esta problemática de la retroactividad e 

irretroactividad, me pennito citar algunas teorías que nos señala el destacado Jwista IgnaCIO Burgoa 

Orihuela en su libro ~las garantías Individuales". para tratar de entender y resol .... er esta situación; 

primeramente tenernos, -la reoria Clásica ". parte de la distinción entre los derechos adquiridos y 

las meras expectati\o1lS de derecho, los derechos adquiridos. son los que han entrado en nuestro 

dominio fonnando parte de él Y que 00 nos pueden arrebatar. aquél de los que los tenemos. de 

acuerdo a este criterio, el hombre goza de un derecho subjetivo por la ley y no puede ser privado de 

el por Wl3 ley nueva. si no. la confianza de la protección social se desvane-eeria. el orden público se 

vena amenazado. por lo que el legislador debe respetar los derechos adquiridos a los particulares y 

en caso de duda. cuando 00 lo diga la ley expresamente. hay que admitir que lo a querido; por el 

contrarío las simples expectativas no trasformadas aún en derechos. no merecen la misma 

protección y deben incidir en el caso de modificación de la ley anterior. Para la teoría clásica un 

derecho adquirido. es aquel que a entrado a nuestro patrimonio y que prende. forma parte de éll,que 

criteno debe precisarse para apreciar el momento en que se efecrua tal ingreso al dominio jwidico 

del sujeto?, generalmente dicha teoría acude a ejemplificar para constatar sí tal o cual hipótesis 

entraña un derecho adquirido o una expectativa de derechos, método que por ser eminentemente. 
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casuista no es idóneo para brindar bases sobre 185 cuales fIncar un criterio gmeral y wriforrne con 

el fm de resolver la cuestión de retro&ctividad de las Jeyes-. I1 

Por oIIlI parte sigue "'BW""Iltado nuestro citado tratadista, aplicando en rigor las 

ideas sostenidas por la teoría clásica Wl derecho condicional siempre seria afectado por una ley 

nueva, no vigente en el momento en que el acto causal se hubiere celebrado. sin ser retroacti'ia~ en 

efecto los derechos condicionales no son derechos adquiridos obviamente por que su existencia 

depende de un acontecimiento futuro e incierto no pudiendo entrar al patrimonio de Wl8 persona 

mientras tal condición no se realice, permaneciendo por tanto en la esfera de las puras expectatIvas. 

Donecasse. aduce un criterio para resolver la cuestión de la retroactividad de la ley. 

partiendo de situaciones jwidicas abstractas y sItuaciones Juridicas concretas, las primeras como 

meros estados de derecho objetivo, pueden ser modificadas o suprimidas por una ley nueva, sin que 

esta sea retroactiva; las segundas se traducen en los estados particulares de los individuos que se 

hubieren colocado dentro de los e>..1remos o hipótesis de las situaciones jurídicas abstractas. no 

pueden ser afectadas por una ley posterior sin que esta sea retroactiva. Bormecasse pretende 

resolver el problema de la retroactividad legal por los llamados "derechos condicionales". que para 

la teoria clásica eran meras expectativas, afmnando que cuando W18 situación concreta esta 

pendiente de fonnarse por el no cumplimiento de una condición. antes de que ésta se realice. la ley 

nueva modificativa o extintiva de la siruación jwidica abstracta anterior. puede regir e inclusive 

impedir la situación concreta por constituirse. 

Laurent. aruma que una ley que obre sobre el pasado no será retroactiva cuando 

vulnere ciertos intereses. por el contrario tendní el vicio de retroactividad. cuando afecte derechos 

fundados en la norma jwidica precedente. 

17 Idnn.p. ~06. 



Coviello, para éste la retroactividad de la ley significa, que el juez no puede 

aplicarla. hechos pasados o desconociendo las consecuencias ya realizadas o quitando eficacia o 

atribuyendo W18 diversa a las consecuencias nuevas sobre la única base de la apreciación del hecho 

pasado; de esta apreciación argwnenta nuestro ilustre jurista. podemos derivar tres proposiciones o 

hipótesis fundamentales en que una leyes retroactiva: a) cuando se aplica a hechos realizados con 

anterioridad a su vigencia b) cuando se ap1ica a consecuencia nuevas ( ósea cuando se realizan con 

el imperio de la ley nueva) de un hecho anterior a su vigencia. alterándolas. siempre y cuando en 

dicha aplicación se estimen dichas consecuencias en razón de éste y no en sí mismas consideradas. 

es decir. que se aprecien en relación causal con el hecho pasado que las general. 

En otras palabras una ley será retroactiva cuando se aplique a un hecho realizado 

durante su vigencia. pam cuyo examen de justificación o injustificación tenga que recurrirse al acto 

que le dio origen. el cual se supone tuvo verificativo bajo el imperio de la ley anterior y~ una le~' 

será retroactiva cuando se aplique a un hecho realizado durnnte su ... igencia para cuya justificación 

o no justificación no se tenga que acudir al acto generador celebrado bajo el impeno de la norma 

abolida. sino que. puede ser realizado independientemente de su causa jwidica. 

Atmado a lo anterior. me permito citar lo expuesto por eJ también tratadista 

Mariano Jimenez Huerta en su obra Derecho Penal Mexicano. ambitos de aplicación de las figuras 

jwidicas, en el cual nos expone un criterio diverso al argwnentar: respecto a la problemática de la 

retroactividad e irretroactividad de la tey: de acuerdo a la temporalidad: Las figuras jurídica nacen 

se modifican y extinguen por voluntad de la ley emanada en forma legitima. no existe ningún otro 

medio que basa posible la creación, modificación o o..1.inción de dichas figuras sin que esto 

implique negar las estrictas funciones Ínterpretativas que son atributos de la autoridad judicial. 

cuya fonnación modificación o e>..íinción corresponde exclusi,,"amente a los órganos legislati ... os a 

quienes constitucionalmente compete la función especifica de la creación de la ley. de acuerdo a lo 

establecido en el artículo 50 de la Constitución Política al ..... Congreso General, que se di ... idirá en 
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dos cámaras W18 de diputados y otra de senadores ., quien previa elabomci6n y aprobeción del 

proyecto en la forma establecida en los artículos 71 y n, lo remitirá al ejecutivo para que en 

cumplimiento en lo estatuido en el inciso a)- del artículo últimamente citado, 10 publique 

irunediatamente, después de la promulgación a que hace referencia la fmcción I del articulo 89, 

publicada la ley o decreto en cuya virtud, se crea una fIgUlll típica, ésta adquiere "'ida plena a partir 

del momento señalado en que entre en vigor; 8WlQue la constitución no establece el tiempo en que 

entra en vigor una ley, el articulo 3 del código ei"il, para el Distrito federal en Materia Común y 

para toda la República en Matena Federal. estatuye que;-, .. las leyes .. obligan Y swten sus efectos 

tres días después de su publicación en el periódico oficial- (diario oficial), el articulo 4 dispone "Sí 

la ley fija el día en que deba comenzar 8 regir. obliga desde ese dia con tal que su publicación haya 

sido anterior"; lo que ímplica que una ley entra en vigor si esta establecido en la propia ley al 

momento de su promulgación o en su caso tres días después a su promulgación en el caso de que 

ésta no señale fecha de vigencia lo que nos permite confirmar lo anterionuente establecido, al 

señalar que Wl8 ley tiene plena validez después que entra en vigor, y rigen para el tiempo futuro: 

por lo que las figuras típicas dejan de tener vigencia cuando es derogada o abrogada la ley que las 

creo y cuya existencia les daba vida, en este sentido el CóWgo Civil en su articulo 9 estipula que: M 

la ley sólo queda abrogada o derogada por otra posterior que así lo declare expresamente o 

contenga disposiciones total o parcialmente incompatibles con la ley anterior;. la derogación 

expresa es un acto legislativo, la abrogación tácita es un hecho jurídico que es constatado y 

declarado por el Juez:. pero la nueva ley en que se declara expresamente la daogaciÓll o abrogación 

de la anterior o que contiene disposiciones total o parcialmente incompatibles con ella. puede y 

suele aear nuevas estructuras típicas del mismo signo en sustitución de las que deroga o abroga, es 

donde swge el problema de su retroactividad en orden a los hechos típicamente antijurídicos, 

perpetrados dw'ante la vigencia de la ley derogada este problema jamás se presenta cuando la 
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derogación o abrogación no va simultáneamente acompoñada de la creación de nue\1lS estructwas 

típicas del mismo signo o disvalor antijwidico que el contenido en la ley abrogada. 

Atento a lo anterionnentc citado por nuestros juristas en mención, entendemos 

partimdo de los puntos de vista de las teorías mencionadas y el cambio de visión que nos señala 

lIMENEZ HUERTA, consideró que efectivamente una leyes retroactiva, cuando esta, da efectos 

reguladores a lUla norma jurídica sobre hechos. actos o situaciones jurídicas. producu:ias en tiempo 

pasado o anterior al momento o tiempo en que entra en vigor la nuel¡"Q ley. impidiendo la 

supelVivencia de la ley anterior derogando o abrogándola desde ese momento y que tiene por 

consecuencia la alteración de situaciones o estados jurídicos preexistentes, con la independencia de 

que el gobernado tenga o no derechos adquiridos. o se encuentren en meras expectativas. pues en el 

caso, la ley establece ciertos perjuicios en derechos en concreto. por lo que tales. no se pueden 

considemr derechos ya adquiridos por el sujeto. por lo que no se pude pensar en expectativas de 

derecho, ya que el mismo, es declarado por una ley o W1a nomla la cual especifica los derechos de 

los gobernados. y para el efecto bastará que el gobernado se encuentre en la hipótesis nannatlVa 

para establecer el derecho que tiene, y que éste, este plenamente reconocido por el sistema jurídico, 

plasmado en el derecho positivo vigente que se trate y tenga la validez y fuef7ll de ley o norma. para 

el efecto nuestra ley suprema nos señala en su artículo 10. que: " en los Estados Unidos Mexicanos 

todo individuo gozar.i de las garnntÍas que otolgll esta constitución. las cuales no podnin 

restringirse ni suspenderse, sino en los casos y condiciones que ella misma establece". por lo tanto 

estos derechos o gar&ntias estan plenwnente reconocidas y establecidas. las cuajes al momento de 

promulgarse o derogarse una nOlma, producirán cada una de ellas efectos o consecuencias que en el 

caso podrán traer aparejados perjuicios. en diversos actos. hechos o situaciones jurídicas de 

derecho. en las que se encuentren los o él gobernado. 

Una vez entendido ha groso modo Jo que es la retroactividad de lD'I8 ley y por ende 

la irretroactlvidad de W1B ley, nuestra Constitución Política de los Estados Urudos MeXicanos, 
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consagra la garantía de irretr08ctividad, cuando esta ley nueva causa perjuicio en Wl8 persona o 

gobernado, es decir, que al promulga= dañe ciertos derechos, los cuales son considc11idos 

derechos del gobernado. ya sean, personales o reales tales como la vide, la libertad, las propiedades 

o posesiones, por ende. esta nueva ley no podrá operar en sus términos. 3Wlque. tal hipótesis 

jurídica sea semejante a la anterior, pero que pasa si esta ley, en sus efectos o sanciones. es más 

severa, y afecta en gran forma al gobernado. ante esta circwtstancias. es en donde opera nuestra 

garantía, al plasmarse en nuestra Carta Magna o Ley Suprema que a ninguna ley se le dar&. efecto 

retroactivo en perjuicio de persona alguna. declarando y reconociendo en éste artículo. el derecho 

del gobernado, lo que nos pernlite tener una seguridad jurídica, por parte de nuestros organos 

jurisdiccionales o investigadores. al no aplicar una ley o una norma cuando viole el derecho que 

consagra nuestra ley suprema,. surgida de Wl estado de derecho y de un sistema jurídico cuando 

cause pelJuicio. Lo que implica de acuerdo a nuestro análisis jwidico como objetivo y expectativas 

de la presente, es un control constitucional del Representante Social o Ministerio Público en cada 

una de sus actuaciones que le competen,. en las diversas ramas del derecho. y por ende lUl respecto 

las garantías constitucionales de los gobernados, lo cual lo lleva a cabo al momento de integrar su 

averiguación respectiva, analizando las circwtstancias del hecho y peculiares de ejecución, 

aplicando la ley vigente que rija la sanción pwritiva, ya que como órgano acusador. solicitará las 

sanciones respectivas. las cuales serán impuestas por el A quo, observando, éste, al momento de 

aplicar la ley, que no transgreda la garantía consagrada. al aplicar W1Q ley que retroacti\o-amente 

perjudique al gobernado. que es lo que nos interesa' en el presente apartado, al prever. que la 

garantía constitucional sea respetada e inviolable por la autoridad. 

El segundo párrafo señalado por nuestro precepto legal constitucional señala: 

..... que nadie podrá ser privado de la vida, de la libertad o de sus propiedades o posesiones 

o der«hos sino .. ~diante juicio seguido ante los tribun •• n previ.mente ntabl«idos. en el 



que .. culllplan 1 .. r .... alidad .. esendal .. del proccdiaiento y <onro ..... la. ley .. <:¡pedida. 

con lIIIIerieridad 1I h«ho ...... 

Nos c:ncontramos con diversas gwantías implícitas dentro del presente apartado 

como lo son las garantías de audiencia. las garantías de legalidad Y la ganuttia de exacta aplicación 

de la ley. 

Hemos de recordar que durante la evolución de los pueblos y de los dlVer.¡os 

sistemas de gobierno, Opelllban sistemas inquisitivos .en los cuales bastaba la acusación de una 

persona para que otra fuera juzgada y condenada sin tener de manera alguna un medio de defensa o 

juicio previo en el que pudiera defenderse de las acusaciones de las que era objeto o de las 

condenas establecidas por los órganos punitivos encargados de llevarlas a cabo. sin existir el 

derecho de ser escuchados, operando de forma por demás arbitraria la impartición de justicia, sí es 

que la podríamos llamar así. en ese sentido nuestro destacado junsla Ignacio Burg08 Orihuela. en 

su obra Las Garantías Individuales, nos hacer un breve pero importante desglose de los 

antecedentes de estas garantías al mencionar la garantía de audiencia esta contenida en una formula 

compleja e integrada por cuatro garantías especificas de seguridad jurídica las cuales son: a) la que 

de en contra de la persona a quien se pretenda privar de algunos de los bienes jwídicos tutelados 

por dicha disposición constitucional, se siga W1 juicio; b) que tal juicio se sustancie ante tribunales 

previamente establecidos: e) que con el mismo se obseJVen las formalidades esenciales del 

procedimiento. y d) que el fallo respectivo se dicte conforme a las leyes exist.entes con antelación al 

hecho o cirCWlStancia que hubiere dado motivo al juicio. 

0bGervam0s que lo expuesto por nuestro destacado profesor, conlleva una enom1e 

evolución jwidica desde los tiempos en que no existían nonna o leyes que consagraran los derechos 

humanos, ni mucho menos regularan los problemas sociales que se convertirían con el tiempo en 

legales,. cuando comienzan a crearse los sistemas jwidicos, con JuiCIOS anárquicos sin que los 

gobernados contaran con algún derecho que los protegiera ya que estaban en total estado de 
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indefensión., en ftn,. aún que resulta importante conocer como fueron cambiando las cosas en tomo 

a la fonna de impartición de justicia y de como los organos encargados de ella, se fueron 

transformando sU función en verdaderos organos de Estado y derecho, que plasmarían en sus leyes, 

la forma de impartición de justicia de aplicar la ley en forma equitativa para los gobernados en los 

cuales pudieren responder a los juicios instawados en su contra aportando pruebas, ser oídos 

defendidos y vencidos en juicio: nos evocaremos a la garantía de audiencia en México, por 10 que 

de acuerdo a lo establecido en el artículo l-t de la constitución de 1857 este precepto que se 

pretendió consagraba la garantía de audiencia. en realidad. dada su [ennula normativa. consignó la 

garantía de la exacta aplicación de la ley; el citado artículo 14 de la constitución del 57 decía: "No 

R podrá expedir ninguna ley retroactiva. Nadie podrá su juzgado ni sentenciado sino por 

la leyes dadas con anterioridad al hecho y exactamente aplicadas a f_l. por el tribunal que 

pnviamente haya establecido la ley". artículo 21 N. Nadie puede ser des¡.lojado de sus 

propiedades o derechos ni proscrito, desterrado o conflnado sino por sentencia judicial 

pronWlciada según las formas y bajo las condiciones establecidas en las leyes del país": lo anterior 

nos permite observar la garantía procesal del debido cumplimiento de las formalidades del 

procedimiento (debido proceso), como lo contempla nuestro precepto legal hoy en día, el articulo 

:26 de la citada ley decía: • Nadie puede ser privado de la "ida, de la libertad o de la propiedad sino 

en virtud de sentencia dictada por autoridad competente y según las formas expresamente fijadas en 

la ley y exactamente aplicadas al caso"~ lo que nos lleva a la exacta aplicación de la ley. en este 

sentido nuestro destacado jurista nos da una breve reseñ.a de lo que sucedió en esos momentos en 

los debates del congreso constituyente: 19 

Los debates del congreso constituyente se suscitaron en tomo a la expresión 

Nprivado de la "ída" que empleaba el artículo 26, en el seno de la asamblea flotaba la tendencia 



abolicionista de la pena de muerte argumentándose Wl8 vez aprobado el articulo en el que se dice 

que nadie puede ser privado de la vida sino oon ciel1as condiciones que doria por sólo este hecho 

aprobada la pena capital, 1& comisión redactadom lo retiró para enmendarlo; la precipitación con 

que el congreso aprobó el nuevo precepto proyectado dejo inadvertidas dos substituciones de 

conceptos que alteraron substancialmente el primitivo concepto del ~6 cambiando el alcance y el 

sentido jwidico de éste. el cual en su redacción original contenía la ganmtía de audiencia: La 

primera de esas substituciones estribó en reemplazar el acto de autoridad condicionado (privación 

de la vida la libatad o la propiedad) por el procedimiento judicial. supeditando las sentencias 

respectivas a apllcaciÓll exacta de la ley, de esta manera se abendono desaprensivarnente la idea del 

articulo 26 del proyoc:to. en el sentido de consignar la garantía de audiencia previa a todo acto de 

privación. para instituir una garantia de legalidad exacta en materia judicial a través de la expresión 

"nadie puede ser juzgado ni sentenciado". La segunda sustitución consistió en haber empleado el 

concepto leyes por el de formas que utilizaba el articulo :26 del proyecto constitucional. 

circWlStancia que trajo COnsIgO varias consecuencias juridicas de interpretación. al disponer el 

artículo 14 que enl necesaria la existencia de una ley para poder juzgar y sentenciar a Wl individuo, 

y que simplemente se observaran las fortnas legales, se dedujo, que rucho precepto consagraba la 

garantía de exacta aplicación de la ley. por 10 que esta interpretación vino a desvirtuar 

completamente es espíritu que animo los artícuJos 21 y 26 del proyecto constitucional. en la que 

los autores pretendieron consagrar la verdadem garantía de audiencia en favor del gobernado frente 

a actos privativos de sus mas caros bienes jwídicos ya que se sustituyó el derecho de • ser oido· 

mediante detellllinadas formalidades judiciales, po.- la exigencia de todo fallo ci,,-il o penal debería 

contener la referencia exacta sin discrepancia alguna de la ley (dada con anterioridad)~ además la 

garantía de exacta aplicación legal produjo como efecto lógico, la desnaturalización del juicio de 

amparo. así en fWICiÓfl de- esta garantía cualquier juez con afán de acatarla cwnplida y 

rigurosamente hubiese dejado de resolver controversias civiles o ¡xna1es al tropezar con la 
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dificultad de no poder adecuar exacta y cabalmente el caso plonteado a alguna disposición de la ley; 

lo que llevo a los jurista a restringir el alcance inteIpretativo del articulo 14 excluyendo la garnntia 

de exacta aplicación de la ley a los juicios ci .. "ites reruiéndola solamente a la metería penal, dando 

un cambio radical a lo establecido. argumentando en ese sentido el principio de nullapoena. nullwn 

delictum sine tegeo y por lo que respecta en materia civil, los juicios se podían fallar de acuerdo con 

el sentido natural y espiritu de la ley y cuando no pudieren establecerse éstos se decidirían según 

los principios generales del derecho. tomando en consideración todas las circunstancias del caso; lo 

que trajo como resultado de la interpretación del artículo del 57 al aplicar exactamente la ley: en 

este sentido otro jurista mexicano ( Mejia) expuso en este sentido" aplicar exactamente la ley no 

es como se entiende ( Vallarta ) según sus sistema de exagerar Jos extremos para abrir un abismo 

profundo entre ellos. aplicarla según sus términos literales, sin tomar en cuenta jamás el espíritu 

entre ellos. y la intención del legislador. 

Lo que implico una problemática del citado precepto y la aplicabilidad exacta de la 

ley. trayendo consecuencias jurídicas que con el tiempo fueron resueltas y plasmadas en nuestra 

Carta Magna resultando que la aplicación exacta de la ley, correspondería a la materia, penal y la 

aplicación por rnayoria de razón estar1a en la materia civil, mercantil y se regiría en el caso de 

laguna por los principios generales del derecho corno se establecía desde ese momento. 

La garantía de la exacta aplicación de la ley en materia penal. la cual observamos. 

debe de estar perfectamente encuadrada de acuerdo a la hipótesis puniÜ"'a de la materia. hablando 

en la materia penal, con la conducta del agente del delito, como por ejemplo lo señala claramente 

nuestro l9 artículo 16 Constitucional y 1:!2 del Código de Procedimientos Penales en vigor, en el 

que señalan. que deben estar plenamente acreditados los elementos del tipo penal del delito abom 

cuerpo del delito. confmnándose la exacta aplicación de la ley como garantía constitucional 
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consagrada. la cual tIBe implícita en ese momento la garantía de seguridad juridica que también 

contempla nuestro precepto tegalla cual obliga a nuestros órganos judiciales 8 respetar lo señalado 

por la ley, y no aplicarlas a su libre arbitrio, limitando su actuar en todo momento, dando seguridad 

de ese respeto al gobernado y en caso de violación de esta garantía, el gobernado puede hacer valer 

su deruho subjetivo, solicitando la protección de la justicia federaL pidiendo le sea respetado tal 

derecho. por esa autoridad, pero que pasa con nuestra garantia de audiencia. Si bien hemos sido 

ciertos en afIrmar que la aplicación de las leyes debe ser exacta y que esta debe estar respetada por 

nuestros órganos jwisdiccionales. y que deben estar sujetos a previo Juicio seguido ante los 

tribunales previamente establecidos. nos encontramos al gobernado como titular de las garantías. 

frente a los órganos del estado. el cual una vez que este se encuentra sujeto a proceso o juicio. 

tendrá derecho a ser oído y vencido en juicio, pero que necesitamos para que esto se lleve a cabo, 

(si decimos que el gobernado se encuentra en e1 derecho de ser escuchado y vencido en juicio 

instaurado en su contra), necesariamente necesitamos un acto de autoridad (jurisdiccional) que nos 

orille a encontramos ante esa situación. por ende este acto nos pude dejar imposibilitados a ejercer 

un derecho. ya sea este real o pecsonal. y este pueda resultar inconstitucional debido a su propia 

naturaleza (privación de la vida libertad, propiedades posesiones o derechos). en este sentido 

nuestro segundo párrafo nos señala determinados bienes juridicos tutelados por la ley. es decir 

bienes protegidos y de los cuales nadie sin derecho y sin previo Juicio nos puede quitar o Imitar. y 

al efecto nuestra garantía de audiencia nos pennite demostrar a los tribunales nuestros derechos a 

cada lUlOS de esos bienes jwidicos de los que podemos gozar y disfrutar. 

El derecho a la vida. es aquel que por propia naturaleza es dado. y es quitado por la 

misma. sin que nadie pueda quebrantarlo, lID derecho invaluado el cual es protegido por la ley 

misma y sancionado por aquel que lo ,""\llnera (art. 320 del Código Penal) ya que protege al ser 

humano como tal. lo que se ratifica en lo establecido en nuestro artículo ::!2 constituCional señala 

queda prohibido las penas de mutilación. la marca, azotes, los palos. el tonnento. protegiendo 
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incondicionabnente al ser humano, trasladándose al efecto a nuestra garantís de previo juicio o 

proceso, limita. que se prive de l. vida • un ser humano, y cuando un agente delictivo comete tal 

conducta. la ley sancionadom o ley punitiva determinará la condena por su culpa en la comisión de 

la conducta que le es reprochable, por la ley y por la sociedad misma. más no se le impone la pena 

capitaL 

La libertad como otro de los mas valiosos derechos que la vida a dado. el cual 

tampoco puede ser cuartado o quitado, ni mucho menos límitado, por alguna persona o autoridad. y 

para el efecto de que se le pueda limitar a tal derecho debe sujetarse a los requisitos establecidos 

por la ley misma. la cual es muy clara, al señalar en el artículo 18 Constitucional. ~ Sólo por delito 

que merezca pena corporal habrá Jugar 8 prisión preventiva·. así como lo establecido en el artículo 

16 constitucional el cual establece en su segundo párrafo los requisitos, para privar 

provisionalmente de su libertad a un sujeto -. por ende. nuestra libertad se encuentra limitada a la 

realización de ciertos actos que no vulneren derechos ajenos y en caso contrario tales conductas se 

encontraran tipificadas de acuerdo a la hipótesis normativa sancionadora en la que establecera. 

cuando un gobernado infrinja las leyes cometiendo conductas delicÜ\o"aS y antisociales, se hará 

acreedor. primeramente a que se le prive provisionalmente de su libertad, que por tal conducta se le 

sujete a juicio o proceso instaurado en su contra, ':i se le sancione con pena corporaL señalándose la 

excepciones. condiciones y requisitos establecidos por la nonna suprema del derecho que se tendría 

de privar a un sujeto de su libertad por parte de una autoridad competente, que significa que no 

podrá ser privado por Wl8 autoridad- especial o por Wl tribunal que no haya sido establecido para el 

caso, tal y como lo señala nuestro mismo precepto (articulo 14) el cual señala. el requisito de 

tribWlaI previamente establecido. así corno lo señalado en el artículo] 3 constitucional al versar: " 

Nadie puede ser ju:zgado por leyes privati\"BS ni por tribunales especiales. N mguna persona o 

corporación puede tener fuero. ni gozar más emolumentos que los que sean compensación de 

servicios públicos y estén fijados por la ley. Subsiste el fuero de guerra para los delitos y faltas del 



fuero militar. pero los tribunales militares. en ningún caso y por ningün motivo. podmn extender su 

jurisdicción sobre peJ'SOnas que no pertenezcan al ejercito. Cuando en tul deUto o falta del orden 

militar estuviese involucrado un paisano. conocerá del caso la autoridad civil que corresponda". Lo 

que implica la garantía de seguridad juridica consistente en que ninguna autoridad ajena a la 

establecida sujetani al agente del delito sino la competente para tal. la cual juzgará mediante juicio 

seguido ante los tribunales previamente establecidos, cumpliendo las formalidades esenciales del 

procedimiento. lo que implica una certidumbre jwídica del apego a la ley penal y procesal, al 

cumplir con todos y cada uno de los requisitos de procedibilidad de la ley. para el efecto de 

sujeción 'i pri .... ación de la libertad. y al cumplimiento de éstos. será la única forma de privar de la 

libertad 8 tul ciudadano o gobernado. mediante ese acto de autoridad. por lo que resulta imposible. 

que un gobernado prive de la libertad a otro. aunque en su situación social o judicial considere que 

tiene el derecho de reclamar o privar de la libertad o de un derecho. ya que al efecto la ley establece 

" Ninguna persona podni hacerse jusücia por si misma. ni ejercer viol~ncia para reclamar su 

derecho. Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estara 

expeditos para impartirla en los ténninos y plazos que fijen las leyes. emitiendo sus resoluciones de 

manera pronta. completa e imparcial.. .. (artículo 17 de nuestra Carta Magna). trayendo como 

consecuencia de todo lo anteriormente expuesto. que a ninguna persona se le podrá privar de su 

libertad, salvo las excepciones que la misma ley establece, pero implicando la orden yobhgación 

por parte de las autoridades como de los gobernados de que a ninguna persona se le privará de su 

libertad como bien jurídico tutelado o protegido por la ley Suprema y por ser esta garantía 

individual. 

Otro de los bienes jurídicos tutelados por la norma los es la propiedad.. bien. que 

se encuenl:ra erunarcado dentro de los derechos reales de acuerdo al derecho civiL el cual es el 

derecho real por excelencia, ya que se encuentra implícitamente en el mismo el derecho a disfrutar. 

disponer y usar del bien por aquél que tiene poder para ejercerlo, el cual nadie podrá privar a un 
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ciudadano, sin previo juicio en el que se hayan cumpHdo los requisita y formalidades del 

procedimiento, derecho que debido a ciertas circlUlStancias se enajena y se comienza a implicar una 

litis sobre de quien tiene tal derecho sobre una cosa detenninada,. sea un bien. mueble o irunueble. 

el cual en el mismo semejante al juicio penal, se aportaran los medios de prueba necesarios por las 

partes (en vía civil actor y demandado y en su caso tercero peIjudicado). a efecto de demostrar tal 

derecho ejercido sobre el bien, es ahí. donde encontramos las garantías de segwidad jurídica al 

instaurar previo juicio antes de que se nos prive de nuestro bien, así como también, ejercer el 

derecho que como todo gobernado tiene derecho. de conocer la demanda instaurada en nuestra 

contra. conocer las pretensiones de la parte actara y presentar los medios de prueba establecidos en 

ley (la garantía de audiencia) haciendo valer en la misma las excepciones y defensas procésales y 

sustantivas. para cumplir las formalidades del juicio. para estar en posición de que se nos dicte 

resolución. en la que se decJare el derecho al caso concreto en fonna perjudicial. sino que se dicte a 

quien legal y realmente le corresponda el derecho, mediante el fallo dictado por nuestros tribunales 

previamente establecidos. lo anterior para el caso. de la instauración de un juicio de carácter civil. 

en el que nuev1Ul1ente observamos la obligación por parte de nuestros órganos jurisdiccionales de 

cwnplir debidamente con Jos lineamientos establecidos en ley, para cwnplimentar la excepción de 

privación de nuestro bien, cuando esta proceda; lo que resulta semejante en los derechos reales de 

propiedad ajena, al ser enajenada nuestro derecho real. corno son los derechos y posesiones. las 

cuales se encuentran derivadas de ciertas circunstancias y conductas de los gobernados a través de 

la celebración de actos jwidicos (compraventa. arrendamiento. copropiedad. uso. etcétera), de los 

cuales este en balanza de juicio nuestro derecho. quedando sin ser reiterativo, la sujeción por parte 

de nuestras autoridades de cwnplir con las formalidades del tul procedimiento en un ju.icio 

instawado para el efecto que delibere los derechos y obligaciones reciprocas entre los gobernados y 

las autoridades, surgidas del respeto al debido cumplimiento de las garantías individuales y 

constitucionales sobre los bienes y derechos citados en el presente apartado, consagrando las 



garanlías de audiencia, legalidad jurídica, seguridad jurídica, previo Juicio al cumplir las 

fonnalidades y requisitos y la exacta aplicaciÓII de la ley, la cual deberá estar debidamente 

encuodnlda de acuerdo 8 la hipótesis normativa, según el caso de que se trate. la cual deberá estar 

expedida con anterioridad al hecho, por ende nadie podrá sa privado de sus bienes. sin el debido 

cumplimiento y apego a lBS garantías constitucionales. consagradas para el respeto y seguridad de 

los gobernados, frente a las autoridades y los gobernados en general. 

En su párrafo tercero nuestro artículo 14 constitucional establece: 

.. o •• en los juicios •• orden criminal queda prohibido i .. ponrr~ por simplf' analoRía y aun 

por lIIayoría de razónt pena alguna que no este decretada por una ley exactamente aplicada 

al delito que SC' trata ....... 

De lo anterior. nos ConfUTl18 lo establecido ene el apartado que antecede en el 

sentido de )a garantia de la exacta aplicación de la ley en la que ordena y lunita a todo órgano 

jurisdiccional tratándose en el ámbito penal, imponer las sanciones por mayoria de razón o por 

simple analogia. que quiere decir. que JXlf lógica juridica o sentido común. no se aplicara la ley 

puniti\o"B, es de comentar que en el ámbito penal. la función de todo juzgador es determinar de 

acuerdo a la comisión de una conducta (acción) por parte de un agente activo y las cirCWlStancias 

peculiares de ejecución, su responsabilidad penal, y por ende, sancionará esa conducta ya sea 

dolosa o culposa (articulo 9 del Código Penal). la cual deberá apegarse estrictamente a la Jupótesis 

pwlitiva plasmada en la ley sancionadora.. ya que con ella violo bienes jurídicos tutelados, (la "'ida, 

la libertad). y como consecuencia de esa conducta le resulta reprochable social y legalmente. 

imponerle Wl& sancíón~ para el efecto, la ley penal establece. los requisitos legales que deben estar 

debidamente acreditados para poder encuadrar la conducta del sujeto al delito descrito en la ley 

(tipicidad), haeiéndose valer de una ley adjetiva (Código de Procedimientos Penales), que regulara 

tales dementos. como seria la conducta (acción u omisión). el dolo. el bien jurídico. el nexo causal. 

etcétera. por ende no es posible decretar una resolución condenatoria con puras consideraciones y 
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expectativas que resulten fuera de la realidad, ya que recordemos que esta en juego la libertad de un 

individuo, el cual puede resultar injustamente condenado. y para el efecto de sancionar a un sujeto 

activo, de acuerdo a su conducta, deben de sq¡uirse las reglas estrictamente aplicables al hecho, ya 

que para cooocer la verdad histórica de los hechos de l. verdad conocida, deben existl! indicios 

suficientes que enlazados y concatenados en su conjunto hagan la prueba plena e indubitable, la 

cual establecerá de acuerdo al cúmulo probatorio, su responsabilidad penal. teniendo como 

resultado la aplicabilidad de la sanción penal a imponer la cual serlÍ desde una privación de su 

libertad total, hasta un arresto y las demás establecidas en ley (artículo 27 del COOigo Pena)). por 

ende resulta imposible detemünar por simple analogia las responsabilidades y sanciones penales, ya 

que se encuentran en juego diversos bienes jwidicos tutelados por la ley. resultando su 

aplicabilidad por vías separadas, como lo señala claramente el siguiente párrafo de nuestro 

multicitado artículo 14 constitucional:" .. En los juicios de orden civil, la sentencia definitiva 

deberá ser conforme a la letra o a la interpretación jurídica de la ley y a falta de esta se fundara en 

los principios generales del derecho ... ". 

Lo que implica de acuerdo a las circunstancias del orden civil. la aplicación de una 

intet]lld8Ción de la ley. que resulta flexible a la realidad de las cosas, debido a la dive",dad de 

criterios en los que puede entenderse la ley misma por parte de nuestros organos jurisdiccionales, 

trayendo como resultado algunas lagunas jurídicas que por existir defectos legales. exactamente no 

se encuentran bien encuadradas en la ley misma y por ende mal aplicadas a la realidad de cada caso 

en concreto. más aW1 encontrando respaldo en el apego de la letra de la ley y los pnncipios 

generales del derecho. 

Contrariamente a la aplicación penal. ya que no es posible condenar penalmente a 

W1 individuo a una privación de su libertad total, con simples consideraciones y deducciones. sin 

existir elementos de prueba contundentes que le imputen plenamente con la seguridad plena que el 

sujeto activo es efecti"1IJl1ente responsable del hecho delictivo que se le imputa, existiendo 
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cenidumbre juridica por porte de nuestros organos en~ de declarar el derecho. del debido 

cumplimimto a la leyes. a sus fonnalidades y requisitos, del respeto a los derechos humanos,. 

plasmados en la diversidad de sus bienes jurídicos protegidos, los cuales se encuentran revestidos 

en la nonna misma consagrados "(X)f nuestro máximo régimen constitucIOnal. surgido de las 

diversas luchas sociales que trajeron como resultado la consagra<;ión de estas garantías 

individuales. que confll1llllll. la legalidad. seguridad. aplicabilidad y proeedibilidad en cada uno de 

los juicios de los cuales son sometidas las personas (físicas o morales), como entes de derecho. 

J .. GARANTIA DE SEGURIDAD Y LEGALIDAD JURIDICA, ARTICULO 16 

CONSTITUCIONAL (DETENCION y RETENCION EN LA A VERlGUACJON PREVIA). 

Ahora bien. otro de nuestros artículos fundamentales por excelencia. es nuestro 

artículo 16 conslÍlU(;ional, el que primeramente nos señala el respeto por parte de nuestras 

autoridades y el debido cumplimiento a las formalidades procésales. a fm de evitar actos de 

molestia infundados y sin razón. al efecto nos señala en su primer párrafo: 

..... nlCÜe purde ser lIIOIatado ~n 5U "nona. f ... ilia, domicilio. pa~1n o poesiones. sino 

en virtud de mandaaiento eKrito de la autoridad competente que funde y motin la causa 

l<J!ol del pro«dimlento ...... 

Semejante al artíwlo que antecede. nuestro precepto constitucional nos encuentra 

garantias de seguridad. legalidad Y procedibilidad. salvaguardando o evitando los actos emitidos 

por la autoridad. en los que molesten al gobernado sin causa alguna. a diferencia de los actos que 

priven de ciertos derechos y bienes. pues bien. el acto de molestia se entiende en su pusona no 

solamente a la persona fisica como gobernado sino también a las personas morales, entendidas 

ambas como entes de derecho. ya que las mismas cuentan con derechos y obligaciones entre los 

mismos partiwlares, como ante los organos de gobierno. el cual consistirá en que Wla autoridad 
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gobernado; así mismo que ejerza actos de molestia con su familia. recordmnos que en este sentido. 

la familia se le a considerado corno el núcleo o base de la sociedad por ende a ésta se le debe de 

pennitir el esparcimiento y desarrollo que necesita cada lUlO de sus integrantes para que en futuro 

como ciudadanos, ejerzan sus derechos constitucionales ante la sociedad misma y los órganos del 

estado (artículo 4 de la Constitución Federal -.. ésta ( la ley) protegerá la organización y el 

desarrollo de la familia .. toda familia tiene derecho a disfrutar de vivienda digna y decorosa .. -), 

POI lo tanto, ninguna autoridad ejercerá actos de molestia en contra de la familia (.garantía de 

seguridad jurídica); en cuanto al domicilio, siempre se le a reconocido como aquel lugar lleno de 

privacidad total con el que cuenta todo gobernado. es decir su espacio de recreación y 

esparcimiento personal, en el que ninguna persona o autoridad tiene derecho a penetrar nada más 

por que si, ni muchos menos. ejercer actos de molestia en el interior del mismo, y aunque nuestra 

constitución no especifica claramente la garantía de inviolabilidad del domicilio, hogar o de la 

habitación. esta se puede señalar implícita en el séptimo párrafo del mismo artículo 16 a1 señalar " .. 

en toda orden de cateo sólo la autoridad judicial podrá expedir, y que será escrita, expresará el 

lugar en que la que a de inspeccionarse ... ". implicando una seguridad y legalidad en su actuación. 

así como la emisión del acto de autoridad se a de una autoridad competente. por lo que no podrá 

pennitirse tul acto de molestia sin mandamiento escrito por autoridad competente que ftulda y 

motive la causa legal del procedimiento, es decir no existirá un acto de molestia sin el debido 

cwnplimiento a la ley. sin el fundamento y motIvación en su proceder (garantia de legalidad y 

segwidad jurídica). Para el efecto de entender debidamente esta garantía de legalidad, el acto de 

molesta debe estar fundado en ley. y para existir norma y ley que regule tal o cual hipótesis. para 

detenninar el acto que se emite. que en este caso sena el acto por el cual se molestará a1 gobernado, 

que implica el flUldamento. en este sentido el destacado jurista Ignacio Burgos OrihueJa no señala: 

~ ... La exigencia de fundar todo acto de molestia impone a las autoridades diversas obligaciones que 
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se 1nIducen en las siguientes condiciones: 1) En que tal Org¡mo del Estado del que tal acto 

provmga, éste investido con facultades expresamente consignadas en la nonna jwidica "ley o 

reglamento para emitirlo·; Z) en que el propio acto se prevea en dicha norma: 3) en que su sentido 

y alcance se ajusten a las disposiciones namativas que lo rijan: 4 en que el citado acto se contenga 

o derive de un mandamiento o escrito, en cuyo teA\o se expresen los preceptos específicos qUe lo 

apoyen .... " .. 10 que nos permite determinar. la existencia de Wla limitación al libre arbltriO judicial 

al emitlr sus actos de autoridad ya que demás de cumplir con 10 preceptuado debe cwnplimentarse 

con la debida motivación. que viene a ser la segunda fase de esta garantía. es decir al fundar y 

motivar debe establecer el acto en ley y señalar y especificar las circunstancias. situaciones y 

formalidades legales que le penniten emitir tal acto. el cual debe estar apegado a un legal 

procedimiento que regule sus actos. 10 que trae aparejado. es de que la autoridad además de fundar 

y motivar la causa.. debe de especificar en el caso concreto de lo general 3 lo particular. 

concretándose a señalar los moti,,'os legales de su actuar,. cumpliendo con los requisitos 

establecidos en ley de los actos a los cuales le son facultados en forma discrecional y de los cuales 

son responsables al exceder de los parámetros jurisdiccionales que le son concedidos. por ende. 

todo acto de autoridad debe de estar fundado y motivado, en caso concreto será un acto de molestia 

total, y al no existir los requisitos de procedibilidad del mismo. 

En lo que respecta a la denominación de papeles a los que se refiere el presente 

apartado, comprenden a todos aquellos documentos o constancia que obren por escrito. sobre 

hechos o actos juridicos celebrados por el gobernado. la razón que impane esta garantía de 

seguridad sobre los mismos, estriba en poner a 561<.·0 cualquier acto de molestia. en actuaciones 

arbitrarias por parte de autoridades. ya sean incompetentes para realizarlo o en cateos arbitrarios. en 

los que se violenten los derechos del gobernado y de su docwnentación personal y privada de las 

cuales la autoridad por ningún motivo tendrá derecho a uswparla o violar esa privacidad en cada 

uno de sus contenidos. por lo que tales papeles o documentos gozan de un régimen propio de 
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preservación constitucional, al regular tales acciones que pueden ser arbitrarias o ilegales por parte 

de las autoridades, que probablemente resulten incompetentes pura rea1izarlas. gozando por ende de 

una garantía de competencia constitucional. la cual deberá ser fundada y motivada por W1a 

autoridad competente. En este sentido, en \U1 mismo orden de ideas, tampoco se podrán realizar 

actos de molestia por parte de una autoridad en sus bienes posesiones o derechos. sin que exista a 

un que sea reiterativo. Jos fundamentos y motivaciones legales que acrediten su actuar. tal Y como 

se a señalado en el presente apartado. 

Por otrn parte. nuestro mwticitado artículo 16 Constitucional. establece en su 

segundo pSm¡fo 

~ ... no podrá librarse orden de apn'hcnsión sino por la autoridad judicial ~' sin que proceda 

denuncia, acusación o querella de un hecho determinado que la ley señale como delito, 

sancionado cuando menos con pena privativa de IiMrtad y tDstan datos que acrediten 105 

elementos que integran el tipo penal y la probable responsabilidad del indiciado ...... 

Imphca que la autoridad Judicial deberá tener los acreditados los requisitos de 

procedibilidad penal. para el efecto de girar una orden de aprehensión. cuando sea ameritada de 

acuerdo al delito imputado que se trate. previa denWlcia la cual es mtendida esta como ~ .. La 

noticia que da cualquier persona a la autoridad competente sobre detenninado hecho posiblemente 

constitutivo de un delito perseguible de oficio ... ", esta denuncia puede ser hecha por cualquier 

persona que haya presenciado los hechos o simplemente tenga conocimiento de Wl hecho que sea 

considerado como delictivo, sea particular empleado, ftmcionario público, nacional extranjero 

etcétera. bastará que la autoridad tenga conocimiento: la querella o acusación: " ... es la noticia que 

dan las personas limitadamente facultadas. 8 la autoridad competente. sobre detenninado hecho 

posiblemente constitutivo de un delito, perseguible a petición de parte, expresando su yolW1tad que 
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se pmiga penalmente .. ,". 2(1 de lo anterior, nos podemos pernlitir diferenciar, que la querella a 

difermcia de la denuncia es a petición de parte la cual se considera ofendida o víctima dependiendo 

de los hechos y del delito de que se trate. la cual exclusivamente es realizada por esta o algún 

familiar de la misma: lo que no sucede con la demmcla, que imicamente se limita a señalar que 

cualquier persona. deduciéndose la falta de interés. de qut a tal o cual sujeto se le persiga y se le 

sujete a proceso a efecto de que se le sancione por su conducta ilícita cometida .• í 

Lo anterior, resultan ser requisitos de procedibilidad como se señalo con 

anterioridad, el cual excita primeramente al Organo Investigador y persecutor de los delitos. a llevar 

a cabo la indagatoria respectiva reuniendo las pesquisas y pruebas necesarias para estar en posición 

de solicitar la orden de aprehensión respectiva (esto en el ejercicio de la acción penal. solicitada en 

su pliego de consignación), por lo que una vez reunidos tales requisitos, el A que observará que tal 

hecho delictivo se encuadre en la hipótesis pWlitiva.. el cuaJ por su propia naturaleza sea sancionado 

con pena privati"''B de libertad. sujetándose a su vez en lo establecido en el artículo 18 de la Propia 

Carta Magna el cual señala· o •• Sólo por delito que merezca pena corporal habrá lugar a la pns¡ón 

preventiva ... ·, .,. existan datos que acrediten los elementos que integran el tipo penaL ahora cu.:"!rpo 

del delito y la probable responsabilidad del indiciado, que implica ésto, que del cúmulo probatono 

existan elementos que acrediten su actuar. conducta, que esta se encuentre de acuerdo a la hipótesis 

pWlÍtiva tipicidBd. que sancionado por la ley. antijurídicidad. que se presuma su culpa. que sea 

imputable, etcétera. recordemos que en este sentido, se hablaba que se integre el cuerpo del delito. 

lo que trajo mullicidad de interpretaciones que fueron superadas por estas reformas (de 1994). que 

permitieron establecer los elementos integrantes del tipo penal. de acuerdo a W1Q normatividad 

exacta, aplicable con estricto apego a la ley~ (sin embargo ante las refonnas de 1999. se retomo 

nuevamente, el termino cuerpo del delito, desplazando nuevamente al vocablo. elementos del tipo, 

N ldeatp. 10. 

21 Z:man.l'iffc:t h!:6$ a\R .. \.l.fll.'\S Y PROCESO PEN:\L Dt. Porri~S .. '\.. W:rico p. I~ 
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lo que resulta B juicio personal, un nuevo retrazo en nuestra legislación.. procesal y constitucional); 

ya que con la anterior cooceptuación implicaba una mayor seguridad y legalidad en la aplicación de 

las leyes. consecuentemente, estos requisitos deben estar perfectamente bien analizados y 

acreditados por parte del órgano Jurisdiccional. como obligación constitucional. para el efecto de 

girar las ordenes de aprehensi6n. mediante un orden y no al libre arbitrio de la autoridad. 

implicando nuevamente el cwnplimiento y apego a las garantías constitucionales en favor del 

gobernado. evitando con ello la privación ilegal de su libertad, lo que se confmos en el siguiente 

apartado constitucional. 

Tercer párrafo a la letra dice: 

.. o •• la autoridad que ejecute una orden judicial de aprehensión. debuá poner al inculpado a 

disposición del juez sin dilación alguna y bajo su mas estricta responsabilidad, la 

contravención anterior será sancionada por la ley ~nal o ..... 

La obligación que implica el párrafo anterior, es únicamente dirigida a aquella 

autoridad auxiliar la cual ejecuta la orden del juez. poniendo a disposición personas. que son 

consideradas probables responsables en la comisión de un delito, ésta únicamente se limitará a 

cumplir la orden y una vez cwnplida sin dilación alguna. sin esgrimir pretexto alguno pondrá a 

disposición al sujeto de aquél, bajo su más estricta responsabilidad. implicando que por 

mcumplimiento será sancionado penalmente, ya que incurriria en una privación ilegal de la líbertad 

del agente del delito, además de una sanción especial por su calidad de servidor publico, ratificando 

nuevamente con ésto el derecho del gobernado de ser puesto a disposición cuando existe el acto de 

autoridad fundado y motivado en el que se ha)'811 acreditado a la letra los elementos del tipo del 

delito, ahora cuerpo del delito, que se le ímpute y su probable responsabilidad, ya que es de 

recordar que hasta este momento no se a determinado su situación juridica en virtud de no existir la 

sujeción al proceso y sin la debida defensa en audiencia publica. resaltando nuevamente el respeto e 

inviolabilidad a las garantías que goza todo gobernado. 
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En cierta manera en contm sentido 8 lo anterior. nuestra Constitución prevé, otra 

fonna de detener al agente delictivo al sei\alar en su siguiente párrafo: 

"o.. en 101 casos de delito flagrante, cualquier penona puede detener al indiciado 

poniéndolo sin "ora • dispo.ición m l. autoridad inmediata y ~sta. con la misma 

prontitud, a la del ministerio publico ...... 

P3l1l poder entender por que nuestra constitución permite las detencIones sm orden 

de aprehensión y sin W\ análisis de los hechos con antelación. pasemos al análisis de nuestro citado 

párrafo. Primeramente es de señalar. que el mismo establece que en los casos de delito flagrante 

cualquier persona puede detener al indiciado. reconocido éste, como aquél, que es Si:ñalado por 

parte agraviada o testigos de los hechos Jos cuales lo reconocen corno el presunto delincuente. pero. 

que se entiende por delito flagrante. al efecto nos trasladarnos a los artículos plasmados en nuestra 

ley adjetiva de la materia quien en su artículo 267 nos señala: " .. Se entiende que existe delito 

t1agrante, cuando la persona es detenida en el momento de estarlo cometiendo o bien,. cuando el 

inculpado es perseguido material e inmediatamente después de ejecutado el delito ... ", lo que 

implica que si el agente activo del delito no es detenido materialmente en el momento de estarlo 

cometiendo (,) irunediatamente después de ejecutado, no se adecuará a la hipótesis prevista para el 

caso, por lo que no se podrá detener al indiciado por ningún motivo. sah'o lo acentuado en el 

mismo articulo al señalar en su siguiente párrafo: " ... Se equiparará la existencia de delito flagrante 

cuando la persona es señalada como responsable por la víctima. algim testigo presencial de los 

hechos o quien hubiera participado con elJa en la comisión del deJito~ o se encuentre en su poder el 

objeto. instrumento o producto del de1ito~ o bien aparezcan huellas o indicios que hagan preswnir 

fundadamente su participación en el delito; siempre y cuando se trate de tul delito grave así 

calificado por la ley, no haya transcwrido un plazo de setenta y dos horas desde el momento de la 

comisión de los hechos dehctivos. se hubiera iniciado la averiguación previa respectiva y no se 

hubiese intemunpido la persecución del delito ... ". que implica lo anterior, que efecÜ"'amente se 
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podrá detener a un sujeto pero. con la condicionante conjuntiva, de que se trate de Wl delíto grave 

así calificado por la ley, por lo que se entiende al delito grave como aquél en cuya comisión. su 

conducta se encuentra establecida en la ley punitiva como delito ( básico), y se encuentre aparejada 

con una circunstancia agravante considerada por la ley. en la que afecte valores ftmdamentales de la 

sociedad: que no haya trnnscunido un tiempo de setenta y dos horas. que se hubiera iniciado la 

averiguación previa y no se hubiese iniciado la persecución. si la condicionante de delito grave no 

existe. las demás recularían insuficientes para acreditar tal cUCWlSt8ncia. 'i como consecuencia sería 

imposible detener a indiciado. cuyo incumplimiento a estas disposiciones constitucIOnales. hará 

responsable penalmente a quien decrete indebida retención o detención en su caso. y el indiciado 

deberá ser puesto en inmediata libertad 

y para el caso de acreditarse la flagrancia. y el sujeto activo sea detenido por una 

persona civiL deberá poner sin demora a disposición de la autoridad inmediata, entendemos en este 

sentido que la autoridad irunediata. la cual seria. atento a las circunstancias de tiempo lugar 'i 

ocasión.. a la policía preventiva. o judiciaL y ésta con la misma prontitud a la del Ministerio 

Público. lo anterior implica garantías de seguridad jurídica y garantía de legalidad, al apego estricto 

de la ley constitucional y procesal. el incumplimiento por parte de la autoridad.. tmería como 

consecuencia. una violación a las citadas garantías y por parte de W1 civil la privación ilegal de su 

libertad.. las cuales son sancionadas corno se señalo con anterioridad. 

Otra circunstancia que. también resulta posible para la detención de un indiciado. 

es el caso W'gente. al efecto nuestm constitución establece en ese sentido: 

" ... Sólo en usos urgentes, cuando se trate de un delito grave así calificado por ley ante el 

rie,sgo fundado de que el indiciado pueda sustraerR de- la acción de la justicia. siempre y 

cuando no se pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la hora lugar o 

circunstancia. el Ministerio Público podrá. bajo su raponsabilidad. ordenar su detención 

fundando y npresando los indicios que moth'en su proceder ... " 
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Atento a lo anterior. es ne«sario, conocer que es el caso urgente. como premisa 

para la detención del indiciado, nuestro artículo 268 del Código de Procedimientos Penales en 

vigor para el Distrito Federal, establece: .. lIabrá caso urgente cuando concurran las siguientes 

circunstancias: 

L- Se trate de delito grave así calificado por la ley, y 

n.-EI.ilJta ~I riesgo fundado df' q~ f'1 indiciado pueda SUs'ratnt' a la acción dt la justicia. y 

IIL- El Ministerio Público no pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón de la 

hora. lugar u otras circun.taDcias. ..... 

~.rue\'-amente nuestro artículo en comento, nos prl!senta la condicionante de que se 

trate de un delito gmve para efectuar la detención respectiva. que implica intrínsecamente Jo 

anterior. al igual que el delito flagrante ~ condicionante de un delito grave establecido por la ley. el 

cual se encuentran regulados por el artículo 268 y 268 bis. los cuales se considera. que no es 

pertinente señalarlos en este apartado, pero si ~ necesario precisar que de fondo nuestros pr~ptos 

adjetivos SIguen la línea jurídica consagrada en nuestro muJticitado articulo 18 ConstitucIonaL el 

cual señala que por delito que merezca pena corJX>ral habrá lugar a la priSIón preventiva. y en este 

sentido nos encontramos en los márgenes de privar de su libertad al gobernado provisIOnalmente. ya 

que si analizamos tales delitos por su gravedad merece prh"arlo de su libertad. sin derecho a 

caUCIÓJL como se analizara con posterioridad. pero 10 que unporta y por lo cual se hace un énfasis. 

es de que tal delito sea comiderado como grave 'i como tal, se este en la postura de detenerlo 

legalmente. y evitar con ello las detenciones arbitrarias que se eje.cutaban con anterioridad. 

reiterando Wl estricto apego a ley. tratando de que no existan lagunas jurídicas para su 

cwnplimiento, lo se .corrobora con el párrafo siguiente de nuestro citado. 268 adjetivo al señalar: 

~ ... Existirá el riesgo fundado a que se refiere la fracción n anterior, en atención a las circunstancias 

personales del inculpado, a sus antecedentes penales. a sus posibihdades de ocultarse. a ser 

sorprendido al tratar de abandonar el ámbito territorial de jurisdicción, de la autoridad que estuviera 
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conociendo del hecho o, en general, a cualquier indicio que haga presumir fundadamente que puede 

sustraerse de la acción de la justicia .... ~. 

llipótesis. que deberím estar plenamente acreditadas por el Ministerio Público 

como autoridad competente en este momento. ya que tales requisitos son importantes para 

detenninar. las circunstancias peculiares de ejecución del hecho que se tnrte, la calidad del sujeto 

activo. es decir, sí efectivamente se trata de un individuo que por tales caractenslicas implique un 

peligro letal para la sociedad. premisas que deberán estar perfectamente demostradas, y que tal 

detención cumpla con los requisitos de legalidad del acto. cwnpliéndose con ello. las formalidades 

exigibles para tal autoridad y al efecto el mismo articulo establece~ ~... El Ministeno Público 

ordenan'!. la detención en caso w-gente . por escrito fundando y expresando los indicios que 

acrediten los requisitos mencionados en las fracciones anteriores ... ", por ende no se permitirá, el 

exceso de autoridad en estos casos. al no cumplir con los requisitos y formalidades en las 

circunstancias del caso wgente, por lo que tal agente (el Ministerio Público), sera sancionado en 

caso de incumplimiento constitucional por la ley punitiva, ya que tal resolución queda bajo su 

estricta responsabilida<l. es de mencionarse que estamos hablando de ell,.finisterio Público como 

Representante Social. como autoridad investigadora y acusadora responsable, diferenciándose. en el 

sexto pcirrafo de nuestro articulo 16 constitucional el cual señala: 

" ... En casos de urgencia o flagrancia.. el juez que recjba la consignación .1 detenido delwni 

innlediatamente ratifiur la detención o decretar la libertad con tu reservas de tey ... ". 

Que Implica el anterior mandato constitucional. implica la obligación por parte del juzgador de 

analizar la consignación, que en este caso debe ser con detenido. ,,-aJorando todos y cada unos de 

los razonamientos dados por la autoridad consignadora. la cual debió estrictamente cwnpJir Con los 

requisitos de procedibilidad en la detenciOn y sus circunstancias peculiares de ejecución, que 

avalan su actuar. y por ende su respectiva detención, es decir. observara que las hipótesis de 

flagrancia y caso urgente se encuentren acreditadas. con la existencia primeramente de la comisión 
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del un delito grBve considerado por la ley, y los demás requisitos, su fundamento constitucional y 

procesal. los cuales debmín estar debidamente motivados y robustecidos con el cúmulo probatorio 

arrojado por la 8\-eriguaciÓll previa respectiva; lo que implica que la detención efectuada por la 

autoridad acusadora. se encuentre apegada a dezecho y que en ningún momento se vulneraron las 

garantías del gobernado, y por ende, se cumplieron con todos y cada uno de los requisitos 

señalados por ]a ley suprema en consecuencia, mtificará la detención. más no detenninará si se le 

violaron o no las garantías constitucionales, sólo se limitará a valorar las formalidades legales del 

procedimiento. ratificando su detención como se señalo. y en el caso de que de constancIas y de los 

razonamientos hechos por el órgano Im1estigador, se desprenda qu..:: tales pruebas y razones resultan 

msuficimtes e ineficaces pam acreditar el sostenimiento legal de la detención. en cualqUiera de las 

hípótesis señaladas, decretará su libertad con las reservas de ley. lo que implica, que la detención 

del indiciado se efectúo sin el cwnplimiento de la legalidad debida. en este caso. sin los requISitos 

señalados por la ley constitucional y procesal al no demostr""Gf un soporte probatorio. ni el 

acreditamiento de las circWlStancias que Jo motivaron a la detención. siendo el Mtnisteno público 

carente en su acción y respectiva consignación, y en su caso. volverá a ejercitar actuaciones que le 

permitan acreditar su pedimento, pero sin la existencia ya de-la privación de hbertad provisional del 

gobernado o indiciado al ejercicio de la acción penal respectiva. 

Pero lo importaqte es. que el gobernado ya no fue vulnerado en sus garantías. 

obteniendo lnmediatamente su libertad. cumpliéndose asi la certidumbre jwidica que tiene todo 

gobernado en la debida impartición de justicia. y el respe-to por parte de las instÜuclOnes 

gubernamentales y sociales, del respeto a sus garantías constitucionales. como 10 son las garantías 

de legalidad, segundad jurídica y del estricto cumplimiento a l. ley 

Continuando con nuestro análisis del multicitado articulo 16 constitucional. en su 

sepurno pánBfo nos señala: 
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.. o •• Ningún indiciado podrá ser reteuido por el Minilterio público por lila. de cuarenta y 

ocho hora. plazo en que deberá onknarst IU libertad o ponérstle a di'poIidón de la 

autoridad judicial; este plazo podrá duplicarse en aquellos casos que la ley prena tOmo 

delincuencia o~anizada. Todo abuso. lo .nterio .... ente dispuesto urá sancionado por la 

ley penal .. ,". 

Antes de empezar a analizar. lo dispuesto por nuestro párrafo anterior. me permito 

hacer referencia a la reforma promulgada en fecha el 3 de septiembre de 1993 en la que modifica el 

artículo 16 Constitucional en sus párrafos Quinto y Séptimo para quedar corno sigue: H,.o Sólo en 

los casos urgentes. cuando se trate de delito grave así calificado por la ky y ante el riesgo fundado 

de que el indiciado pueda sustraerse a la acción de la justicia. siempre y cuando no se pueda ocurrir 

ante la autoridad judicial }X)f razón de la hora. lugar o circunstancia, el Ministerio público podri¡. 

bajo su responsabilidad ordenar su detención ftUldando y expresando los mdicios que motIVen su 

proceder Ningún indiciado podrá ser retenido por el t..finisterio Público por más de cuarenta y 

ocho horas, plazo en el que debeni ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad 

judiciBI~ este plazo podn1 duplí~ en aquellos casos que la ley prevea como delincuencia 

orgamzada. Todo abuso a lo anteriormente dispuesto sení sancionado por la ley penal ... ". 

Refonna que dio todo un cambio en el mundo jwidico así como en el no jurídICO. 

ya que da tUl giro total a las circunstancias de hecho y derecho que se actuaban en ese momento. 

dando un mayor y estricto cumplimiento a las Garantías individuales que nuestra Carta t-..1agna 

consagra. ya que hemos de recordar lo que anteriormente establecía nuestro citado precepto 

Constitucional. antes de estas reformas, el cual versaba: " ... en los casa urgentes, C\W1.do no haya en 

el Iugm- runguna autoridad Judici.1. y tratándose de los delitos que se persiguen de oficio. podní l. 

autoridad administrativa.. bajo su más estricta responsabilidad decretar la detención de \Ul acusado. 

poniéndolo irunediatamente a disposición de la autoridad judicial ... ". observando de nuestro 

apreciado artículo, que no obraba en el texto respecto a los casos urgentes y las circunstancias de 
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un delito considerado como grave así calificado por la ley, pues. es menester señalar que 

únicamente nuestro contexto utilizaba estas disposiciones, para aquellos delitos que la ley 

únicamente establecía como aquellos que se perseguian de oficio, diferencia que. de acuerdo a estas 

refoonas variarian. al darles una mejor clasificación y claridad a las hipótesis punitivas que la ley 

sustantiva de la materia establece. y a sus hipótesis cuatificante5 del hecho. que se aparejan en su 

comisión. y no se limitan a señalar a aquellos que se persiguen de oficio. trayendo como 

consecuencia de que todas y cada una de las f\meiones. facultades y atribuciones del Ministerio 

público. ro su momento como Autoridad Investigadora de los delitos. tengan Wl mayor control 

constítucional, ya que éste debe de alinearse a cada una de las figuras jurídicas consagradas en el 

presente apartado Constitucional. para el efecto debernos entender que un caso urgente debe reunir 

ciertas característica como son; primeramente que se trate de un delito gra .... e considerado por la ley, 

que exista riesgo fundado de que el indiciado pueda sustraerse de la accIón de la justicia y que el 

!vtinisteno Público no pueda ocurrir ante la autoridad judicial por razón d~ la hora,. lugar u otras 

circWlStancias. las cuales el Mirusterio Público debe de acreditar. es decir. debe demostrar que 

efectivamente no era posible poner a disposición a dicho indiciado. por ejemplo que se encontrara 

en lUlIl comunidad lejana que existiera tul hecho natw'al que le hubIere impedido su traslado. 

etcétera, hecho que por su propia naturaleza y circlU1Stancias peculiares de ~jecución sea un delito 

grave y se considue que puede afectar valores importantes o fundamentales en la sociedad y exista 

el riesgo fundado de ~ el indiciado pueda sustraerse de la acci6n de la justicia tomando en 

considemción.. las circunstancias personajes del inculpado. sí corno las de modo. tiempo. lugar y 

ocasi6n, sus antecedentes penales. a efecto de determinar un marco de peligrosidad y las 

posibilidades de ocultarse y por ende ser sorprendido al tratar de abandonar el ámbito territonal de 

jurisdicción de la autoridad que este conociendo del hecho o. en general, cualquier indicio que haga 

preswnir que fundadamente pueda sustraerse de la acción de la Justicia. (articulo 268 del cOOigo de 

Procedimientos penales), en este sentido si el Ministerio publico no acredita debidamente hasta ese 
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momento procesal el temor de que el indiciado pueda sustraerse de la acción de la justicia. incurrirá 

en responsabilidad como lo analizaremos posteriormente. además. éste debení acreditar que en el 

momento de la detención del inculpado era imposible ocwrir ante la autoridad judicial 8 pon~rlo a 

disposición del mismo. tal y como lo ordena nuestro precepto constitucional; podrá bajo su 

responsabilidad ordenar su detención. fundando y expresando los indicios que motiven su proceder. 

lo que nos remite a un exacto cwnplimienlo y apego de las garantías de legalidad y seguridad 

jurídica consagradas en nuestros articulos 14 y 16 Constitucionales, en los que señalan el exacto 

cwnplimiento de las formalidades del procedimiento conforme a las leyes e>..-pedidas con 

anterioridad al hecho. fundando y motivando la causa legal del procedimiento. lo que trae corno 

consecuencia lUla mayor certeza juridica del estricto apego a las leyes. así como el cuidado y 

respeto a nuestras Garantías personales, c\itando de esta manera abusos de autoridad que puedan 

ser arbitrarios por parte de éste. limitando sus actuaciones. situación que se ve fortalecida en 

nuestro mismo precepto constitucional (art. 16) al señalar claramente n ... Ningún indiciado podrá 

ser retenido por el Ministerio PUblico por más de cuarenta y ocho horas. plazo en que deberá 

ordenarse su libertad o ponérsele a disposición de la autoridad judiciaL este plazo podra duplicarse 

en los casos que la ley prevea como delincuencia organizada .... , hipótesis constitucionaL que nos 

lleva a recordar, todos aquellos abusos de los cuales los gobernados eran objeto. al no existir un 

control de todas aqueUas actuaciones ministeriales. durante la etapa indagatoria e investigadora del 

hecho delictivo e criminase. ya que sin tener justificantes se excedían de sus facultades y 

atribuciones que les eran conferidas. lo que se subsana con estas nuevas disposiciones. obligando a 

esta autoridad a un estricto cwnplimiente a la ley. la cual detennina que ninguna retención de 

persona alguna ( indiciado _) excederá de un máximo de cuarenta y ocho horas. plazo en el que­

deberá ordenar su libertad o la puesta a disposición ante la autoridad judicial, recordemos que en 

este sentido, una de las actuaciones de las cuales le compete al Mmisterio público dentro de sus 

iUnciones, como el encargado único del ejercicio de la acción penal. es declarar procedente el 



ejercicio o no ejercicio de la acción penal. en consecuencia,. cuando de los elementos de prueba que 

fuecon arrojados durante la indagatoril resultan eltmmtos suficientes para aaeditar los elementos 

del tipo y 1. probable responsabilidad penal del indiciado, procedení .1 ejercicio de 1. acción penal 

respectiva o la tambien llamada consignación que en este caso será con detenido. poniendo 

inmediatamente al indiciado a disp05icióo del órgano Jurisdiccional. el cual determinará su 

situación juridica luego entonces tenemos. nuevamente reflejado un control constitucional del 

Ministerio Público en sus actuaciones que aún con la o..1ensión de tiempo. de acuerdo a la 

excepción que el mismo precepto señala para los casos de delincuencia organizada. tampoco 

excederá de un tiempo mayor al establecido. es decir el duplicado, tiempo que aunque nuestro 

marco constitucionaJ no lo seña1a debe entenderse de esta manera para el caso de que éste no 

ejercite la acción penal, resolverá su inmediata libertad. ya sea. que, durante este término de 

cuarenta y ocho horas o el ampliado no existan elementos de prueba suficientes que acre-diten los 

elementos del tipo penal ahora cuerpo del delito y su probable responsabilidad o no exista delito 

que perseguir. requisitos estable-cldos en nuestro multicitado artículo 16 constitucIOnaL en 

concOldancia con el artículo 12'2 del Código de procedimientos Penales. como base del ejercicio de 

la acción. 

Continuando con el análísis a nuestro precepto constitucional, al final del párrafo 

en estudio establece: 

..... todo abuiO a lo antcrionnente dispuesto será santionado por la ley penal ...... 

Entendiendo que en nuestro pr~pto constitucional implica la obligación a nuestro 

órgano Investigador de implicar los lineamientos establecidos y ténninos fijados para la detención y 

retención de un sujeto activo. (indicado) desde el momento en que éste tiene conocimiento de 

hechos que se pudieren considerar como delictIVOS o criminosos de acuerdo a su propia naturaleza. 

sujeto el cual es puesto a su disposición, para que determine su situación legal, concluyendo con el 
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ejercicio de su acción penal, decretando su respectiva consignación, por considerar que hasta ese 

momento procedimental es jTobable responsable en l. oomision del delito que se le imputa. funciim 

que resulta sancionada cuando, el ñmcionario representante de este órgano Investigador se exceda 

de sus facultades reteniendo o deteniendo injustificadamente al indiciado: para el efecto es 

necesario hacer mención a una de las principales caracteristicas que tiene el Ministerio Público, 

corno 10 es la jerarquía e indivisibilidad en sus fimciones como autoridad, este principio significa 

que el Ministerio Público se encuentra organizado jernrquicW11ente bajo la Dirección y fi1W1do del 

Procurador General de Justicia las personas que lo integran es decir. penonas fisicas. entendidas 

como agentes del Ministerio Público, mismos que se consideran miembros de Wl sólo cuerpo, estos 

no son más que una prolongación del titular: lo que es conocido como el principio de 

indivisibilidad, la cual consiste en que los agentes del Ministerio Público, que intervienen en 

cualquier negocio de su competencia no actúan por derecho propio. sino representando la 

institución, de esta forma aunque ,,-arios agentes intervengan en un asunto detenninado los mismos 

representan en cada uno de sus actos a Wla misma institUCIÓn. puede separarse cualqUIera de ellos o 

ser destituido sin que afecte a la institución ni a lo ya actuado. así como tampoco a sus funciones; 

funcionarios, que tienen encomendado la debida procuración de justicia, dentro de su ámbIto 

competencial, para un mayor abundamiento, es de exponer. que en el ámbito Federal. nuestra Carta 

Magna en su anícuJo 102-A nos señala ~ ... La ley organizará el Ministerio PUblico de la FederaCión 

cuyos funcionarios serán nombrados y removidos por el ejecutivo de acuerdo con la ley respectiva. 

El Ministerio Público de la Federación. estará presidido por un Procurador General de la 

República ... ~, la cual delegara sus funciones que estarán reglamentadas por la Ley Orgánica de la 

Procuradwia General de la República, al igual, dentro de nuestro marco competencial del fuero 

común encontramos que nuestra institución estará al igual que la federaL presidida por un 

Procurador General de Justicia del Distrito Federal. el cual tambien tendrá una figura jurídica 

semejante a la del Procurador General de la República. únicamente dentro de su ámbito 
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competencial. características que podrán ser semejantes a las de los Estados integrantes de nuestra 

República, basándose para su funcionamiento en nuestros mismos preceptos constitucionales como 

Ley Suprema de la Federación, y regulados internamente por su ley orgánica respectiva; sin perder 

la secuencia de nuestro marco constitucional, dentro de los parámetros que nos señala, y lUla vez 

que hemos entendido que nuestro Ministerio Público actúa mediante diversos fimcionarios 

públicos (Procurador General de la República, del Distrito Federal, Suhprocurador de 

Averiguaciones Previas, Subprocurador de Control de Procesos etcétera), sin olvidamos claro esta 

de nuestros agentes del Ministerio Público en agencias investigadoras especializadas ya sea en 

delitos patrimoniales, sexuales, contra la vida e integridad corporal, en fm funcionanos que tIenen 

pleno conocimiento en este estadio procedimental, podemos entender a que se refiere nuestro 

precepto constitucional al versar que todo abuso sera sancionado, dirigido a aquellos funcionarios 

que de acuerdo a sus facultades vayan más allá de sus funciones establecidas, y aunque este no nos 

señala las hipóteSIS de abuso en las que puede incurrir nuestro Representante Social (setvidor 

público), al momento de detener a un sujeto (esto es en los casos considerados como urgentes) sin 

que medien los razonamientos y fundamentos legales que le permitan su detención, la que será bajo 

su más estricta responsabilidad, reuniendo además los requisitos de procedibllidad que la ley 

procesal establece para el efecto, como se expuso con anterioridad en el cuerpo del presente 

estudio, obligándolo de esta manera, ha acreditar momento a momento su proceder desde el 

momento en que lo detiene hasta el momento en que debe en su caso ejercitar la acción penal o 

consignación respectiva, para después, ponerlo a disposición de la autoridad judicial o darle en su 

caso la soltura inmediata, en el caso de que el Ministerio Público Investigador (funcionario 

publico) lo detenga más del término señalado por nuestro numeral invocado, incurrira primeramente 

en W18 falta en contra de el debido cumplimiento a las garantías individuales, abusando en 

consecuencia de sus facultades y atribuciones, y por esta acción u omiSión, reururá las 

características y elementos típicos la o las hipótesiS punitivas que establece de nuestra ley 



sustantiva de la materia corno 10 es el Código Penal, el cual podemos observar en su Titulo Décimo, 

el cool ven;a DELITOS COMETIDOS POR SER VIDORES PUBUCOS, '" su articulo 215 

fracción IV nos señala: ".. Cuando estando encargado de administrar justicia. bajo cualquier 

pretexto. 8lUlque sea eJ de oscuridad o silencio de la ley. se niegue a despachar injustificadamente 

un negocio pendiente ante él. dentro de los términos establecidos por la ley .. , ",> o hasta en su caso 

cometer el delito de privación ilegal de la libertad" ... Al que de alguna manera viole. en perjuicio 

de otro, los derechos y garantías establecidos por la Constitución General de la Republica .. 

(articulo 364 fracción II del Código Penal ), corno lo son las garantías establecidas en nuestro 

multicitado articulo 16 ConstitucionaL artículo 2:5 fracciones IX y X ".. Abstenerse 

injustificadamente de hacer la consignación que corresponda de una persona que se encuentre 

detenida a su disposición como probable responsable de algún delito, cuando esta sea procedente 

confonne a la Constitución y a las leyes de la materia. en los casos en que la ley les imponga esa 

obligación~ o ejercitar la acción penal cuando no proceda denuncia acusación o qu6ena~ fracción 

X " ... Detener a 1U1 individuo durante la averiguación previa fuera de los casos señalados por la ley 

o. retenerlo por más tiempo del señalado por el párrafo séptimo del artículo 16 ConstitucionaJ ... w. 

comprobando nuevamente el oono-ol que ejerce nuestra Constitución en los actos ejercJdos. sean 

estos por acción u omisión de los servidores públicos. que en este caso lo son. los agentes del 

Ministerio Público. iniciando desde el procurador g.eneral de la repúblíca y sus subordinados. Jos 

cuales serán sancionados pena1mente por aquellas faltas a la debida administración de Justicia. al 

desapego a la ley. sin mediar la legalidad de sus actos, violando con ello, las gamntías de legalidad.. 

en el apego al estricto del derecho. el cual les es encomendado su debido cumplimiento. 

No hacemos énfasis. a los siguientes párrafos constitucionales, ya que aun de ser 

importantes, nos desvían de nuestro marco de análisis y estudio, dentro de la in,'iolabilidad como 

obligación constitucional de las garantías del gobernado, teniendo en el presente apartado lUla 
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calidad especifica de indiciado o encausado dentro del iunbito penal. que en nuestros apartados 

posteriores no tiene, ya que únicamente abarcamos el ámbito penal 

4.- GARANTIA DE DEFENSA, (ARTICULO 20 CONSTITUCIONAL). 

Habida cuenta lo anterior, dentro de nuestro estudio de las garantías 

constitucionales, que gozan nuestros gobernados, dentro del ámbIto penal, procedernos a entrar al 

estudio de nuestro muy polémico artículo 20 Constitucional con sus parrafos y fracciones que lo 

Integran. pues bIen. entremos al análisis de nuestro precepto con'ititucional 

ARTICULO 20 ..... EN. TODO PROCESO DEL ORDEN PENAL TENDRA EL 

INCULPADO LAS SIGillENTES GARANTIAS ...... 

l.· Inmediatamente que lo solicite, el juez deberá otorgarle la libertad provisional bajo 

caución. siempre y cuando no !le trate de delito! en que, por !JU gravedad, la ley 

expreSlmente prohíba conceder este beneficio ...... . 

Nuestro párrafo anterior, primeramente nos señala que en todo proceso del orden 

penal, tendrá las garantías, iniciando este señalamiento; hemos de recordar que el proceso es 

iniciado, cuando, el Juez Instructor a determinado la situación jurídica del gobernado y lo sUJeta a 

proceso, independiente que sea sumario u ordinario; siendo ésta, aquella etapa procesal en la que 

tanto el procesado, como el Ministerio Público (como partes en el proceso penal), una vez 

determinada la litis, esgrimen procesalmente sus posturas, presentando las pruebas de cargo y 

descargo, desahogando a partir de ese momento sus probanzas, hasta llegar a estar a el momento 

procesal de determinar esta litis, primero con el cierre de instrucción y culminando con la 

resolución o sentencia respectiva Sin olvidar la etapa procesal de la avenguaclón prevIa, el 

mdiciado lambién gozará en esta serie de garantías concedidas en el presente artículo, como lo 

analizaremos con posterioridad. 



77 

Una vez expuesto a groso modo 10 anterior, nuestra ley nos señala. en este mismo 

apartado: "1NMEDIATAMENI'E QUE LO SOUCITE". entendido esto. al momento. sin dilación. 

al acto, premisas que el Juez deberá atender sin demora. ya que la falta a este ordenamiento 

implicarla al instructor, una responsablhdad penal. por el incumplimiento de la ley; el siguiente 

ordenamiento cumplimenta lo W1terior al versar nuevamente la orden siguiente: "el Juez deberá 

otorgarle la libertad provisional bajo caución. siempre y cuando no se trate de delitos en que, por su 

gravedad, la ley expresamente prohíba conceder este beneficio -. 

Resultando. que, el Juez deberá concederle su libertad bajo caUCIón. cuando ésta le 

sea solicitada~ como lo expusimos con anterioridad que habría lugar a la prisión preventiva cuando 

la ley lo s~ñale. y al efecto nos establece. cuando no es procedente. concederle su libertad. o 

cuando estemos en presencia de un delito grave considerado por la ley, luego entonces, nos 

encontramos con una variante que surge de acuerdo a las nuevas disposiciones constitucionales de 

éste apartado, como lo es la::; disposición y reglamentación de todos aquellos delitos que la ley 

considera como graves. en las disposiciones anteriores que tomaban en cuenta para oonce.der el 

beneficio de la libertad d término medio aritmético de la pena a imponer dependiendo dd delito 

que se trate. lo que se SimplIfico al disponer únicamente que no sea delito grave, para concederle tal 

beneficio. (circunstancias que nueyamente se '¡uelven a imponer ante las reformas de 1999 al tomar 

de nuevo en cuenta para la concesión del beneficio. el término medio aritmético de la pena sumando 

sus mínimos y má"-illnos), mismo que se sujetará a lo establecido por el artículo 556 de la ley 

adjetiva de la materia. para el Distrito Federal en este caso. considerando que por lo expuesto no 

existe mayor problemática para el entendimiento de este mandato constitucional. en lo que respecta 

al beneficio de la IIbenad provisional. más sin embargo cabe hacer las siguientes consideraciones. 

En el texto original de 1917, el único p6rámetro era de que el término medio aritmético de la pena 

de prisión no excediera de 5 años; el limite de la caución. sin separar nada con respecto a que 

quedara garantizado el pago de la reparación del daño o de las sanciones pecuniarias. estaba 



entonces fijado en 10 mil pesos, Este limite económico se modifico por la refonna publicada el ~ 

de diciembre de 1985, _ a 2~O.OOO pesos. a no ser que se tratarn de lID delito que 

representara p&rn su autor un beneficio económico o que causara a la ,'¡ctima Wl daño patrimonial. 

en cuyo caso la garantía seria cuando menos tres veces mayor al beneficio obtenido o al daño 

causado, La reforma publicada el 14 de enero de 1985 conseI1¡'ó la regla del término medio 

aritmético de cinco año, modificando solamente los montos de la caución para que. como regla 

general, no excediera de dos años del salario mínimo general vigente el lugar de la comisión del 

delito. pero podría incrementarse hasta el equivalente a cuatro años de salario mínimo en virtud de 

la especial gravedad del ilícito y de las particulares circunstancias personales del imputado o de la 

victima que fueran apreciadas por el juez en la resolución debidamente motivada. Se conservó 

también la regla de caución tres veces mayor al beneficio obtenido a los daños y perjuicios 

patrimoniales causados, salvo el caso de delitos preterintencionales o imprudenciales (ahora 

culposos), en que bastaría garantizar la reparación de los daños y perjuicios. 

Otra nueva forma la cual no fue de origen constitucional smo creado por el 

legislador seCWldariO, por reforma publicada el 8 de enero de 1991, a los artículos 399 del CfPP )" 

556 del CPPDF, permitiMdose que cuando se rebasara el término medio aritmético de 5 años de 

prisión. el jul8fKlor pOOría conceder la libertad caucional o proyisional en resolución fundada y 

motivada con los requisitos que se garantizara la reparación del daño. que la libertad del inculpado 

no constituyera un. grave peligro social, no existiera d riesgo fundado de que ¿5te no se sustrajera 

de la acción e la justicia y no se tratam de personas que por ser reincidentes o haber mostrado 

habitualidad cupiera presumir fundadament.e que evadirían la acción de la justicia, todo esto 

condicionado a que no se tratara de delitos antes mencionados. Conociéndose subsecuentemente en 

la jerga judicial como· libertad. caucional ampliada "; ha sido abandonado con el nuevo te}"l.o de la 

tracción 1 del artículo 20 constitucional. la regla general original del témllno medio aritmético no 

mayor de cinco años. viniéndose a establecer como única regla general para la procedencia de la 



libertad provisional bajo caución en todos aquellos casos, en que no se trate de delitos que por su 

gravedad )a ley expresamente prohíba conceder ese beneficio, u. que sin embargo. vuelve a 

modificarse al regresar para los efectos de la concesión de la libertad el término medio aritmético de 

la pena a imponer. 

Una VeZ expuesto lo anterior. y continuando con nuestro análisis nuestra Ley 

Suprema nos señaJa~ 

..... en caso de los delitos no gra'\'es, a solicitud del ministerio public~ el juez podrá negar la 

libe .... d provisional. cuando el inculpldo haya sido condenado con anterioridad .. por algún 

delito calificado como grave por la ley, o cuando el ministerio publico aporte elementos al 

juez para establecer que la libertad del inculpado representa. por su conducta precedente o 

por las circunstancias y características del delito cometido, un riesgo para el ofendido o la 

sociedad ... ". 

Atento a lo anterior, para la negativa del beneficio en comento, señala que para el 

caso de los delitos no graves, cuando exista con anterioridad una resolución condenatoria en contra 

del inculpado por la comisión de un delito grave. lo que implica que no exista la presunción de que 

el inculpado sea reincidente en la comisión de delitos. en este caso el Ministerio Público deberá 

solicitar fundada y motivadamente su petición para negarle su beneficio, exponiendo el peligro 

social expuesto al concederle tal beneficio y que efectivamente sea W1 delito grave. 

En cuanto a la segunda hipótesls, que se señala. al VeI3Q[ que el Representante 

Social. presente elementos al A quo para señalar. que la libertad del incuJpado representa W1 riesgo 

para el ofendido; el Juez deberá analizar todas y cada uno de los elementos que aporte éste, y 

discrecionalmente resolverá si efectivamente puede causar W1 peligro primeramente para el 

ofendido, dependiendo del delito que se trate, observando las cITCWlStancias peculiares de 

22 Rc)'~¡ Tay1lbu Jorgt EL ~'UEVO REGIMEN SOBRE lA l'RIVAC'lON DE LA LIBERTAD EN LOS PROCEDIMIENTOS I'ENAlES 
I'ro~. <klK'nJ de la República M~co 19?5, p.p. 74· ~6 
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ejecución y la naturaleza de mismo y posterionnente el peligro social que efectivamente represente 

la soltwa del encausado. por lo anterior. el Juez Instructor resolverá tal petición. e>..-poniendo los 

razonamientos que lo orillaron 8 resolver de sobre la procedencia o improcedencia de su petición y 

consecuente mente concederle o no tal beneficio. a efecto de no incurrir en la violación de las 

garantías constitucionales, que igual que el Ministerio Público, durante la etapa de la averiguacion., 

si el indiciado lo solicita y se encuentra en las circunstancias que anteceden. resolverá de igual 

manera que el A que, respecto al goce de este beneficio. 

Por lo que respecta al monto de la caución nuestra Ley Suprema establece" 

..... el monto y la forma de caución que S<f fije, deben'n ser asequibles para el inculpado ... ". 

Es decrr, la caución que le sea fijada será proporcional y posible. de acuerdo al 

nivel de vida que lleve el encausado. analizando. las características socioeconómica de éste. y las 

posibilidades que tenga para cubrirla; resultaría mjusto y por demás arbitrario. la imposición de una 

caución que resultara imposible de cubrir. por lo que deberá apreciarse, la naturaleza del delito que 

se trnte y la gravedad del mismo. la importancia de esta garantía. consagrada en el presente 

apartado. es para el ef«:to de evitar las altas cauciones establecidas por los organos 1!ncargados. y 

exista un margen equitativo de posibilidades. obligando de esta manera a que tales cauciones estén 

apegadas a una realidad del encausado. lo que se corrobora con el apartado constitucional que 

precede al argumentar: 

..... en dr(:unltanciu que la ley deunnine, la autoridad judi(:ial podrá modificar el monto de 

laaudón ...... 

Anteriormente señalamos. que la caución deberá ser asequible por el mculpado. d 

beneficio de la libertad provisional. queda también sujeta bajo la ley adjetiva de la materia. pues 

bien, esta nos enmarca en su artículo 560 lo siguiente. ~ ... a petición del procesado o su defensor la 

caución ... se reducirá en la proporción que el juez estime justa por cualquiera de las circunstancias 

siguientes· 1.- El tiempo que el procesado lleve privado de su libertad n.- La disminución 
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acreditada de las consecuencias o efectos del delito; m.- La imposibilidad económica demostrada 

para otorgar la caución inicialmente aun en pagos parciales; IV.- El buen comportamiento 

observado en el centro de reclusión de acuerdo al informe que rinda el consejo técnico 

interdiscipJinario~ Y.- Otras que racIonalmente conduzcan a crear segwidad de que no procw-ará 

sustraerse de la acción de la justicia ... w. 

Circunstancias que deberán estar plenamente acreditadas para que en justicia. le sea 

modificada la caución. siendo posible de que de esta manera el inculpado pueda cumplir con los 

requisitos señalados, para gozar con este beneficio y no viole en su perjuicio tal derecho. 

Lo que se ratifica al señalarse . 

.. ... para rt'solnr sobn ,. forma ,. ~I monto de' ,. nudón. el juez deberá de' tomar en cuenta 

la naturaleza, modalidades y circunstancias del delito, las características del inculpado y la 

posibilidad del cumplimiento de las obligaciones procésales a su cargo; 105 daños y 

perjuicios causados al ofendido; así como la sanción pecuniaria en su caso, pueda imponerse 

al inculpado ... ". 

Lo anterior. señala los lineamientos de los cuales el juzgador deberá tomar en 

cuenta para detel11linar la forma de la caución.. que de acuerdo con la ley serán: por deposito. 

prenda. hipoteca. en efecti .. ·o. billete de depósito. hecho por el inculpado o por terceros~ la fianza 

personal. en dinero efectivo. la forma estará a la observancia del inculpado. es decir éste podrá 

decidir de cual de las formas establecidas en ley caucionsrá~ respecto al monto, y el A que Wl8 vez 

observados todos y cada uno de los requisitos señalados resolveni la aceptación de la caución.. las 

caracteristicas del inculpado. como educación. ilustración. costwnbres y tradiciones, ocupación. 

edad, estado civiL hecho lo anterior resolverá discrecionalmente. de acuerdo a sus facultades de 

justipreciación de las características y modos señalados, procediendo a concederle tal beneficio o 

negándoselo. según el caso. una vez resolviendo la forma y el monto de la caución.. a efecto que se 

le puedan imponer al inculpado y consecuentemente concederle tal beneficio. 
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Por ende. el derecho del gobernado, el cual en este caso tiene una característica 

especial. ya que es considerado encausado o indiciado dependiendo la etapa procesal en la que se 

encuentre, de tener derecho a que se le conceda su libertad en el momento que la solicite. tiene una 

trayectoria histórica muy importante. en la que existían privaciones de libertad injustas y por demás 

arbitrarias, vialándose todos los derechos rectores del ser humano. derechos que en el tiempo y las 

legislaciones posteriores hechas con un fin mas hwnanista. obligaron a los órganos jurisdiccionales 

a cumplir con tales disposiciones, el marcan en nuestra Carta 1.1agna los derechos de los 

individuos, por ende la libertad caucional tiene por objeto que Jos procesados que se encuentren a 

disposición de Wl juez disfruten de su libertad, continuando su sujeción al proceso. pero en 

libertad. esta solicitud de libertad se amplia hasta la segunda instanCia en el proceso penal. es decir 

puede solicitarla ante el A quemo la importancia de esta garantía es el beneficio concedido, el cual 

si no es respetado por las autoridades. implica para las misma responsabilidad penal a sus titulares. 

el exceso a las cauciones sin el análisis de las circunstancias personales y de ejecución implican 

una violación a las garantias consagradas en el presente apartado constuucional. 

Por otra parte. se revocaran también este beneficio. es decir no se deja a una libre 

conducta de esparcimiento al inculpado este deberá cwnplir con ciertas obligaciones que SI no las 

sigue al pie de la letra será revocado el goce de esta libertad provisional la cual es tamb.én 

condicionada al cumplimiento. como lo señala nuestro precepto constitucional al señalar 

.. ... la ley determinara 101 caSOI gravu en los cual" el juez podrá re"ocar la libertad 

provisional .. , "~o 

Al respecto para revocar la libertad provisional nos sujetamos a las reglas 

establecidas en la ley adjetiva de la materia la cual en su articulo 568 dispone: El Juez podrá 

re, .. ocar la libertad bajo caución cuando a su criterio el procesado incumpla en forola grave en 

cualquiera de las obligaciones previstas .. se revocara la libertad caucIonal en los siguientes casos 

L· Cuando desobedeciere sin causa justa y comprobada de las ordenes legitimas del tribunal que 
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conozca su asunto, o no efectúe las exhibiciones entro de los plazos fijados por el tribW1aLll.­

cuando fuere sentenciado por W1 nuevo delito intencional que merezca pena privativa de libertad 

antes de que la causa en que se le concedió la libertad este concluida por sentencia 

ejecutoriada ... ill.- Cuando amenazare a las pane ofendida o algún testigo de los que hayan depuesto 

o tengan que deponer en su causa, o tratare de cohechar o sobornar a algunos de estos últimos, al 

Juez.. al agente del Ministerio Público al Secretario del Juzgado o tribunal que conozca de su 

causa.o.IV.- Cuando lo solicite el mismo inculpado y se presente a su juez. V.- Si durante la 

instrucción apareciere que el delito o los delitos materia de forma prisión son los considemdos 

corno graves. \1.- Cuando su proceso cause ejecutoria la sentencia dictada en primera o en segunda 

instancia 

De 10 anterior, obsep¡wnos la causas que traen como resultado la revocación de tal 

beneficio. causas en que la leyes clara, sin llegar a un análisis sobre las mismas. lo único que es de 

considerarse. es que esta disposición se encuentra sujeta discrecionalmente al criterio del A qua 

para su revocación. el cual resu1ta justo cuando el procesado incurra en las hipótesis señaladas. 

Previa vista que se de al Representante Social de conformidad con el artlculo 574 del Código de 

Procedimientos Penales. 

Procediendo con el análisis a nuestro artículo 20 Constitucional. la fracción TI del 

nusmo nos señala: 

" ... no podrá ser obligado a declarar ..... 

Atento a lo anterior, nos encontramos con una garantía de seguridad y certidumbre 

Juridica en la que nos da la ceneza que ninguna autoridad podrá ejercer actos que obliguen al 

indiciado o inculpado a declarar, el objetivo principal de esta garantía. es salvaguardar la libertad de 

los individuos de manifestar libremente sobre hechos que le pueden ser imputables a efecto de que 

éste no declare en su contra, ya que puede ejercerse sobre el mismo una coacción por parte de W1 
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interesado O la propia autoridad inculpándose en su caso de alguna acción sancionada por la ley_ 

por ende el respeto a esta garantía implica el derecho a declarnr libremente sobre hechos de los que 

se tuviera conocimiento o no. por lo que en acatamiento a este precepto al indiciado no se: le puede 

exigir que declare bajo protesta.. situación que es común llevarla 8 cabo en la averiguación previa. 

toda ves que el precepto constitucional no establece distinción alguna. y si desde su primera 

declaración inclUTe el encausado en mentira podrá incurrir en el delito de falsedad de declaraCIOnes 

judiciales ante una autoridad. puc!S si bien, no se le compete a que declare dio. no le permite ,;:n 

caso de dar su versión declarar falsamente. sino que solamente la garantía es para que no sea 

obligado a declarar. y pueda en su caso reservarse tal derecho. 

Dando mayor fuerza a lo anterior por nuestra ley fundamental esta señalada: 

..... queda prohibida y sera sancionada por la ley penal, toda incomunitación. intimidación o 

tortun ...... 

Lo dispuesto robustece el resguardo de la libertad total de manifestación del 

gobernado, al prohibir los medios de intimidación corno la incomunicación entendida esta. como 

toda aquella acción u omisión tendiente a obligar indirectamente al indiciado a declarar en la fomla 

que se quiera. más no con la verdad de los hechos, dejándolo sólo. en las galeras o en los lugares 

establecidos para la realización de actuaciones judiciales. negimdole todo acceso del conocimiento 

público y personal al que tiene derecho. incWTiéndose a dejarlo en un pleno estado de indefensión. 

el cual resulta ser otra garantía como lo es el derecho a la defensa. pero. lo importante en la 

presente garantía es el evitar la arbitrariedad de las autoridades auxiliares. alejando toda actuación 

del sistema inquisitivo, como lo observaremos con mayor precisión en las siSUlentes 

consideraciones, que nuestra ley ftmdamental contempla; la intimidación o tortura. en este sentido. 

me permito plasmar un breve esbozó sobre la intimidación y tortura que traerla como consecuencia. 

el origen del siguiente apartado constitucional. en cuanto a las reglas que deben tener la confesión 

del indiciado y la prohibición de estos medios, como garantías constitucionales 'j del respecto de 
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los derechos de los seres hlUllanOS~ " Durante los siglos, el derecho procesal penal acepto como 

verdad indiscutible el apotegma • la confesión es la reina de las pruebas '. asi se expresaba l. 

valoración de esta probanza como plena. si el acusador producía la confesión del reo. se veía 

relevado lXlf completo de la carga probatoria. Los fiscales encontraron que la fonna más eficaz y 

expedita para obtener la confesión del acusado, consistía en someterlo a tormento y, llevados sin 

duda por su amor al principio de economía procesal. desarrollaron métodos siempre más eficaces de 

tortura; la más refinada veracidad venía a ser un ordo procedendi cuyas fa&S se estudiaban con 

solemne gravedad. "Después de extendido. los verdugos queman a fuego lento las piel de las demas 

partes del cuerpo del sometido a inquisición~ o torturan las extremidades de sus dedos, clavandoles 

pequeñas cuñas con pez entre las uñas y la carne. y haciendo luego que ardan las cuñas clavadas: o 

hecho un toro o un asno de metal y recalentando poco a poco al fuego, ponen en él al delincuente 

mtensifican más y más el calor hasta que los dolores llegan allimÍle de lo inconcebible. La tortura. 

según la definición que de ella daban los doctores en sentido jwidico. que no era lUla pena,. es decir 

una sanción aflictiva aplicada a quien ya se había rc-eonocldo reo del delito. SInO una quaestio 

procesal,. un mOOo de esclarecer la verdad. a tin de decidir ante todo sí el imputado ~ra culpable ° 
inocente questio est veritatis indagatio per torrnenturn (La cuestión es la investigación de la verdad 

por medio del tonnento) De manera que si por medio de la tortura negaba el juez a convencerse de 

que la acusación era infundada. el inocente. era devuelto con perihuelas a su casa. con los brazos y 

las piernas maltrechos. pocHa consolarse pensando que aquello no había sido jurídicamente una 

pena. sino Wl8 simple "quaestio R llevada a feliz término ". ~~ 

Lo anterior, trajo como consecuencia Wl8 revolución social y jurídica que dió 

origen a el respeto de los derechos del hombre . la abolición del sistema inquisitivo. y la 

promulgación de las garantías del ser humano y como consecuencia. la legislación en todas las 

Z~ Z:lmOr:lPim:t 1t$Íls. G.\R.'\.'rrL...s y PROCESO PEN .. \L De_ Porrl¡:I. Mkico 1991 p.p. !~"!. !~8 
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azotes, los palos, las mutilaciones etcétera. en consecuencia a todo Jo anlerior, nuestra Constitución 

establece en nuestro marco de estudio: 

..... la conffSión rendida .Rt~ cualqui~r autoridad distinta d~1 Ministerio Público o ... JUtZ 

o ante estos sin la asistencia de su defensor carec(rá de todo ,'alor probatorio; ...... 

Atento a lo anterior. expusimos en el presente apartado que la declaración que 

vierta todo indiciado o inculpado deberá estar precedida por su libre voluntad de hacerlo sin existir, 

algún medio intirnidatorio para la misma. por lo que con mucho más razón será la confesional de 

éste al momento de ser rendida ante cualquiera de las autoridades que tengan la facultad de 

tomarla. dejando atrás el sistema inqulsitlVO: la confesional actualmente se en encuentra regida por 

ciertos requisitos procésales, para que esta tenga un 'tialor pleno y prepondernnte sobre hechos que 

se le imputen y en el que éste manifieste su culpabilidad. dejando de ser la confesional del 

inculpado la reina de las pruebas corno anteriormente se consideraba. pues bien, para que la 

confesional tenga valor probatorio pleno. deberá de felUlir los siguientes requisitos: Que sea hecha 

por persona no menor de dieciocho años. en su contra, con pleno conocimiento, y sin coacción. ni 

violencia fisica o moral: que sea de hecho propio; que sea hecha ante el Ministerio Público. Juez o 

Tribunal de la causa, aslstido de su defensor o persona de su confianza. y que esté el inculpado 

debidamente enterado del procedimiento. y que no vaya acompañada de otrns pruebas que la hagan 

inverosímil, a juicio del Ministerio Público o del Juez. 2~ 

El objeto de que la ley sei\ale. que sea hecha por persona mayor de dieciocho afios. 

lo hace con el fm de que éste tenga la capacidad jurídica que señala nuestra legislación ci\o·il. para 

saber los derechos y obligaciones que contrae. y así reúna el elemento del tipo penal que se trate. 

continuando de que esta sea persona imputable y en consecuencia se le haga el juicio de reproche 
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por la conducta desplegada si este fuere condenado, y no sea un inimputable al que se este 

JUzgando; que en tal coofesión acepte l. comisión del hecho oon pleno conocimiento de causa y 

que no exista coacción ni violencia fisica o moral, las cuales son entendibles sin llegar a mayor 

explicación; que sea de hecho propio. es decir, que no exista el conocimiento por oídas, sino que la 

realización sea por sí; que sea hecho ante la autoridad competente. implica que únicamente tal 

confesión sera tomada en cuenta con valor probatorio incriminatorio, y si fuere ante autoridad u 

órgano diverso. carecera de valor probatorio y se le podrá considerar como indicio; que este 

debidamente enterado, es decir que sepa con conocimiento de causa del hecho que se trata y la 

etapa procesal que se esta ventilando~ y que no existan pruebas en contrario, es decu que no existan 

elementos de prueba que demuestren que tal confesional es falsa. al demostrarse que otro sujeto fue 

el que realmente cometió tal delito con el fm de que en su caso encubra a otra persona. Más sin 

embargo nuestra constitución va más allá al señalar que tal confesional no tendrá valor probatorio. 

si no esta asistido de su defensor. encontrándonos con esta disposición. intrínsecamente las 

garnntias de seguridad jurídica y de defensa • efecto de evitar arbitrnriedades por parte de la 

autoridad dando fe de tal deposado y obligando a que tales autoridades cumplan con los requisitos 

y fonnalidades del procedimiento. y que no exista coacción violencia o tortura. por lo que antes de 

tomar su declaración será examinado médicamente de las condiciones en la que esta declarando. lo 

anterior a efecto de dar debIdo cumplimiento a lo establecido por nuestra carta magna. 

La fracción III de nuestro multicitado artículo 20 Constitucional establece' 

.. se le h.rá sabu en audiencia publica y dentro de las cuannta y ocho horas .iguíen'fl a la 

consignación a la justicia, el nombre de su acusador y la naturaleza y causa de la acusación 

8 fin de que conozca bien fl hecho punible que 5f le atribuye y putda contestar al cargo. 

rindiendo en este acto su declaración preparatoria ...... 

El hacer del conocimiento en audiencia pública de la acusación que se le atribuye. 

continna la garanthi que tiene el go~mado de no estar incomunicado, u ocultar el juicio que se le 
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este instaurnndo, es por lo que el legislador contempla tal circunstancia, evitando con ello, la 

oscuridad de la impanición de justicia. obligándola dentro de W1 ténnmo de cuarenta y ocho horas, 

el nombre de su acusador, la naturaleza y causa de la acusación. acorde a lo establecido en el 

presente apartado nos encontramos, plenamente con la garantía de defensa a la que tiene derecho 

todo inculpado, ya que se le debe hacer de su conocimiento quien o quienes deponen en su contra 

es decir, aquél o aquellas personas que mediante querella o denuncia hacen del conocimiento a la 

autoridad investigadora de hechos que les causaron agravio. ya sea en su persona familia. 

propiedades etcétera. e aquí la importancia de saber quien o quienes le imputan el hecho. la 

naturaleza. en este sentido consideró que se refiere a la naturaleza del hecho criminaso que se 1.: 

imputa, es decir. de acuerdo a la conducta desplegada y la adecuaCión de la hipótesis delictiva 

imputada, entendida como dellto penal; la causa que motivo la acusación. con el objeto de que 

conozca plenamente el hecho punible que se le atribuye. para que este no se quede en un estado de 

indefensión y OOi:i vez conociendo todo lo anterior pueda declarar, con pleno conocimiento de causa 

sobre el hecho que se le unputa la importancia de la garantía. trasciende de la evolución juridlca y 

la abolición del sistema inquisitivo, en el que todo reo. carecía de defensa. de ser oído y yencido en 

juicio, de hacer valer su libre vollUltad de contestar y rechazar en su caso sobre el c:argo que se le 

estaba fll1C8fldo ó imputando. rindiendo con ello su declaración preparatoria., entendida esta cvmo 

aquella primera declaración en la que el encausado expresar a su favor o en contra la comiSión del 

he<;ho y los puntos contradictorios en los que esta en desacuerdo negando total y rotunda del 

mismo, haciendo del conocimiento a la autoridad las circWlSlanCias de modo tiempo y lugar del 

hecho. si este se encontraba o no .,. simplemente aportara a su favor txpresiones defensivas. a la 

cual se le dará valor probatorio. por ser su primigenia declaración: en este sentido me permito hacer 

las siguientes consideraciones de hecho y derecho en rdación a esta declaración preparatona. si 

consuJeramos que esta pnmera declaración es e.xpuesta de VIva voz. sin coacción o intimidaCIón 

alguna para que el encausado exponga su versión en relación a los hechos. el legislador quisv 
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inocencia en los hechos imputables. dándole los me-dios necesarios para tal fin. esta se destruiría si 

el encausado hubiere rendido Wl8 anterior declaración aceptando parcial o totalmente el hecho 

pWlible alegado coacción y ésta no se pudiere acreditar. de acuerdo al pnncipio de inmediatez, en el 

que se establece que por la cercanía de los hechos se preswne que tiene mayor valor la primera que 

la segwIda ya que se advierte menor aleccionamiento defensivo. yes el caso que en la preparatoria 

niegue el hecho o varie en sus declaración con la primera, considero que en el caso concreto, que no 

debe aplicarse plenamente tal principio, ya que debe de tomarse en elle-nta. los demás medlOS 

probatorios arrojados como lo veremos más adelante. a efecto de valorar mas 'j mejor tal 

declaración. ya que en ocasiones. con ello se deja en total estado de indefensión. perdiéndose en 

cierta manem el espíritu del legislador. al plasmar en tales garantías la posibilidad de demostrar por 

parte del inculpado su inocencia. por lo que al momento de dictar resolución robustezca su condena 

o libertad con todos los demás elemento de convicción arrojados duranti! la secuela procesal y no 

hacer valer totalmente este principio. cuando las demás pruebas demuestren lo contrarlo. ya que nos 

i!n.;onlramos con una evolución de medios coactivos por parte de autoridades y terceros de hacer 

variar la verdad de los hechos desde la primera declaración. y la falta de criterio por parte de 

nuestras autoridades de analizar lo anterior. más sin embargo por la importancia y trascendencia 

que implica la primera declaración, nuestro legislador la elevó a rango constitucional como garantía 

del gobernado en frente de nuestras autoridades. las cuales deben de cumplir totalmente con lo 

estableGido en la misma. lo que robustece las siguientes fracciones de nuestro multicitado artículo 

:::0 Constitucional en el que se encuentra la garantía de defensa en el ámbito criminal. corno lo 

veremos a continuación. 

ro racción IV: 

.. sitmpn- qUt lo solicitt suá entado tn presencia dtl jUtZ con quitnn dtpongan tn su 

contra ... ". 
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Se establece en el presente apartado que únicamente a petición del encausado se 

careará con quien Jo solicite, por 10 que el juzgador no podrá actuar oficiosamente en la aplicación 

de los careos que puedan celebrarse con los testigos que depongan en su contra o con aquél que 

realiza una imputación en su contra, o cualquier otro, en tal virtud la garantía no sera violada. si 

durnnte la secuela procesal no existe careo alguno. más sin embargo es obligación del Juzgador 

hacerle de su conocimiento el derecho que tiene para carearse y si es su deseo no hacerlo. en caso 

de ser afinnativo. los careos se practicarán dando lectura a las declaraciones de los careados a fin de 

que entre si reconvenga: el resultado del careo se asentara en el expediente: nunca se hará constar 

en W1.Q diligencia más de un careo. La autoridad que contravenga esta disposición incurre en 

responsabIlidad. (articulos 227 y 228 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito 

fede",!). 

Cabe destacar que el careo tiene dos aspectos. uno de índole constitucional y otro 

en su aspecto procesal. al respecto la corte argumenta: H •• El careo en su aspecto de garantía 

constitucional. difiere del punto de vista procesaL porque el primero tiene por objeto que el reo vea 

y conozca las personas que declaran en su contra para que no se puedan fOIjar artificiosamente 

testimonios en su perjuicio. y para darle la ocasión de hacerles las preguntas que considere 

pertinentes a su defensa: en tanto que el seglUldo persigue como fm aclarar los puntos de 

contradicción que hay en las declaraciones respectJvas . 

Concluyendo. la protecclón constitucional prevalece sobre la procesal. cuyo fm es 

salvaguardar la defensa y la veracidad de las imputaciones y declaraciones. cuyo resultado 

concedemn al juzgador un panorama sobre el valor de los elementos de prueba, que puedan 

acreditar la inocencia o culpabilidad. de éste. teniendo pleno conocimiento de viva voz de los 

testigos, en presencia de estos. poniendo concebir tales posturas con todos los sentidos y 

defenderse confonne mejor le favorezca. existiendo en ese momento un cuestionanlJento personal y 

real de lo hechos suscitados. lo que se fortalece con el siguiente apartado constitucional. 
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" V.- Se le recibirán 105 testigH Y demás pruebas que ofrezca, concediéndoaele el tiempo que 

la ley e5tim~ DKuario al dedo y auIiliándotele paira obtemr l. comparecencia ck hu 

penonas (.uyo testimonio solicite, siempre que se encuentren en dlugar del proceso ... ". 

lO o., VD.- le .tnn facilitados todos los datos que solicite pan su defensa y que consten tn ti 

proceJo ...... 

Las anteriores fracciones. como plenas garantías de defensa se ven plasmadas en el 

derecho que tiene todo procesado para defenderse a efecto de demostrar su dicho o inocencia dado 

en sus declaraciones. cuyo fin es esgrimir con las pruebas que obran en su contra a efecto de 

esclarecer la verdad de los hechos. por lo que primeramente se le darán todas las facilídades de 

obtener todos aquellos datos que considere pertinentes. así como la posibilidad de que mediante el 

apoyo de la autoridad, comparezcan los L!stigos, así como realiZAr periciales, hacerse de 

documentales publicas. y todos aquelJos elementos de prueba que la ley conceda. y que estas sean 

desahogadas en los términos que establezca la ley, la importancia de estas garantías en concreto. 

consiste. en que la autoridad.. facilite realmente los medios idóneos para confmnar la litis en juicio. 

apoyando a los procesados haciéndoles factibles las pruebas pertinentes, para estar en posibilidad 

de resolver al caso concreto de quien tiene el derecho, es decir, si de las constancias que se hagan 

valer por las partes existen elementos de prueba suficientes para acreditar primeramente los 

elementos del tipo penal que se trate y la plena responsabilidad del inculpado. cuyo objetivo 

principal es sancionar al infractor mediante las penas y medidas de seguridad establecidas por la 

ley. o en caso contrario decretarle sus libertad. ante la existencia de no haber delito que perseguir. 

ya sea por la in comprobación de los elementos del tipo ahora cuerpo del delito y de su 

responsabilidad penal, por Jo que. el incwnplirniento a estas garantías C-Onstitucionales. en los 

términos establecidos, dará origen al amparo y protección de la justicia federal en favor del 

mculpado. al demostrarse el incwnplimiento a estas disposiciones constitucionales. 

Por otra parte, las fracciones VI y \'Ill disponen: 

.. 
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" Será juzgado en audiencia publica por un juez o jurado de ciudadanos que sepan leer y 

etcriblr • vmnOl del lugar y partido en que se C'Hletltre ti delito. siempre que Hte pueda 

ser castigado con una pena mayor de un año de prisión. En todo uso serán juzgados por un 

jurade 101 .. U.oa COIHÜdos por lMdio de la prensa contn el orden publico o la lfIuridad 

exterior o interior de la nación; ... ". 

".Será Jtagado antes de cuatro Rieses si se tratare dr delitos cuya pena máxima no exceda 

de dos años de prisión, y antes de un año si la pena excediere de ese tie .. po, ulyo que 

solicite •• yor plazo para su defensa ...... 

El ser juzgado en audiencia pública resulta ser con el fm es evitar la oscuridad de 

los juicios instaurados en contra de los gobernados. quienes tienen la calidad de encausados o 

procesados, entendidos como aquellos que se encuentran sujetos 8 proceso, en la que públicamente 

se les hace de conocimiento todos aquellos derechos que la ley les concede. además de conocer la 

determinación del juzgador una vez que se a valorado y analizado los elementos de prueba que se 

desahogaron durante la secuela procesaL trayendo como consecuencIa la pena impuesta la cual 

también es pública, así como la amonestación a efecto de prevenir su reincidencia. haciéndosele 

saber los derechos y recursos procesales que la propia ley le concede. mostrándose con ello. W13 

trasparencia en la impartición de justicia que en los tiempos inquisitivo no existia. por lo que he 

aquÍ, los orígenes y motivos del juzgar públicamente a Wl encausado. 

Por lo que respecta el ser juzgado por un jurado de ciudadanos que sepan leer y 

escribir y vecinos del lugar. me permito mencionar que nuestra legislación históricamente a estado 

implicada en WlQ diversidad de corrientes extranjeras. que trajeron como consecuencia la 

legislación que actualmente nos rige. en este sentido. me pennito citar que· en el año 1215 el 

artículo 39 de la Carta Magna Inglesa. conocida por el rey Juan sin TieITIi proclamó el principio de 

nullus liber horno podría ser penado nisi legale iudiciwn pariurn sucnun. el significado iguaJitario y 

democrático de la institución. de ser juzgado por sus pares, es decir por sus iguales y no por el Rey. 
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que ob ... ·üunente no es igual, se acentúa, con la filosofta de la ilustración. que introduce en el campo 

juridico-politico_ los principios de la división de poderes y de la soberanía popular. El pueblo. 

fuente única de la soberania. ejerce la función de jUZ8Bl" mediante la institución del jurado y no 

deberá dar razón de su decisión. sino. simplemente votar con el culpable o no culpable o con el sí o 

no, en los países anglosajones o latinos. respectivamente. el veredicto viene a ser. en consecuencia. 

la expresión de la voluntad popular y. como tal, constituye un acto de soberanía. En los Estados 

Unidos de América. recibieron la herencia del sistema de Derecho Ingles; por lo que hace al jurado 

en 1789 la Sexta enmienda a la Constitución dispuso: • En todas las causas criminales. el acusado 

tendrá derecho a Wl juicio rápido y público por un jurado imparcial del Estado y distrito, de donde 

se hubiere cometido el crimen. el cual distrito será el ya reconocido por ley. .. M.') 

En nuestro país, no es operante el ser juzgado por un jurado" ya que al efecto, 

nuestra Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. en su articulo 21. establece la 

división de funciones. al S1!ñalar. que la imposición de las penas es propia y exclusiva de la 

autoridad judicial. en consecuencia dentro del ámbito criminal, será juzgado por un Juez. el cual es 

el encargado de impartir justicia aplicando las leyes que para el caso estén vigentes en la ley 

sustantiva de la materia. teniendo la investidura de un órgano jurisdiccional. por ende. tales jurados 

se encuentran desplazados al existir un Organo Jurisdiccional por parte del Estado. encargado de 

juzgar y procesar a los delincuentes. 

La fracción VIIl. dispone: 

.. sen jugado anta de cuatro muf'S si se trata~ de delitos cuya pena máxima no txctda de 

dos años de prisión, y antes de un aiio si la pena ucediere de ese tiempo, salvo que solicite 

mayor plazo para su ddensa ". 

2~, Z:Irnor:!. Pin:~ Je!;ÚS Op.CiL p.p. 317,388. 
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La anterior disposición trae como resultado la certidWllbre jurídica y la obligación 

de la autoridad jurisdiccional de ser juzgado en un termino establecido para cada caso en concreto. 

es decir. para cada juicio, atendiendo la círcWlStancia del delito que se trate, por lo que tal garantía 

consiste en Wl3 impartición de justicia pronta y expedita considerando esta disposición. que los 

tiempos establecidos. son suficientes para que el juzgador desahogue todas las probanzas. cierre la 

mstrucción. se de la vista y resuelva en W1 tiempo posible. de acuerdo a los parfunetros 

establecidos, todo en ~neficio del procesado, e"'ítando asÍ, el exceso de tiempo pera ser juzgado. 

resultando al caso de Incumplimiento. la violación de la presente garantía. ya que resultaría injusto 

conceder o aceptar W1 tiempo indeterminado, en el qu.:: injustamente el procesado este privado de su 

libertad.. cuando en el caso. resulte. que no existe delito que perseguir. al no existir pruebas 

suficientes para el acred.itamiento de la comisión del delito que se le imputa, por lo que he aqui. la. 

Importancia de que la autondad cumpla con los ténninos fijados por la ley. ya que tal cirClUlSL:'lI1cia 

únicamente se conocería. al momento de dictar la resolución respectiva. 

fracción IX.-" dude el inicio de su proceso será informado de los derechos que en su favor 

consigna esta constitución y tendrá derecho a una defensa adecuada, por si. por abogado o 

por penon. de su confianza. 5i no quien o no pufdt nombrar dden50r. dnpu" de haber 

sido requerido para hacerlo, el Juez le designara un defensor de oficio. también tendrá 

dertdto • que .u dtfensor a que su defensor fOIIIp.nua en todos los actos del proceso y hte 

tendrá la obligación de hacerlo cuantas veces se le requiera; y ...... 

Acorde al presente apartado. como se 8 estado mencionado dw'ante este precepto 

constitucional, desde el inicio del proceso, así como desde el inicio de su detención o retención. se 

le deben hacer saber todos y cada WlO de Jos derechos que esta constitución le concede. lo que 

confirma, el desarrollo de la secuela procesal. la inviolabilidad de las garantías multicitadas. es 

decir el evitar la tanura. incomunicaciones. oscuridad en la impartición de justicia. parcialidad por 

parte de el juzgador. etcétera señala plenamente en este apartado la garantía de defensa. pero una 
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defensa adecuada y capaz de defenderlo, la cual hará valer. todos y cada uno de los m~di05 de 

prueba ofrecidos por su parte. y refutando las pruebas ofrecidas por la otra parte. que en este caso 

seria el Ministerio Público. cuya ftmción seria debatir en favor de su defenso, defensa que se 

establece por sí, ya que el mismo por el conocimiento de los hechos. esgrimirá en su favor todas 

aquellas pruebas que considere inciertas y falsas con mayor contundencia, haciéndose valer de una 

persona docta en la materia como seria tul abogado. el cual cumpla con Jos requisitos establecidos 

por la ley general de profesiones. la cual avalara. que cumple con los requisitos (como sería el ser 

abogado titulado) para poder ostentar Wl8 defensa dJgna en pro del procesado. o por una persona 

que sea de su confianza la cual se considera que lo apoyara en todo momento. La importancia del 

defensor resulta e una trascendencia histórica real y jwidica. histórica por los ante-eedentes que se 

tuvieron para evolucionar el derecho de los gobernados. aboliendo lo inquisitivo de los sistemas, 

jurídico, debido a la evolución de nuestras leyes, real. por que debe apegarse a las circlUlStancias 

que se establecen en el momento de la sujeción a juicio dentro de los casos criminosos, ya que es 

de advertirse que el sujeto a jWCIO. muchas de las ocasiones ignora. el fondo y la natwaleza de las 

leyes y del juicio que se le instaura en su contra es por lo que el legislador preyio con la pericia 

debida al imponer como garantía constitucional. el dere.cho a una defensa allegada con un perito 

conocedor del derecho, como lo es un abogado o lícenciado en derecho, para que lo defienda en 

todo momento. tan así que finca como obligación al juzgador así como al Ministerio Público corno 

autoridad administratiya. la obligación de requerirle al indiciado o encausado el nombramiento de 

su defensor. ya sea abogado o persona de confianza y e-n caso de no hacerlo. le deberá designar un 

defensor de oficio. y si en el caso no lo hiciere. todas y cada una de las actuaciones que realizará 

carecerán de valor probatorio y dará como resultando la reposición del los autos. hasta que las 

declaraciones o pruebas ofrecidas. estén avaladas por un defensor. el cual tendrá la obligación de 

comparecer todas las veces que le sea requerido por la autoridad de lo que se desprende. que la 

importancia de esta garantía. consiste en que el encausado. procesado. indiciado o reo, en ningún 
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sino, estaríamos nuevamente en un sistema inquisitivo. en el que no tendría ni voz no voto. para 

poder repeler las acusaciones en su contra. ni contaría con los medios necesarios para defenderse. 

ignonmdo en todo momento el juicio instawado en su contra. y los alcances y circunstancias. de la 

problemática juridica que tiene en ese momento; por otra parte nuestra Legislación Constitucional 

contempla,. en la fracción siguiente al establecer: 

.. en ningún caso podrá prolongarse la prisión o detención por falta de pago 

de hooorarios ck defensores o por cu_lquierB otra prestación de dinero. por causa de 

responsabilidad civil o algún otro motivo analogo ...... 

En un pnncipio se establecieron. los requisitos para poder decretar una lormal 

prisión o detenáón de una persona, y mismos que se establecieron en acorde a los nwnerales 16 y 

19 de la Constitución Federal. la cual se sujetaría a proceso a un agente delictivo a un Justo JUICiO: 

resulta. en consecuencia. improcedente permitir que la prisión o detención, este además aparejada 

de aspectos legales. de otra índole. para el pego de honorarios y otras circunstanCias de carácter 

ci .... il, ya que estas deben ser llevadas por cuerdas separadas. es decir. mediante juicios y autoridad,¡:s 

diVersas a la penal. pues. en lo que respecta al ambito penal. únicamente le es. conocer sobre 

hechos., que se consideren delictivos acorde a la ley punitiva. a efecto de imponer las penas y 

medidas de seguridad. sino. perderla su esencia como materia. para lo cual fue creada. por ello. no 

es pennisible prolongar la prisión del procesado o indiciado, ya que la violación esta dispoSición., 

traerla como consecuencia para el que la incwnple. responsabilidad penal. al privarlo ilegalmente de 

su libertad. sin motivo legal alguno, lo que se robustece con lo dispuesto por el artículo 14 de 

nuestra Carta Magna. el cual dispone en su tercer párrafo or •• En los juicios del orden crimmal 

queda prohibida imponer ... pena alguna que no este decretada por W1Q ley exactamente aplicabl,¡: al 

delito de que se trate ..... por lo que. ni por pena. ni por detención provisional deberá prolongarse su 

prisión o detención, derecho que nuestro constituyente, elevó a rango constitucional, para evitar la:; 
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arbitrariedades u abusos por parte de personas civiles y autoridades. asegurando con ello el debido 

apego a las fonnalidades del proceso y a la ley misma, y la posibilidad de resolver esas situaciones. 

ventilándolas en una di\o"tJ'Sídad de materias que nuestro propio sistema jurídico establece. y no en 

el campo penal 

Por otra parte señala nuestro multicitado artículo señala: 

.. tampoco podrá prolongarse la prjsión pl'e'ventiva por mas tiempo del que como máximo 

fije la ley al delito que motivare el prmcso ". 

La antenor disposición. trae una obligación directa para el juzgador. en el sentido 

de que. si en el caso, en el juicio del inculpado por diversas problema de índole procesal, lleva un 

tiempo excedido para el desarrollo del proceso. ya sea por falta de desahogo de pruebas de di,,'ersa 

índole, y otras y no le es posible resolver, sobre su culpabilidad en la comisión del ilícito que se le 

impute. éste, no podrá exceder del tiempo de la pena a imponer de acuerdo al delito cometido. cabe 

mencionar que en cuanto a la imposición de la pena. nos encontramos con la pena legal. la cual 

establece la pena a imponer por la comisión del delito que se trate, misma que se encuentra 

plasmada en la ley punitiva de la materia; la otra, es la pena a imponer judicialmente. la cual 

consistirá. en aquella penalidad que el juez detennine conducente de acuerdo a las circunstancias 

peculiares de ejecución. de modo tiempo y lugar, tomando en cuenta la ilustración. educación. 

escolaridad. etcétera. en la cual discrecionalmente establecerá un grado de culpebilidad equidistante 

entre cualquiera de sus parámetros entre la pena mínima y la máxima a imponer; la otra penalidad. 

es al compurgar la pena impuesta. y esta la determinará la autoridad ejecutora. misma que podria 

minimizar. es decir a la pena impuesta. lo que resulta en el presenta caso y la importancia de esta 

Garantía constitucional. es de que. el que esta privado de su libertad preventivamente. no podrá 

exceder su prisión a la pena a imponer por el delito que se trate, por lo que inmediatamente en el 

caso. de que no se resuelva en los terminos procésaJes su culpabilidad. decretará su libertad por 

compurgada la pena que en su caso resultare imponerle al agente activo del delito, sin ir más alla 
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del tiempo como pena a imponer, lo que se confuma con el siguiente apartado constitucional el cual 

di"""",,· 

..... to toda pena de prisión que imponga una sentencia. St' computara el titmpo de la 

detención ...... 

Si en el apartado que antecede, mencionamos, que la prisión preventiva no excederá 

de la pena a imponer, con mucho más razón la pena impuesta, si marcamos un parámetro de pena de 

5 años por ejemplo, y ése estuvo privado de su libertad provisional un tiempo de 4 años, si se aplica 

la pena total impuesta. se aumentará mas aUa la pena que la ley dispone. lo que resultaría excesIvo 

el tiempo de prisión., y por ende violatorio a todas las garantías que resguardan los tiempos de 

prisión de un sUjeto activo, es decir del delincuente, por tal razón la Importancia que estriba la 

presente garantía constitucional, al obligar a aplicar la ley en estricto cumplimiento ~in exceder de 

las penas y medidas de seguridad que nuestra ley plUlitiva señala por la comiSión de una conducta 

delictiva que de acuerdo a la hipótesis sancionadora, se considera como d~lIto y por ende ser 

sancionado por su comisión. 

5.- "LA IMPORTANCIA DE LAS GARANTIAS DEL OFENDIDO E!Ii SU CALIDAD DE 

GOBERNADO ANTE EL ORGANO INVESTIGADOR" 

Previo a continuar con el presente capitulo, me permito hacer las siguientes 

consideraciones de hecho y derecho que en el caso considero de suma importancia 

Ahora bien, ya que hemos hablado de todos y cada uno de las garantía.,> que 

resguardan los derechos del gobernado, cuando este se encuentra en lUla calidad de presunto 

delincuente o culpable según el caso, en el que observamos la preocupación del constituyente de 

velar por los derechos del hombre y de la humanidad misma, elevando al efecto éstos a rango Je 

garantias mdividuales, pero, que pasa cuando el gobernado tiene una calidad de ,·¡cllma u ofendido, 

hasta que momento podemos decir que se le encuentran violados sus derechos individual\!s. o 
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hemos citado que en efecto. nos encontramos con una institución conocida como el Ministerio 

Público. que a la vez. actúa corno Representante Social, cuyo fin es velar por los intereses de la 

sociedad pero. que pasa, cuando éste. órgano técnico se equivoca en sus resoluciones o 

acusaciones. y que de acuerdo a la ley procesal y constitucional, estas resultan. inapelables e 

irrecurribles. que sucede si únicamente el gobernado por tener la calidad de víctima u ofendido. se 

le miniminizan toda esa serie de derechos constitucionales, que nada más por tener 

representatlvidad la ley fundamentaL le concede únicamente: 

.. en todo proceso penal, la "ictima o el ofendido por algún delito, tendrá derecho a recibir 

asesoría jurídica. a que se le satisfaga de la reparadón del daño cuando proceda. a 

coadyuvar con el ministerio publico, a que se le preste la atención medica de urgencia 

cuando la requiera y las demás qUt señaltn 135 leyes. 

y en rtforma del mn de Itptiembn de 2006. la cual entró en virgor .partir del primtr dia 

del mes d enero de 2001, en donde amplia dh'ersos derechos procésales, esta reforma no toma 

en cuenta 105 derechos constitucional" que por ley le fue otorgado a todo gobernado como lo 

son las garantías indi,,"iduales, ya que con la misma sigue limitando el dencho de respetar 

sus gnantias en 105 juicios del orden crilllinal en su calidad de ofendido. pufos aún. que se 

ad"ierle la tendencia del reconocimiento de sus derechos constitucionales, taDlbi~n lo es que 

deben Itr en forma pito •• YJI que los mis .. os no se pueden respetar en fOrDla caprichosa y a 

consideración o connniencia de una polith"a criminal de conservar el poder o en el caso el 

monopolio del Ministerio Público. como lo es ele ejtrcicio de la acción penal. en el cual 

ohida que ese derecho, se le otorgó a fin de que el indi"iduo en su calidad d~ gobernado no 

se hidua justicia por propia mano, por lo que a juicio penonal. tal garantía resulta 

insuficiente. en relación con todas y cada una de las garantías concedidas al indiciado o 
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procesado. atento 11 las tOOldierationes Que se hicieron en el apartado de las 'arantias del 

cobmlado en su aaIkIad de _¡dado o procesado. ya que si bien el Ministerio Público en su 

afán de su representación e institución de buena fe. en el cumplimiento de sus fmIciones. pretende 

cumplirlas con fallas técnicas, con actos de conupción o conductas semejantes. su función no esta 

cumplida. al rulízar una representación aparente. produciendo una consecuencia irreversible al 

limitar al ofendido o la víctima. ha hacer valer sus derechos constitucionales. cuando el legislador y 

el Ministerio Público se olvidan, que el individuo en su calidad de gobernado delegó su derecho. al 

Ministerio Público para que lo representara. a efecto de no hacerse justicia de su propia mano. 

confiando en las instituciones de promulgación de justicia. le resarCirían sus derechos .... -ulnerados. 

sin embargo. se encuentra defraudada esta cesión de derechos. por los malos maneJos. ineficIencias. 

y conupciones. ejercidas por el aparato de proclrración de justicia. denominado ~1Irusterio Público. 

siendo que el papel real que tiene el ofendido. es ser como una sombra del Representante Social. 

que carece de valor jurídico, al no poder ejercer sus derechos constitucionales. al no ser defendido 

cabalmente. debido al exuberante poder otorgado al Ministerio Público. aunado a que en los juicios 

del orden criminal. no puede impugnar por ningUn medio suficiente y creíble. aquellas 

resoluciones, que vulneran a todas luces sus garantías corno individuo. ya que SI bien tiene al 

Ministerio Público, al no cumplir éste debidamente con las funciones por las que fue creado. no 

tiene razón de ser su representatividad. orillando a que los gobernados puedan dejar el estado 

derecho que se rige, y hagan justicia por propia mano, al no dejarles salida legal. para dirimir estas 

cirC\U1Stancias. aún pese a que la reforma promulgada por el constituyente. para impugnar las 

resoluciones de no ejercicio y desistimiento. pues aún, con la refornla promulgada en fecha 9 de 

Junio del 2000. a la Ley de Amparo. no satisface el pleno ejerciCIO del ofendido en su calidad de 

gobernado. al seguir con la premisa de ejercerlo únicamente dentro de los parámetros de la 

reparacum del daño y no en fOl111R total. ya que continua con la misma postwa de mero espectador 

de sus derechos constitucionales, por lo que falta mas por avanzar. para poder equiparar la balanza.. 
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de las garantías de todo gobernado. en su calidad de ofendido o ,,'íctima o procesado e indiciado. 

siendo endeble todavía el papel que juega en la actualidad ante el Ministerio Público en la 

averiguación previa ante la carente falta de pericia para investigar. atmado a las ,,'oluntariosas 

técnicas de burocratisrno y abuso durante esa inicial etapa procedimental. y más aún durante todo el 

proceso penal. resultando por ende de suma importancia, que se tom..::n en cuanta las garantías del 

gobernado no nada más en la averiguación previa sino en todo el proceso penal. 
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CAl'lTULOID 

EL JUICIO DE AMI' ARO 

1.- EL JUICIO DE AMPARO COMO MIDIO DE CONTROL CONSTITI!CIONAL . 

Dentro de nuestro ámbito de estudio. nos encontramos con lUla forma de control 

constitucional desde diversos ámbitos de competencia en nuestros órganos de! gobierno, como lo o;:s 

el Juicio de Amparo. cuyo objetivo principal es salvaguardar por un lado. la supremacía 

constitucional de la ley y su estricta aplicación y por otro lado su observancia y cwnplimento a la 

mviolabilidad de las garantías individuales o constitucionales. que goza todo gobernado. 

Atento a lo anterior, el control constitucional versara en dos hip6tesis o vertientes. 

la primera cuando se vulnere la supremacía constitucional de la ley y su estlleto cumplimiento. por 

aquellos actos de autoridad que fueron emanados con liberalidad y arbitrariedad. sin tomar en 

consideración Jos estatutos que rigen nuestro sistema legislativo mexicano. dtrigido a la generalidad 

de los gobernados, entendidos estos como personas fisicas, morales y morales oficiales. quienes 

deberán acatar esas disposiciones señaladas. y que al ir más allá de sus facultades. vulnera el 

principio de la Supremacía Constitucional y por ende los derechos de los gobernados; tal y como 

lo establece en su artículo 133 de nuestra Carta Magna. que a la letra dice: • Esta constitución. las 

leyes del Congreso de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la 

misma. celebrados y que se celebren por el presidente de la República. con aprobación del senado. 

it'rán la Ley Suprema de toda la unión. Los Jueces de cada estado 5e arreglaran a dicha 

constitución. leyes y tralados. a pesar de las disposiciones en contrano que puedan haber en las 

constituciones o leyes de los estados·. Dando origen a la supremacía constitucionaL en la que toda 

autondad respetará. Sin mediar justificación alguna a realizar actos te.ndientes a VIolar tales 

disposiciones. lo que se robustece con el principio de exacta aplicabilidad de la ley. consagrado en 
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su artículo 14 párrafo tercero de nuestra Ley Suprema, obligando de esta manera a toda autoridad G 

su estricto cumplimiento: por lo tanto. 10 que se desprende de nuestro citado artículo 133. es que 

toda promulgación de leyes que se realicen por los estados miembros de la federación. no podrán 

ser inferiores a los derechos consagrados en nuestra ley suprema 

En estt orden de ideas. una \o'ez que se a entendido que la promulgación de leyes y 

normas que emanen del presidente de la república con aprobación del senado. de los tratados 

internacionales, y aquellas promulgadas por el Congreso de la Unión. a través del poder legislativo. 

de acuerdo a la división de poderes que establecen los artículo 49 y 50 de nuestm Carta Magna. en 

los que consagra, que el poder legislativo de los Estados Unidos Mexicanos se deposita en un 

congreso generat que se dividirá en dos cámaras. una de diputados y otra de senadores, quienes se 

encargan de discutir y aprobar las leyes. mismas que serán ley suprellla de toda la unión (articulo 

133). en la que los jueces de cada estado, y las disposiciones intemas se sujetaran a la misma. 

entendiéndose por ende. que no podrá legislarse ley alguna que quebrante lo establecido en nuestra 

ley suprema. ni aquellos actos que por su naturaleza reguladora vulneren los principios establecidos 

en la Constituci6n. y como consecuencia resulten considerados como inconstitucionales: al efecto. 

nuestra ley suprema es cierta en establecer los medios de protección y cuidado de tales 

disposiciones, fijando la nornlatividad necesaria para que se cumplan tales principios, por aquellas 

autoridades que en ejercicio de sus funciones las vulneren. previendo. que en caso de haberse ya 

realizado la disposición inconstitucional. la inmediata restauración de tal ilegalidad, mediante la 

nulificación de aquella promulgación de ley o controversia suscitada entre los Estados miembros, 

que hayan transgredido los lineamientos preestabl«idos de acuerdo al pacto federnl, y para el 

debido resarcimiento de dicha disposición inconstitucional. deposita la facultad discrecional del 

poder judicial de la Federación, quien es el único órgano encargado de resolver la legalidad del acto 

o disposición emanada. declarando el derecho al caso concreto. por medio de Wl8 Suprema Cone de 

Justicia un Tribunal Electoral. Tribunaks Colegiados y Unitarios de Circuito. Juzgados de Distrito 
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y en un Consejo de la Judicatura Federal (artículo 94 Constitucional), emitiendo para su debido 

tlmcionarniento las vías juridicas de acceso. que todo estado puede promover mediante la acción 

constitucional al solicitar el amparo y protec<:ión de la justicia federal. a través de la instauración 

del Juicio de Amparo. interporuendoJo contra aquella disposición que le causa agrnvio. de acuerdo 

a las hipótesis nonnativas preestablecidas, mismas que se encuentra reguladas en el articulo 1 U3 

Constitucional que señala" 

.. Los Tribunales de la federación resolvernn toda controversia que se suscite: 

L-.. 

11- Por leyes o actos de la autoridad federal que vulneren o restánjan la soberania de los estados (; 

la estera de competencia del Distrito Federal. y 

lII-Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito federal que invadan la esfera 

de competencia del autoridad federal ". 

Ilipótesis juridicas que se forjan al promulgarse la ley reglamentaria de los artículos 

103 y 107. promulgada ellO de enero de 1936. quien en su articulo 1"'- señala: 

" El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se suscite. 

1- . 

IL- Por leyes o actos de la autoridad Federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los Estados o 

la esfera de competencia del DisUito Federal. Y 

m.- Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito federal que invadan la esfem 

de competencia del autoridad Federal. ". 

Lo que ratifica uno de sus objetivos principales como lo es salvaguardar, de la Supremacía 

Constitucional de la Ley y su esUicta aplicación. 

En segundo témlino. como lo habíamos señalado con anterioridad. es de observancia general el 

cwnplimento a la inviolabilidad de las garantías individuales o constitucionales. que goza todo 

gobernado, cuyo parámetro principal versa en el artículo 10
_ constitucional que a la letra dice. 
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" En los EnadOl Unido¡ :p.leDtanOi todo indi\·iduo gozará de lu garantías que otorga e.ta 

conltitución~ lu cualfs no podrán ftJtrin~ilR ni sUJptndtnr. sino en 105 casos y condiciones 

que ella ••• a establece ..... 

Imposición que resulta obligatoria para toda autoridad que en función de sus facultades 

potestativas puede emitir un acto de autoridad que viOle sus derechos concedidos como lo son las 

garantías indivíduaJes, ya sean de libertad,. legalidad. seguridad jwidica procesal etcétera. y ante tal 

situación surge el rnulticitado Juicio de Amparo. creado para resarcir los actos de autoíÍdad que en 

forma ilegal o arbitraria. vulnera los derechos del gobernado. juicio que se encuentra regulado por 

el artículo 103 fmc.ción 1 de nuestra Ley Suprema que a la letra dice: 

" ... Los Tribunalts dr la Ffileración resolnrán toda controvenia que 5t" suscitt: 

1. - Por leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales ... " 

Lo anterior implica. que los principios regulados en nuestra Ley Suprema. se encuentran 

protegidos. por un juicio denominado de amparo. en el que todo golk:rnado, podrá solicitar el 

amparo y protección de la Justicia Federal. excitando de esta manera al órgano Jurisdiccional 

federal. a resolver su controversia y declare d derecho al caso concreto. es decir. que mediante el 

acto de Autoridad Federal. revoque o modifique aquel acto de autoridad que trajO como resultado la 

violación a sus garantías individuales, trayendo como consecuencia el eficaz Control 

Constitucional que ejerce la propia Ley Suprema para hacer valer y preservar el debIdo 

cumplimiento a sus disposiciones constitucionales. 

2.-EL AMI' ARO INDmECTO y DIRECTO PROCIIDENCIA y DIFERENCIAS 

En el apartado anterior, detemúnamos que la Constitución federal. establece sus 

propIOS medios reguladores. a efecto de salvaguardar su Supremacía ConstitUCIonal en la 

aplicabilidad y estricto cumplimiento de la ley misma. por parte de las autondades y estados 
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miembros de la f edernción, así como el respeto e inviolabilidad de las garantías indi\'iduales, 

entendidos estos como medios de control Constitucional. surgiendo de esta manera el JUICIO DE 

AMPARO, en el que el gobernado solicitará su amparo y protección de la Justicia Federal. pues 

bien. en este orden de ideas. el juicio de amparo se ventilara e iniciara en dos formas una conocida 

como amparo indirecto o bi-instancial y directo o uni-instancial, que surgirá de acuerdo a las 

hipótesis establecidas en la Ley Suprema. así romo la reg1arnentaria. 

Se establece por nuestra Constitución. que el Supremo Poder de la Federación se 

dividirá para su ejercicio en Legislativo. Ejecutivo y JudiciaL este último a su vez deposita su 

ejercicio, en una Suprema Corte de Justicia. un Tribunal ElectoraL en Tribunales Colegiados 

Unitarios y de Circuito. en Juzgados de Distrito y en un Consejo de la Judicatw'a Federal. (art.94t 

como lo establecimos en el apartado que antecede. en el que se detennma que para la resolución de 

las controversias suscitadas entre los estados miembros de la federación y aquelJos aclos que 

vulneren las garantías de los gobernados. se:: <;slablece d poder Judicial encargado de resolver, las 

bases fundamentales de nuestro juicio de amparo las encontrarnos, primeramente. en el artículo 103 

constitucional. en el que se establece que los tribunales de la federación resoh'erán toda 

controversia que se suscite: 

1.- Por leyes o actos de autoridad que violen las garantías individuales; 

ll.- Por leyes o actos de la Autoridad Federal que vulneren o restrinjan la Soberanla de los Estados 

o la esfera de competencia del Distrito Federal. )i 

ill.- Por leyes o actos de la Autoridades de los Estados o del Distrito Federal que Invadan la esfera 

de competencia de la Autoridad Federal 

Hipótesis que traerán siempre aparejada la sohcitud de amparo y protección federal 

de los sujetos a los que se les vulneren estos derechos constitucionales de acuerdo al Pacto federaL 

surge para su confirmación lo establecido en cada WIa de las hipótesis del artículo 107 

Constitucional que establece: 
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Todas las controv~rsias que habla el articulo 103 se sujetarán a los procedimientos 

y fOlllllS de oolen jwidico que detennine la ley estableciendo que el juicio de amparo se seguirá 

siempn: a instancia de parte agraviada, lo que implica la excitación de la acción constitucional a 

que tiene derecho lodo gobernado, además es clara señalando en su fracción 11 la sentencIa sera 

siempre tal, que sólo se OCUJX de individuos particulares limitándose a ampararlos y protegerlos en 

el caso especial sobre el que verse la queja. sin hacer una de.claración general respecto de la ley o 

acto que la motivare, lo anterior, implica un principio de amparo directo y personal, en el que 

resulte ÍDlÍcamente agraviado el quejoso sea gobernado o autoridad o estado miembro de la 

federación que al sufriruria "iolación a lo establecido en el rnultireferido 103 Constitucional 

En este orden de- ideas. una vez defimdo el dere-eho de petición del amparo y 

protección de la Justicia F ooeral que tiene todo sujeto de derecho, nos enfocaremos a defmír la 

procedencia de 1.Ul amparo indirecto o bi-instancial que promueve el amparista~ al efecto la ley 

reglamentaria de los citados preceptos. establece la competencia l procedencia del citado Amparo. 

estableciendo en el artículo 114 de la Ley de Amparo las hipótesis juridicas en las que conocerá la 

Autoridad Federal sobre las controversias que se le hagan de su conocmüento. ratíficando la 

Supremacía Constitucional sobre el acatamiento y estricto cwnplimiento de sus leyes y el ambito 

competencial al señalar: Artículo 114 .- " El amparo se pedirá ante el Juez de Distrito: 1.- Contra 

leyes federales o locales, tratados internacionales. reglamentos expedidos por el presidente de la 

República de acuerdo con la fracción 1 del articulo 89 Constitucional. reglamentos de leyes locales 

ex-pedidas por los gobernadores de los Estados u otros reglamentos. decretos o acuerdos de 

obsenrancia general, que por su sola entrada en vigor o con motívo del primer acto de aplicación. 

causen perjuicio al quejoso: I1.- Contra actos que no provengan de tribunales Judiciales 

Administrativos o del trabajo. En estos casos. cuando el acto reclamado emane de un procedimiento 

seguido en fonna de juicio. el amparo sólo podrá promoverse contra la resolución definitiva por 

violaciones cometidas en la misma resolución o durante el procedimiento, si por virtud de estas 
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últimas hubiere quedado sin defensa el quejoso o privado de sus derechos que la ley de la materia le 

conceda, a no ser que el amparo sea promoVIdo por persona extmña a la controversia; lll- Contra 

actos de Tribunales Judiciales. administrati1ios o del trabajo ejecutados fuera del juicio o después 

de concluido. Si se trata de actos de ejecución de sentencia, sólo podrá promoverse el amparo 

contra la última resolución dictada en el procedimiento respectivo. pudiendo reclamarse en la 

misma demanda las demás violaciones cometidas durante ese procedimiento. que hubieren dejado 

sin defensa al quejoso. Tratándose de remates. sólo podrá promoverse el juicio contra la resolución 

definitiva en que se apruehen o desaprueben; IV.- Contra actos en el juicio que tengan sobre las 

personas o las cosas una ejecución que sea de imposible reparación: V,- Contra actos ejecutados 

dentro o fuera de juicio. que afecten a personas extrañas a él. cuando la ley no establezca a favor 

del afectado algún recurso ordinario o medio de defensa que pueda tener por efecto modificarlos o 

revocarlos. siempre que no se trate de juicio de tercena: Vl- Contra leyes o actos de la autoridad 

federal o de los Estados. en los casos de las fraccion~ n y ID del artículo Primero de esta Ley". 

Por otra parte. nuestro amparo Directo o Uni-instanciaL resulta diferente en cuanto 

a sus hipbtesis de procedencia. pues de acuerdo al Titulo Tercero de la citada Ley de Amparo en el 

que se establece DE WS JUICIOS DE AMPARO DIRECTO ANTE WS TRIBUNALES 

COLEGIADOS DE cmcurro, se establecen las disposiciones especificas. por lo que en su 

artículo 158 es claro al señalar cuando es procedente el Juicio de Amparo. así como el órgano 

Jurisdiccional competente para resolver sobre las controversias que se le hagan de su conocimiento, 

al establecer: • El juicio de amparo directo es competencia del Tribunal Colegiado de CirCUito que 

corresponda. en los témlinos establecidos por las fracciones V y \1 del artículo 107 constitucional. 

y procede contra sentencias defmitivas o laudos y resoluciones que pongan fin al JUIcio. dictados 

por los tribunales judiciales administrativos o dd trabajo, respecto de los cuales 110 proceda 

ningún rtcurso ordinario por el que puedan ser modificados o revocados, ya sea que la violación 

se corneta en ellos o que, cometida durante el procedimiento. afecte a las defensas del quejoso 
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trascendiendo al resultado del fallo, y por violaciones de garantías cometidas en las propias 

sentencias. laudos o resoluciones indicados. Para los efectos de este articulo, sólo será procedente 

el Juicio de Amparo (ootra sentencias definimill o laudos y resoluciones que pongan fin al 

juicio. dictado por los tribunales civiles, administrativos o del trabajo. cuando sean contrarios a la 

letra de la ley aplicable al caso. a su interpretación jurídica o a los principios generales de derecho 

a falta de la ley aplicable. cuando comprendan acciones. excepciones o cosas que no hayan sIdo 

objetos del juicio. o cuando no las comprendan todas por omisión o negación expresa. Cuando 

dentro del juicio swjan cuestiones. que no sean de imposible reparación. sobre constitucionalidad 

de leyes, tratados internacionales o reglamentos. sólo podrán hacerse valer en el amparo directo 

que proceda en contra de la sentenCJ3 definitiva. laudo o resolución que pongan fin al juicio ~ 

y aún más. resulta ser más especifico al establecer las hi~sis por materia en los 

artículos precedentes aJ señalar: 

.. Artículo 159 . - En los juicio seguidos ante los Tribunales Chiles, 

Administrativos o del trabajo. se consideran violación a las leyes del procedimiento y que afectan 

las defensas del quejoso: 

1.- Cuando no se le cite al juicio o se le cite en forma distinta de la prevenida por Jaley; 

1L - Cuando el quejoso haya sido mala o falsamente representado en el juicio que se trate; 

m,- cuando no se le reciban las pruebas que legalmente haya ofrecido. o cuando no se reciban 

conforme a la ley; 

IV. - Cuando se declare JJegalmente confeso al quejoso. a su representante o apoderado: 

V. - Cuando se resuelva ilegalmente Wl incidente de nulidad; 

VI. - Cuando no se le concedan los ténninos o prórrogas a que tuviere derecho con arreglo a la ley: 

VII.- Cuando sin su culpa se reciban. sin su conocimiento, las pruebas ofrecidas pOr otras partes 

con excepcIón de las que fueren instnunentos públicos: 
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VID.· Cuando no se le muestren algunos documentos o piezas de autos de manera que n puedan 

alegar sobre eUos: 

IX.· Cuando se te desechen los recursos a que tuviere derecho con arregto a la ley, respecto de 

provJClencias que afecten panes substanciales de procedmllento que produzcan indefensión. de 

acuerdo con las demás fracciones de este mismo artículo; 

x- Cuando el tribunal judicial administrativo o del trabajo. continúe e-l proce-dimiento después de 

haberse promovido una competencia. o cuando el Juez. }...1agistrado o miembro de un tribunal del 

trabajo impedido o recusado. continúe conociendo del juicio, salvo los casos en que la ley lo 

faculte expresamente para proceder ~ 

Así mismo. dentro del ámbIto penal establece las hIpóteSIS de procedencia. siendo 

estas las siguientes: 

Artículo 160.- H En los juicios del orden penal se considerarán violadas las leyes del procedimiento. 

de manera que su infrac¡;;ión afecte las defensas del quejoso: 

1.- Cuando no se le haga saber el motivo del procedimiento o la causa de la acusación y el nombre 

del acusador particular si lo hubiere. 

II.- Cuando no se le permita nombrar defensor. en la fOIma que determine la ley: cuando no se le 

facilite, en su caso, la lista de defensoro!s de oficio. o no se la haga saber el nombre del adscrito al 

Juzgado o triblUlal que conozca de la causa. SI no tuviere quien lo defienda: cuando no se le facilite 

la manera de hacer saber su nombramiento al defensor designado; cuando se le impida comunicarse 

con él o que dicho defensor 10 asista en alguna diligencia del proceso. o cuando. habiéndose 

negado a nombrar defensor, sin manifestar expresamente que se de:fende:rá por sí mismo, no se le 

nombre de oficio: 

ill.- Cuando no se le caree con los t.cstigos que hayan depuesto en su contra, si rindieran su 

declaración en el mismo lugar de.! juiCIO Y estando también el quejoso en eL 
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IV. - Cuando el Juez no actúe con secretario o con testigos de asisten;:.ia o cuando se practIquen 

diJigencias en fonna distinta de la prevenida por la ley; 

Y.- Cuando no se le cite para diligencias que tenga derecho a presenciar o cuando sea citado en 

forma ilegal, siempre que por ello no comparezca; cuando no se le admita en el acto de la diligencia 

o cuando se le cuarten en ella derechos que la ley le otorga~ 

VI. - Cuando no se le reciban las pruebas que ofrezca legalmente. o cuando no se reciban con 

acuerdo Q derecho: 

VII - Cuando se le desechen los recursos que tuviere conforme a la ley. respecto de providenCias 

que afecten partes substanciales del proccdímiento y produzcan mdefensión.. de a....-uerdo con las 

demás fracciones de éste mismo artículo; 

VIII. - CUBndo no se le suministren los datos que necesite para su defensa; 

IX.- Cuando no se celebre la audiencia pública a que se refiere el articulo 20 fracción VI de la 

Constitución Federal. en que debe ser oído en defensa. para que se le Juzgue; 

x- Cuando se celebre la audiencia de derecho sin la asistencia del1"\gente del Ministerio Público a 

quien corresponda fonnutar la requisitoria; sin la del Juez que deba fallar o la del secretario o 

testigos de asistencia que deban autorizar el acto: 

XI. - Cuando debiendo ser juzgado por un jurado. se le juzgue por otro tribunal~ 

XII.- ...•. 

Una vez expuesto lo anterior, sólo nos basta mencionar para el efl!Cto del pr~nte 

apartado. que las diversas hipótesis de procedencia de amparo indirecto y directo que se citan. se 

establecen de acuerdo a su materia, competencia y por su propia naturaleza del acto que se reclama. 

sm entrar a mayor profW1didad en su estudio. debido a los parámetros de análisis ya establecidos en 

nuestro presente capitulo. sin embargo no pasa desapercibido la necesidad de señalar las diferencias 

entre ambos. es decir. entre nuestro multicitado amparo directo e indirecto. 
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En primer termino. el amparo indirecto o Di-instancial, de acuerdo al ámbito 

competencia de la autoridad que conocerá del astDlto, seni un Juez de Disttito. pues. de acuerdo a la 

naturaleza de la acción constitucional ejercida y del acto reclamado por el quejoso, este no deben 

ser actos de sentencias definitivas o laudl..lS laborales defmitivos, es decir que estas resoluciones no 

pongan fin al juicio. 

En cambio. a diferencia del anterior. el amparo directo o tmi·instancial. de acuerdo 

a su ambito de compete.ncia, este será ventilado ante un Tribunal Colegiado de Circuito, y para los 

efectos de procedencia. de acuerdo a la naturaleza del acto reclamado por el quejoso será instaurado 

en contra de sentencias defmitivdS o laudos y resoluciones que pongan fm al juicio. lo que implica 

para un mejor entendimiento de esta gran diferencia de los actos que se reclaman entre WlO y otro 

juicio, nos evocaremos al señalamiento de los artículo 44 y 46 de la Ley de Amparo, quienes son 

claros al señalar. el primero: .. El amparo contra las sentencias definitivas o laudos, sea que la 

violación se cometa durante el procedimiento o en la sentencia misma. o contra resoluciones que 

pongan tin al juicio. se promoveni por conducto de la autondad responsable .... ; ratificando y 

aclarando la naturaleza del acto el artículo 46 establece: " para los efectos del artículo 44. se 

entenderán por untencias definitivas las que decidan el juicio en lo principaL y respecto de las 

cuales las leyes comtmes no concedan ningún recurso ordinario por virtud del cual puedan ser 

modificadas o revocadas. También !t consideran corno sentencias defmitivas las dictadas en 

primer instancia en asuntos judiciales dd orden civil. cuando los interesados hubieren renunciado 

expresamente la interposición de los re.cursos ordinarios. que procedan. si las leyes comunes 

pemúten la renuncia de referencia.. Se entenderán por rüolucionf"1i qUf" ponen fin al juicio. 

aquéllas que sin decidir el juicio en lo principal. lo dan por concluido y respecto de las cuajes las 

leyes comunes no concedan ninglin recurso ordinario por virtud del cual puedan ser modificadas o 

revocadas ~. Aclarando de esta manera. la importancia de conocer la trascendencia del acto 

reclamado y los efectos juridicos que traen aparejados, el conocimiento de la diferencia y 
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procedencia. de un amparo indirecto y un amparo directo. basándonos en la directriz entre ambos 

juicios. 

3.- EL RESARCIMIENTO DE LAS GARANTIAS INDIVIDUALES COMO OBJETIVO 

DE LA JUSTICIA CONSTITIJCIONAL . 

Durante el cuerpo del presente capitulo, ~ han analizado las divl!rsas fomas 

jwidicas que nuestro sistema judicial mexicano. hace valer para preselVar la legalidad norrnatividad 

y estricto cW11plimiento de las leyes, iniciando desde nuestra Carta !\1agna o Ley Suprema. que da 

un marco de control constitucIonal desde de nuestros diversos ámbitos competenciales de legalidad 

utilizando como instrumento al juicio de amparo, cuyo objetivo principal es salvaguardar por un 

lado. la supremacía constItucional de la ley y su estricta aplicación y por otro lado la obsef\!aIlcia y 

cumplimento a la inviolabilidad de las garantías individuales o constituciOnall!S. 'frJe goza todo 

gobernado. 

Por ende. al ejercer la nonnatividad en pro de la estricta aplicación de le ley. y la 

protección de las garantías. a través del juicio de amparo. como medio controlador constitucional de 

todos tos organos de gobierno. en donde se encuentran intrínsecas las autoridades gubernamentales 

capaces de prornuJgar, dictar o resolver, sobre ciertas circunstancias de hecho y derecho que se 

suscitan durante el ejercicio de sus nmciones, dando como resultado. aquil acto di! autoridad. que a 

Juicio del gobernado le causa agravio o detrimento en sus derechos objetivos y suhjetIVos. y corno 

consecuencia, hace uso de su derecho subjetivo al ejercer la acción constitucional. la cual k 

permite solicitar el amparo y protección de la justicia federal por medio de la instauración del juiCIO 

de amparo, y el ejercicio del poder judicial a través de sus organos jurisdiccionales encomendados 

para tal efecto (art.94 constitucional). mismo que al observar el acto inconstitucional emitido por la 

autoridad señalada como responsable. reso¡"¡erá de acuerdo a sus facuJtades y las constancias 
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atención a los principios reguladores del juicio de amparo, establecidos en los artículos 103 Y 107 

constitucionales. emitiendo en consecuencia, una resolución que establezca que aquél acto de 

autoridad resulta violatorio de garantías o tal promulgación va en contra de la ~upremacía 

constitucionaJ, de acuerdo a la naturaleza del acto y de qui~n lo solicita, es ahi donde se configura 

el resarcimiento de las garantías individuales del quejoso o ampansta, que soilcitó al amparo de la 

justicia federal, obligando a que aquella autoridad responsable dicte o emita acto diverso, que 

redargulla y respete los derechos del gobernado, y nulifique o deje sin efecto aquél que vulneró 

tales garantias, es aquí en donde se advierte el fenómeno supremo de Justicia Constitucional, al 

redargüir, los derechos quebrantados por aquél acto emitido que la lesionó, y volviendo las cosas al 

estado en que se encontraban antes de dictarse aquella resolución, dando margen de acuerdo a las 

competencias y procedimientos legales previamente establecidos para el caso, en que la autoridad 

perfeccione sus acciones potestativas que le son conferidas de acuerdo a sus funciones. (lo que se 

conoce amparo para efectos, y amparo con amplitud de junsdicclón de acuerdo a la naturaleza del 

acto emanado), pero mientras, en justicia subsanó aquellas garantías constitucionales del 

gobernado, entendiendo de esta manera a groso mooo, la Importancia del juicio de amparo. y el 

resarcimiento que en justicia le concede a todo gobernado, en términos del articulo 10 de nuestra 

Ley Suprema, ratificando el respeto de la supremacía de la Constitución Federal. sobre tClda aquella 

autoridad u organo de gobierno que infringe sus disposiciones, en terminos de los artículos 133 Y 

124 de l. Carta Magna 

Habida cuenta lo anterior, me pennito señalar. que la fmalidad y objetivo de 

nuestro Sistema ConsutucionaL mediante la forma de control cOllShtucional que presenta. es en 

primer lugar, como se cito con anterioridad, la salvaguarda de la supremacía constllucional a través 

del debido Y estricto cumplimiento de las leyes y el respeto a las garantías Individuales. cuyo 

objetIVO de ambos, es el prever el resarcimiento de aquellos derecho~ que fueron mfringidos por 
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aquél acto de autoridad que transgredió la norma o ley y las garantlas individuales o derechos del 

hombre. procurando en Justicia Constitucional. la restauración de esos derechos. como objetivo 

principal y final del tal control constitucional. 
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CAPITULO IV 

EL AMI' ARO COMO MEDIO DE CONTROL CONSTITUCIONAL DEL MINISTERIO 

PUBLICO 

1.- EL MINISTERIO PUBLICO EN LA A VERIGUACION PREVIA 

Es de recordar que la institución del Ministerio Público es de buena fe, y que a su 

vez funge como Represente Social, 'i para tal efecto se basa en una diversidad de fllilciones, que le 

son encomendadas para la debida defensa de los intereses de la sociedad, de acuerdo a lo 

establecido en el artículo 21 y 102 de la Constitución Federal de nuestro país, le encomienda la 

investigaCión, persecución y acusación de hechos considerados como delictivos, y mismos que de 

acuerdo a la Ley Punitiva de la Materia son considerados como delitos, de acuerdo a las hipótesis 
sancionadoras establecidas previamente en esa ley, surgidas por la diversidad de comportamientos 

humanos, y a fin de salvaguardar la paz y la seguridad social, nos enfocaremos en el presente 

apartado a enmarcar la conceptuación y relación de la averiguación prevla y el Ministeno PUblico 

Desde un punto de vista general, el vocablo averiguación se define como "la acción 

indagatoria que realiza para descubrir la verdad ~ y conserva su esencia en el significado del ténnino 

legal (averiguación Previa), que como fase preliminar del proceso penal, está onenlada a descubrir y 

comprobar la verdad sobre los hechos denunciados como constitutivos de un probable delito así 

como la consecuente presunta responsabilidad. 26 

El articulo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

establece la atribución del Ministerio Público de investigar y perseguir delitos, esta atribución se 

~6 EL MIN1S1BUO PUBUCO EN EL DISTllITO f'IDEltALPrOCWllCbi.GmenI dt luIlid. del Di.crilo Ftdu-al. p_p_ 106 
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refiere a dos momentos procedí mentales: el preprocesal y el procesaI~ el preprocesal abarca 

precisamente la averiguación previa_ constituida por la actividad investigadora del Ministerio 

Público_ tendiente él decidir sobre el ejercicio o abstención de la acción penal; el mencionado 

artículo 21 Constitucional otorga por una parte una atribución al Ministerio Público_ la fW1Ción 

investigadora au.'\.iliado por la policia judiciaL por otra. una garantía para los individuos, pues sólo 

el Mirusterio PúbJico puede investigar delitos. de manera que la investigación se inicia a partir del 

momento en que el 1'I.finisterio PUbli.:o tiene conocimiento dI! un hecho posiblementl! delictivo. a 

través de lUla denuncia. una acusación o querella. y tiene por finalidad optar una sólida base 

Jurídica por el ejercicio o abstl!nción de la acción ¡xnal, no nl!cl!sanamente ejercitar la acción 

penal 

Debe el Ministerio Público iniciar su función investigadora partiendo de un hecho 

que razonablemente puede preswnu-se delictivo. pues de no ser así. sustentaría la averiguación 

previa en una base endeble. frágil. que podría tener graves consecuencias en el ámbito de las 

garantías individuales jurídicamente tuteladas.~' 

Por lo tanto. el titular de la a\"l!nguación pre\"ia es el ~1inistl!rio Público, lo que S~ 

desprende del precepto constituCIOnal antes citado. que contiene la atribulación del Ministerio 

Público de averiguar. de investigar los delitos, evjdent~mente el Ministerio Público tiene la 

atribución de orden constitucional de averiguar los delitos y esta atribución la lleva a cabo mediante 

la averiguación previa, la titularidad de la a .... eriguación corresponde al Ministerio Público. 28 

Atento a Jo anterior. el suscrito. corrobora. que el Ministerio PUblico efectivamente 

es el titular de la Averiguación Previa pues. de acuerdo a lo estipulado en los artículos 21 'j 102 

Constitucional. que establecen la función de investigar todos y cada uno de los hechos que se le 

hacen de su conocimil!nto. a tra\"és de la reW1ión de los requisitos procésales como lo son la 

.¡ Idtm p. 110. 

2S Ollorio j' Ni~o Ct~ ;\ugldo 1..'\ :\VERIGU;\C1C~! PR8.1.\ Ed. Pomb,Mitito 199~ p.p.-u 
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denuncia acusación o querella, que a su vez son tomados en consideración por el artículo 16 

constitucional, como requisitos procésaJes, estos parámetros. se encuentran contemplados por el 

articulo 3° f'rac(:ión 1 del Código de Procedimientos Penales para el Distrito federnl. el cual toma 

como base esos preceptos, para fortale.cer el reconocimiento del Mmlsteno Púbhco. como utuJar de 

la averiguación previa, así como lo establecido en el artículo 1°, 2" fracción 1 y 3 fracclOnt's 

lllJIlIV, V, VlII.XXI y xn de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de JusticIa del DlStnto 

Federal, que corroboran tal atribución. 

Una vez. que se han establecido lo anterior. es ne-eesano señalar que el 

Rl!presentante Social, en esta fase preprocesal denominada averiguacían previa o indagatoria.. para 

el debido cwnplimiento de la flUlción de Investigar delitos. se hace valer de dIversos medi"s como. 

ciencias y técnicas auxiliares que le pemüten esclarecer y tener un mejor conocimiento de la verdad 

conocida de la que se busca. hasta integrar en su conjIDlto pruebas idóneas que permitan establecer 

la preSWlci6n de responsabilidad penal del sujeto acti .... o o delincuente y la integración de lv~ 

elementos del tipo penal del delito. ahora. cuerpo del delito. que se le impute. pruebas que 

arrojadas de esta averiguación previa. pennitan considerar preSW1tl .... amente culpable al indiciado) 

consecuentemente estar en posibilidad técnico juridica de ejercitar la acción penal en su contra a 

efecto de establecer la consignación respecti .... a. poniéndolo a disposición de la autoridad judiciaL 

facultada para enjuiciarlo. en la siguiente fase denominada procesaL en la que el Organo 

Jurisdiccional respectivo, le entablará juicio. fijando la litis penal respecti .... a. al momento de 

determinar su situación juridica. como consecuencia del cúmulo probatono arrojado por esta 

consignaci6n realizada en su contra, reuniendo anticipadamente los requisitos de ley. qi.l¿ 

cwnplirnenten las fonnalidades esenciales del procedimiento. Jo que, nos permite entrar al análisis y 

fondo al siguiente apartado. 
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1.1.- EL l\UNlSTERIO PL'BUCO y LA ACCION PEl'fAL 

Como se ha observado en el apartado que antecede. la relación primordial que 

existe entre la averiguación previa o acción indagadora del Ministerio Público, en la que se advierte 

que tiene como fin. d hacerse llegar de elementos de prueba idóneos. para integrar el cuerpo del 

delito. y la probable responsabilidad del sujeto activo del delito, se ve reflejada al momento de 

ejercitar la acción penal respectiva. en la que hace valer su conocimiento técnico juridico al fi!alizar 

en fonna sucinta una exposIción de proposiciones concretas del hecho punible que se le atnbuya al 

indiciado. citando leyes y jurisprudencias aplicabks. solicitando las penas aplicables por su 

comisión. siendo de esta forma que cumple con la función de investigar los delitos. que le confiere 

el artículo ~ I constitucional. de donde se desprende su acción monopólica del ejercicio de la acción 

penal. 

Por lo tanto. es de entender a la acción penal, como la atribución constitucional 

exclusiva que le confiere al Ministeno Público. parn solicitar al Organo Jurisdiccional. la 

aplicación de la ley penal. imponiendo la penas y medidas de seguridad respectivas. La acción penal 

tiene corno pnncipio el acto del ejercicio de la acción penal, corno el arranque. el punto en el cual 

reClUTe al Organo Jurisdiccional y provoca la fWlción correspondiente; la consignación es el prima 

acto de la acción penal. "" 

Lo an~rior. encuentra su apoyo legal, en nuestro multicitado articulo ~ 1 

Constitucional. :::!o del Código de Procedimientos Penales para el Distrito Federal. 2° fracción 1 y 4" 

fracción 1 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Distrito federal. 

disposiciones de las que se desprende la titularidad del ejercicio de la acción penal. 

29 1dmJ.p.:!4 
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Mora bien. como se mencionó en el segundo capitulo del presente estudio, el 

Ministerio Público tiene la obligación de respetar los lineamientos constitucionales y procésales en 

el momento procesal que se encuentra. es decir, una vez qUe tiene reunidos una di .... ersidad de 

elementos de prueba que le penniten determinar la situación juridica del gobernado. al momento de 

ejercitar su acción respecti .... a debe reunir los requisitos establecidos primeramente en el artículo 16 

de nuestra Ley Suprema. acreditando consecuentemente. el cuerpo del delito que se trate y su 

probable responsabilidad del indiciado. pr~diendo denuncia. acusaci6n o querella de un delito 

sancionado cuando menos con pena privativa de libertad y. hecho lo anterior deben'! consignar al 

sujeto acti .... o. a efecto de cumplir con los ténninos y lineamientos que lo obligan. 10 anterior en 

términos del artículo 16 Constitucional. que establecen el término de 48 horas para detenninar la 

situación del indiciado. 

Una vez que se ha establecido. la obligación del MInisterio Público de ejercitar la 

acción penal, cuando se encuentren reunidos los requisitos procésales señalados por el artículo 16 

constitucional. se procede con el acto de consignación. el cual se realizará con o Sin detenido. 

dependiendo de las hipótesis procésales de la indagatoria claramente establo;:.::idas ,¡:n el capitulo 

primero, en el que se señaló los requisitos procésales que debe reahzar el A quo. al momento de 

recibir y dar trámite a la consignación. en el que debe establecer si se acredita lo establecido en el 

artículo 16 Constitucional. cuando la consignación es con detenido. ratificando en ese momento la 

detención o retención del mismo. determinando a su VioZ su competencia para convcer del asuritO. y 

continuar con los requisitos procésales como tomar su declaración preparntona y determinar en el 

plazo constitucional la situación jurídica del indiciado; y si rc!SUlta la cOJl.Slgnac16n sm det~nido. 

deberá determinar denb"o de las veinticuatro horns de su actuación la procedencia de la solicitud de 

la orden de aprehensión. cuando se demuestre el acreditamiento del cuerpo del delito y su probable 

responsabilidad. cuando por tal acción delictiva merece pena privativa de libertad resultando en el 

caso, la procedencia de la orden de aprehensión; pero. esa no es la problemática del pr,¡:sente 
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apartado. SIDO resaltar la importante obligación que tiene el Representante Social. del ejercicio de 

la acción penal en fonna correcta, pues resulta ser ésta, la parte medular del proceso penal. y que en 

la misma debe precisar exactamente primero a).· La hipótesis punitiva acorde a la naturaleza de los 

hechos que se le han hecho de su conocimiento. b).- Señalar precisamente su pretensión ptmitiva al 

ejercitar la acción penaL fundando y motivando sus pretensiones, y c).- Especificar, las sanciones 

respectivas. entendidas como las penas y medidas de seguridad a las que el encausado se ha hecho 

acreedor por su comisión ilicita. concluyendo con todo dio, una base bien sustentada que se rebata 

en forma legal durante el proceso. con el fin de permitir que al ofendido. realmente tenga la 

restitución de esos derechos ,rulnerados por ese actuar delictivo. y así no propiciar la libertad del 

sujeto actIvo del delito. en sentencia defimtiva. al no demostrar sustentadamente con el cúmulo 

probatorio la plena responsabilidad penal dd agente. es por lo que, la integración de la 

averiguación previa resulta ser de suma importancia en el proceso penal. 

2.· ACTOS SUSCEPTIBLES DE RECLAMARSE EN AMPARO. 

Durante el cuerpo del presente estudio jurídico, del amparo contra el no ejercicio 

de la acción penaL se ha entablado la preocupación que existe por parte de nuestro sistema 

Jurídico. de salvaguardar la supremacía constitucional 'j el respeto de las garantías individuales que 

goza todo gobernado, como sujeto de derecho. pues bien. en el presente apartado nos evocaremos a 

recordar algunos actos que serían susceptibles de reclamarse en amparo, detenninándolos dentro de 

un marco de procedibilidad. en el proceso penal. al hablar de actos Impugnados en amparo. 

podernos entender en diversas .·ias jurídicas 'j de diversa naturaleza. sin embargo de acuerdo a la 

problemática existente en el preproceso o fase Indagatoria iniciada por el Ministerio Público. me 

permito considerar que ~todos aquellos actos susceptibles de reclal1l~ en amparo. son aquellos 

actos de autoridad que emitidos en forma arbitrana (1 deliberada violan directamente los derechos o 

garantías individuales del gobernado, al privados de sus derechos objetivos y subjetivos, que 
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protege nuestra constitución. de acuerdo a lo establecido en el artículo 10 de nuestra Ley Suprema". 

confonne a la constitución las garantías fundamentales que protegen al mdiciado están contemdas 

en los artículos 5". 8°, 13°, 14°, 16°, I 7". 18°. ::o frn<:Giones n, V, IX Y X, )' 21 qu< intapretados a 

contrnrio sensu se infieren actos que pueden ser recurridos en vía de amparo. corno lo son: el 

obligar al indiciado sin su consentimiento ni retribución alguna a laborar; el de no darle 

contestación a las solicitudes que demande de alguna autoridad: el no ser juzgado por autoridades 

com~kmtes: la carencia de la falta de fundamentación y motivaclon en caja Ui18 de las actuaciones 

de la autoridad que emite el fallo: no aphcar las leyes en cuanto su espec¡aJidad o generalidad. no 

juzgarlo mediante previo juicio o procedinliento previo. el cual resulta obligatorio para toda 

autondad: el no cumplir con las formalidades del procedimiento: no aplicar las leyes nuevas que 

beneficien al índiciado~ ejercer detenciones improcedentes. cuando no se encuentren en las 

hipótesis estable.cidas por la ley como J(l serían las figwas juridicas de flagrancia o caso wgente: no 

detaminar la libertad inmediata cuando esta ~ procecknte: ser reterndv por el Ministerio Público 

durante la averiguación previa. por mas de cuarenta y ocho horas: no cumplir con el término de 

setenta y dos horas. al poner al indiCiado a disposición dentro de las cuarenta y ocho horas Sin 

elementos de pruebe suficientes; realizar los careos sin previa reunión de los requisitos d~ 

procedibilidad~ ejercer la consignación sin rewür los reqUisitos de procedibilidad: decretar prisión 

por asuntos de deudas de índole civiL detener al indiciado fuera de los lugares establecidos: detener 

a sujetos menores de ~ ejercer malos tratos o tortura. no hacer del conocimiento al indiciado o 

encausado del delito que se le imputa. dejar en estado de incomunicacion o e.iercer intimidación al 

indiciado o encausado~ no permitirle el swnlnistro o aurcamiento de datos para ejerc.!r su debida 

defensa: negar el nombramiento de su defensor para que lo defienda: negar o entorpecer el 

ofrecimiento de pruebas; obligar al mdiciado o procesado a declarar: detener al indiciado o 

procesado por falta de pago de honorarios de sus defensores: por responsabilidad civil u otro 

concepto aruHogo; por otrn parte el Código de Procedimientos Penales para el Distrito federal. 
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establece en sus artículos 3"bis, 59. lOO. 1:6, 132, 134bis, 136, 152,165bis. 183. 184. 187, 188, 

203.262.266.267.268,269.271. 272. 273. 285 bis. otol]!Bll ciertas gamntias al indiciado. mIsmos 

que interpretados a contrario sensu nos penniten la instauración del juicio de garantías al establecer 

ciertas hIpótesis de procedencia como lo son: negar la libertad del indiciado y ejercitar acción penal 

en su contra, cuando exista una causa excluyente de responsabilidad; ejercitar acción penal cuando 

sólo exista la confesión del indiciado: negar la entrega de vehículos en depósito a su legitimo 

propietario; negar la atención médica al indiciado lesionado o enfenno: ejercer incomunicación 

mtimldación y tortura durante la averiguación prcVl3. no reWlir los requisitos procésales para tornar 

la confesión; entre otros. mismos actos que por resultar \"Íolatorios a lo dispuesto en la lt:y 

Suprema. son susceptibles de redamarse en amparo. de acuerdo a las hípótesis establecidas en ley 

y. ahora con la reforma del 9 de junio de 2000 el recwrir por vía de amparo el no ejercicio y 

desistimiento de la acción penal, concatenados a la nonnatividad que regula el control 

constitucional, el cual vigila el estricto cumplimiento y respeto a tales garantías, cumple con la 

salvaguarda del indivlduo o gobernado mayormente en su calidad de indiciado. más en forma plena 

en su calidad de víctima u ofendido. como se ha puesto de manifiestó en el cuerpo del presente 

anaJisis jwidico. tal y como se abunda en el siguiente apartado. 

z.J.- LIMITACION DEL OFENDIDO ANTE LA SOLICmJD DE AMPARO 

Nuestro país, se encuentra regido por un conjunto nonnativo, que se fundamenta 

por la Ley Suprema la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, cuyo sistema a 

creado un mecanismo de defensa que impide la ruptura y desequilibrio de nuestra Carta Magna, 

esta protección opera a través de una forma de Control ConstitucionaL surglendo corno pwno de 

estabilidad. el Juicio de Amparo, cuyo objetivo principal es salvaguardar por un lado, la supremacía 

constitucional de la ley y su estncta aplicación y. por otro lado la observancia y cumplimento a la 
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inviolabilidad de las garantias individuales o constitucionaks, que goza todo individuo en su 

calidad de gobernado. 

Por consiguiente. el control constitucional versará en dos hipótesis o vertienteS. la 

primera. cuando se vulnere la supremacia constitucional de la ley y su estncto cumplimiento. por 

aquellos actos de autondad gUI! fueron emanados con liberalidad y arbitrariedad. sin tomar en 

consideración los estatutos que nge-n nuestro sistema legislatIvo mexicano. dirigido a la generalidad 

de los gobernados. entendidos estos como personas fisicas. morales y morales oficiales. quienes 

deberán acatar esas dISpoSICIones señaladas, y que al ir más allá de sus facultades. vulnera el 

principio de la supremaci~ constitucional. y por ende los derechos de los gobernados: cabe señalar. 

que de acuerdo a lo establecHID en e I artículo 40 de nuestra Carta lv1agna establece qUe " Es 

vohmtad del Pueblo ~1exicano constituirse en una República Representativa, Democráti.::a ) 

Federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su regimen ¡ntenoL 

pero unidos en una federación establecida en los principios de esta ley fundarnental~. Lo que nGS 

permite entender la voluntad del pueblo mexicano de ooirse en una Repúbhca RepresentatIva. en la 

que exista la dernocrncia ejercida a través de su sob.!rania y la unidad de sus estados miembro.:). 

conformando la federación mtegradora de nuestro país. regida por nuestra Ley Fundamental o 

Suprema, en la que. establece la faIDla de gobierno, el ejercicio de una facultad potestativa a trav¿5 

de los poderes de la unión en Jos casos de competencia de estos. y por Jos estados. en lo que toca a 

sus regímenes lnteriores, en los timllnOS establecidos por la Constitución federal (artículo 41). por 

lo tanto. al existir un acto de autoridad que va más allá de sus facuJtades previamente establecidas. 

en la promulgación de leyes. tratados o aquellos que afI!Cten la aulonom¡a de los estados en 5U 

régimen territorial. politico. económico. social. cultural etcétera. viola el citado principio d" 

Supremacía Constitucional. resultando por ende inconstitucional. al efecto nuestra Ley Suprema \::s 

clara y precisa al ~ñalar la competencia de las autondades dando un ámbito federal o locaL tal y 

como lo establece en su articulo 133 que a la letra dice. " Esta constitución. las leyes del Congr~:sv 
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de la Unión que emanen de ella y todos los tratados que estén de acuerdo con la misma. celebrados 

y que se cele~ren por el presidente de la República. con aprobación del senado . .unn la Lt~' 

Suprema de toda la unión. Los jueces de cada estado se arreglaran a dicha constitución. leyes y 

tratados. a pesar de las disposiciones en contrario que puedan haber en las constituciones o leyes de 

los estadosN
• Dando origen a la supremacía constitucionaL en la que toda autoridad resp¿tará.. sin 

mediar justificación alguna a realizar actos tendientes a VIolar tales disposiciones. lo que se 

robusteCe con el principiO de exacta aplicabilidad de la ley. consagrado en su artículo l ~ parrafo 

tercero de nuestra Ley Suprema. obligando de esta manera a toda autondad a cumplir cabalmente sU 

estricto cumplimient0; por lo tanto. lo que se desprende de nuestro citado artículo 133. es que toda 

promulgación de leyes que se realicen por los estados miembros de la federación. no podrnn ser 

inferiores a los derechos consagrados en nuestra ley suprema. 

En este orden de ideas. Wl8 vez que se ha entendido que la promulgación de leyes y 

normas que emanen del Presidente de la Republica con aprobación del Senado. de los Tratados 

Internacionales. y aquellas promulgack'lS por el congreso de la unión. a través del poder legislativo. 

de acuerdo a la dmsión de poderes que señala nuestro artículo 49. y 50 en el que consagra. que el 

poder legislativo de los Estados Unidos Mexicanos se deposita en un congreso general. que se 

di .... idirá en dos Cánlara5. una de diputados y otra de senadores, quienes se encargan de discutir y 

aprobar las leyes. mismas que serán Ity suprema de loda la unión (anículo 133), en la que los 

Jueces de cada Estado. y las disposiciones internas SG sujetaran a la misma. entendiéndose por 

ende. que no podrá legislarse ley alguna que quebrante 10 establecido en nuestra Ley Suprema. ni 

aquellos actos que por su naturaleza reguladora \oulneren los principios <:.stablecidos en la 

constitución. y corno consecuencia resulten inconstitucjonales~ al efecto. nuestra Ley Suprema es 

cierta en establecer Ivs medios de protección y cuidado de tales disposiciones. fijando la 

nOlmatlvidad necesana para que se cumplan tales principios. por aquellas autoridades que en 

ejercicio de sus funciones las ..... ulneren, pre ..... iendo. que en caso de haberse ya realizado la 
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disposición inconstitucional, la inmediata f(!slauración de tal ilegalidad. mediante la nulificación de 

aquella promulgación de ley o controversia SUSCItada entre los estados miembros. que haya 

transgredido los lineamientos pr(!establecidos de acuerdo al Pacto federal. y para el debido 

resarcimiento de dicha disposición inconstitucional. deposIta la facultad dIscrecIonal del poder 

Judicial de la federación. quien es el único órgano encargado de resolver la legalidad del <íCt0 0 

dISposIción emanada. declarando el derecho al caso concreto. a trnves de lUla Suprema Corte de 

Justicia un Tribunal Electoral. Tribunales Colegiados y Unitarios de Circuito. Juzgados de Distrito 

y en un C.onseJo de la JUdIcatura Federal (artículo 94 Constitucional'!. emItiendo para su debido 

funcionamiento las vías jurídicas de acceso. para promover mediante la a'::'::I':'o .::on.stltu.::i0nal la 

solicitud del amparo y protección de la justicia federal. ya que a traves de la mstaurac!On del JUiCIO 

de Amparo. es posible resarcir aquella disposición que le causa agraúo. de a.::uado a las hipótesis 

nomativas preestablecidas. mismas que se encuentra reguladas en el articulo 103 Constitucional 

que señala. 

" Los Tnbunales de la federación resolverrlfl toda contr(wersJa que se SW;CItt' 

L-

II- Por leyes o actos de la autoridad Federal que vulneren o restrinjan la soberanía de los estados (1 

la esfera de competencia del Distrito federal. y 

ill.- Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que invadan la esfera 

de competencia del autoridad federal ~. 

HipótesiS Juridicas que se forjan al promulgarse la ley reglamentana de los articulos 

103 Y 107. del 10 de enero de 1936. quien en su artículo 1 Q - So!ñala 

W El juicio de amparo tiene por objeto resolver toda controversia que se sll .. ·~cite 

L-

II.- Por leyes (1 actos de la autoridad Federal que vulneren o restrmJan la soberama de los estados o 

la esfera de com~tencia .;Jel Distrito f edernL y 



m.- Por leyes o actos de las autoridades de los estados o del Distrito Federal que in\'adan la esfera 

de competencia del autoridad federal. '. 

Lo que mtifica.. el objetivo principal del juicio de amparo al salvaguardar. la 

Supremacía Constitucional de la ley y su estrjcta aplicación. 

En segundo término. corno lo habíamos señalado con anterioridad.. es la 

observancia y cumplimento a la inviolabilidad de las garantías indIviduales o constitucionales. que 

goza todo gobernado, cuyo parámetro principal versa en el articulo 1"- Constitucional que dice 

• En los Estados Urudos MeXICanos todo IndivIduo gozará de las garantías que 

otorga esta constitución, las cuales no podrán restringirse ni suspendas\!. SIDO \!n tos casos y 

condiciones que ella misma establece., ~ 

Imposición que resulta obligatoria para toda autoridad. que en función de sus 

facultades potestativas pueda emitir un acto de autoridad que VIOle sus dere-ehos concedidos. como 

lo son las garantías individuales, ya sean de libertad, legalidad. seguridad jurídica. o de índole 

procesal etcétera. y ante tal situacIón surge el multicitado JuicIO de Amparo. creado para resarcir los 

actos de autoridad que en forma ilegal o arbitraria \ulneran los derechos del individuo en su 

calidad de gobernado. y que. por la instauración del JuiCIO de Amparo a través de sus órganos 

jurisdiccionales, permite su resarcimiento. mismo que se encuentra regulado por el artículo 103 

fracción 1 de nuestra Ley Suprema que a la letra dice" 

Los Tribunales de la federación resoh¡erán toda controversia que se suscite. 

L- Por leyes o actos de autoridad que violen las garantías mdivlduales ~ 

Lo anterior implica que los principios regulados en nuestra Ley Suprema, .se 

encuentran protegidos. por tUl juicio denominado de amparo. en el que todo gobernado sea persona 

tisica moral a través de sus representantes. podrá solicitar el amparo y protección de la justicia 

federaL excitando de esta manem al órgano junsdicclOnal federal. a resoh'er su controversia y 

declarar el derecho al caso concreto. es decir. que mediante la r!!solución enlltlda por la autoridad 



federal, revoque o modifique aquél acto de autoridad que trajo como resultado la violación a sU'> 

garantías individuales, trayendo como consecuencia el Control Constitucional que ejerce la propia 

Ley Suprema, surgido para hacer ,'aler y presen;ar el debido cwnplimiento a sus disposiciones 

Supremas. 

IIaciendo énfasis jubiloso. que nuestra Ley Suprema en su articulado. permite 

advertir la gloriosa trascendencia histórica. cultural y social que el pueblo me.xicano a logrado a 

traves de la lucha de ideas políticas. sociales y culturales que. enlazadas unas con otras confornlan 

nuestro sistema judicial. que hace respetar la Supremacía de su Ley. yel respeto a Jos derechos del 

hombre. entendidos estos corno garantías individuales, en la que toda autoridad detxrá respetar y 

salvaguardar en cada una de sus actuacIOnes. apegadas en el estricto cumplimIento de la ley. logros 

y triunfos que. sin embargo, se ven vulnerados cada día primero por las circunstancias imperativa,; 

de violencia e inseguridad social que afronta nuestro país. y segundo ante la ineficiente procuración 

de justicia que soslaya la Representación Social o el1..1inistl.':rio Público. considerado como aquel 

órgano. que se le confiere el cuidado. y respeto en cada una de sus actuaciones, al actuar como 

representante del pueblo. de las clases hwnildes y huérfanas de justicia que depositan su confian.zd 

en aquel organo de estado. que segUn les penmtirá resarcir sus derechos, a través de esa 

representación, que, en la actualídad resulta endeble ante los problemas de corrupción .,; 

Incapacidad juridica. dejando en estado de indefensión totaL a aqueJlos gobernados que por sufrir 

una injusticia social. ante los problemas de alta delincul.':ncia y peligrosidad no pueden defenders..: 

ni Impugnar aquellas actuacIones insufiCIentes del Ministerio Público. limitados por la ley 

reglarnentana (Ley de .tunparo). que transgrede la supremacía constitucional. al limitar al 

gobernado. ante un Juicio crinunal. que por no ser parte no puede hacer valer los derechos que le 

fueron consagrados por la Ley Suprema. que brota dI.': logros y alcances sociales y que \"an mas allá 

de nuestras fronteras. y que. Simplemente. se mimminizan ante tales limitantes juridicas. \lléndose 

vulnerada con esa postura.. el goce y ejercicio subjetivo de su derecho constitucional. y el acceso al 



129 

amparo y JWotección de la justicia federal, que en este caso resulta ser letra muerta. al no 

cumplir con e-' obje-tivo por ~I cual fUf cnado. como lo ts. la salvaguarda de- las garantías 

indi\·iduales; no pasa por alto que, nuestro sistema de impartición de justicia. procura para tal 

ofendido. el respaldo y protección de Wla Institución de bue-na fe que representa los intereses de la 

sociedad. (}vfinisterio Público) a la cuaL cede este gobernado sus derechos supremos que le 

confiere la Constitución FederaL al pennitirle la Representatividad de sus intereses púbhcos 

subjetiyos; al darle la pauta para que tuviera la facultad acusatoria y gozará de un privilegio 

monopólico de ejercitar la acción penal. al soliCitar la ImpartJción de justicia a los organos 

encargados en favor del gobernado. creándose en consecuencia la base de la dÍ\:isÍón de funCiones 

le es conferida al Ministe-no Público en el artículo 21 oonstltucionaJ. que p~rmitió que los 

gobernados no se hicieran justicia por propia mano. como uno de los objetivos pnncipales de 

su creación; sin embargo. al encontramos en la actualidad con problemas de soborno. corrupción y 

falta de conocimiento técnico jurídico. suficiente paía defender tales derechos. que debiera pemúlÍr 

por un lado la aplicación de las penas y medidas de seguridad como sancIOnes públicas apllcables 

al agente del delito por la comisión del he.::ho delictiyo gue se le impute. así como el resarCimiento 

de la reparación del daño ocasionado en detrimento o perJuicio del ofendido que surge como 

resultado de la litis penal instaurada la cual resulta ser el objetivo principal del gobernando. que 

fue quien en forma directa y personal resintió la aCCión criminosa que le produjo como 

consecuencia, el detrimento de sus derechos reales o personales. mismos que. ante la presencia del 

Organo recruco de la acusacIón. deben ser solicitados clara y precisamente con toda la penc18 

debida. en su pli~o consignatorio y acusatorio. en el momento procesal respectivo. haciendo lialer 

las consideraciones de hecho y derecho. Jurisprudencias y leyes afines. a fin de cumplir con esa 

función acusatoria que. Si! ve minimizada a expectati .... as de derecho. que ante el error. conupte:la y 

falla técnica del tal orgamsmo. traen corno resultado no lograr el cometido rnncipal de 

representatividad en pro de los derechos del ofendido. resultando que. no recupere de lo que fue 
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privado y por ende no se le haga justicia, creando de esta manera notoria impunidad; lo anterior. 

es lUl8 vivencia cotidIana que afronta nuestra sociedad en la actualidad. y ante tales acontecImientos 

deja en estado de indefensión a tal gobernado u ofendido. no bastando que ~ le tinque 

responsabilidad al funcionario del Ministerio Público. por su actuar. y que pague institucional y 

penalmente por la falta incurrida; pues. al resultar responsable el ~rvidor público, debe responder 

por los daños y perjuicios al ofendido por aquella mala actuación ministerial la cual en la 

actualidad se realiza institucionalmente. olvidando que d patrimonio que cuenta la institución de 

procuración.. pertenece al erario nacional. dentro de los gastos de la administración de públIca. yel 

pagar estos daños y perjuIcIos con dinero del erario naciOnal por los errores y COrTuptel~ 

mcunidas, origInaria la perdHja de pagos y contnbuciones que realizan los gobernados que son 

destinadas en pro de la administración de justicia. y no para solapar actuaciones deJicti\'as de esa 

Institución.. por lo que a juicio personal. no es la vía correcta para que se resarcien los derechos 

vulnerados del gobernado en su calidad de ofendido. por lo qu~ es urgente, que tenga acceso al 

medio dC' impugnación constitucional. que le permita realmente resarClr sus derechos vulnerados 

por tal acto, por lo qUe ante: esa razón. de~ ser factible qUe el gobernado en su calidad de (¡rendido 

pueda solicitar el amparo fe.deral en fonna total y no nada más para la reparación del daño. pues 

aún, suponiendo la buena voluntad de los legisladores. ante esta legislación monopólica, Se 

olvidaron de que. tal instituclón pudiera caer en errores. técnicos o personales y que por su propia 

naturaleza de los actos que se emiten resulten de Imposible reparación al no contar y quedar fuera. 

de un medio de control y defensa. que pueda poner un orden y esclarecer C'D forma r~al tsas 

solicitudes y n:igencias de justicia, y no que queden en m~ras expectath·"as d~ justicia. como 

se ve en la practica diaria. cubriendo de esta forma las lagunas jurídicas que existen en la 

actualidad. cuando se recurre a la institución ministerial y esta a través de sus funcionar1oS por 

demás. elitistas. demagog.os. conuptos y que. con stUna prepotenc18 cuando lo consideren alender y 

procurar justicia. empiezan sm la debida honradez. lealtad honestidad y rapidez en una ind.ag<itvna.. 
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una prosecución y acusación endeble y falta de técnica jurídica,. quedando en definitiva una 

resolución que no satIsface. el fondo del jwcio penaL dejándolo en nada o como en el principio. 

creando de esta manera impunidad; es aquí el porque de la importancia de una reforma que no 

limil~ .1 gob~rnado y abra las p6sibilidadfs. para que goce realmente de todas las garantías 

que consagra nuestra Ley Fundamental y no sea letra muerta ese derecho subjetivo 

constitucional. debiendo dejar en igualdad de circunslancl3s al ofendido con el mdiciado. 

encausado. procesado o sentenciado. ya qUe ambos sujetos reúnen una calidad de gobernado o 

individuo. al cual se le concede el pleno derecho de gozar de todas las garantías que concede la 

constitución misma a todo individuo. y en el .:aso la posibilidad de una debida impartl':ión de 

JustiCia en todos los aspectos. por 10 que el dere-cho de Impugnar por vía de amparo el no ejercIcIo 

de la acción penaL debe ir más haya. es decir. ~nnitirle impugnar una resolución definitiya en 

la que se observe que por no cumplIr cabalmente con las formalidades del procedImIento. falla 

técnica o com.ipci¿n. el Juzgador no lmparta JUStiCIa. emitiendo un fallo que nlmera las garantías 

del gobernado (en su calidad de ofendIdo) al no cumplir con el pnnciplO de lmpart¡C¡Ón de Justicl8 

que tiene derecho. el cual Se encuentra .:onsagr.,do el artículo 17 Párrafo Segundo de la 

Constitución Federal. lo anterior para que el individuo no se ~Jienta decepcionado de la 

impar1ición de Justicia que solicita del Estado y no se haga justicia por propia mano, que 

ciñe el Htado de derecho que rige nuestro sistema judicial. 

Por otra parte. no pasa desapercibido para el suscrito. que si bien en fecha 9 de 

Jumo del año en curso (2000). se realizaron reformas a la Ley de Amparo. las cuales reglamentan lo 

establecido en el artículo::! 1 párrafo cuarto de la Constitución federal. refom18 que SI bien. orillo el 

interés del suscrito a realizar el análisis sobre esta posibilidad de impugnar las resoluciones del 

~linisterio Público en la indagatoria. también lo eS. que la \"isión personal de esta refOml8. es que 

debe de ir más allá. es decir no nada mas impugnar las resoluciones de no eJerCICIO de la acción. 

sino también las resoluciones definitiyas, tal y .:omo lo he menCIOnado. en el cuerpo dd presente 



estudio. I!n I!Ste orden di! ideas. me permito poner I!n tela dI! jUicio la rl!forma en cita. 

permitiéndome transcribirla para el efecto de su análisis y consideración abundando de esta manera 

la limitación del ofendido. y al efecto la ley de amparo señala la limitante de la .siguiente manl!fa 

Articulo 10.· la VÍctima y el ofendido. titulares del derecho de e.xigir la reparación del daño o la 

responsabilidad civil proveniente de la comisión de W1 delito. podF<lIl promov<:r d ampare. 

1 - Contra actos que emanen del incidente de reparación o de responsabihdad civil 

TI.- contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal y relacionados irunediata y 

directamente con el aseguramiento del obje.to del delito y de los bienes que estén afe.ctos a la 

reparación o a la responsabilidad ,iviL y. 

m -contra las resoluciones del Mmlsterio Público que confinnen el no eJercIcIo o el desistimiento 

de la acción penaL en los términos de lo dispuesto por el párrafo cuarto dd artículo 21 

Constitucional 

fundamento que a Juicio dd suscrito. continua con la misma linea respecto de las 

vías alternas de la reparncion del daño. la cual como se ha mencionado. no es sufiCiente para 

resarcu los derechos quebrantados a el gobernado. asi corno también 10 que cumplimenta la 

reglamentación de el derecho otorgado de la víctima u ofendido en el ámbito penal. para sohcitar el 

amparo y protecci6n de la Justicia federal únicam~nte para el no ejercicio de la acción penal. 

tambien lo es. que deJa en Jos mismos parámetros de drsigualdad constitucional de los 

gobenlados en su calidad de ,,·íctimas u ofendidos para solicitar el amparo y protección de la 

Justicia Federal. otorgado por la ConstItución en sus articulos 103 y 107. aunado a lo establecido 

en los articulas 1 y 17 de la misma Ley Suprema." al no respetarle sus garantías de procuración e 

¡mpartición de justicia a la que tiene derecho. tmpartidos por los organos previamente establecidos 

para tal fIn, por lo que la el criteno sustentado por el suscrito es qut en el presente I!Studio jurídico. 

es de equiparar y darle- ti rul ejercicio que licor cada indh·iduo. para solicitar rl amparo y 

protección de la justicia de la unión, independientemente de que sea indiciado. procesado. 
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,ictinla u ofendido, 10da HZ que las garantías que otorga la Constitución, SOR para todo 

individuo o gobernado. sin limitación de calidades. 5ioo que basta que sta un individuo. 

para que goce de todas las garantías que otorga la Ley Suprema y, por ende, le permite la 

posibilidad de solicitar el amparo y protección de la Justicia FtdC'ral .. consideraciones que 

robust~zco y hago énfasis en la evnúnuación del presente análisis jurídico. encontrando 

fundamento y motivación sufiCiente para soportar la reforma que enfatizo 

Atento a lo antenor. consldew pertinente señalar que. el hecho de permitirle al gobernado 

en esa circunstancia el acceso a la solicitud de amparo en [00110 plena y no nada más para el no 

eJercicIO de la accIón penaL se pretenda limItar o quitar la facultad acusatona ni el ejerclcl0 

monopólico de la acción penal al Mimsterio Público, sino por el contrario. se pretende que con 

esta rc-forma. se dt nado cumplimitnto al principio dt' suprtmacía constitucional ~' al 

respeto y cuidado dt la salyaguarda de las garantias indi\iduales a que tiene derecho todo 

individuo t'n su calidad de gobernado. para que nista cabalmtnte un control constitucional. 

en el que cumpla con uno de los objeth'os por el cual fue creado; para que, las nigencias 

sociales de impartición de justicia sean ciertas y no queden en puras expectativas de derecho. 

como hasta la fecha se realizan, J con la misma e\itar que en un tiempo futuro se deje de 

crt'fr t'n los 0I-gano5 impartidort's de justicia y 105 gobernados comiencen ha hacene justicia 

por propia mano. 

Por otra parte no pa<;a desapercibido. el cnterio pronunciado por diversos junstas e 

instituciones. el considerar que al ofendido no le debe importar si se acredita o no el cuerpo del 

delito y responsabilidad penal del agente. ya que a él. lo único que le debe importar. es que. se le 

satisfaga la reparación del daño. tan es así. que es lo único qUe se le pemute impugnar en yia de 

amparo. corno se robustece con la cHada reforma del 9 de Jumo del 2000. la cual desde mi punto de 

vista. considero. que es una postura que no satisface los principios torales que rigen nuestra 
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Carta Magna, como lo es el respi:to y salvaguarda de las garantías. que permiten cWllplir 

cabalmente con el control constitucional. que por la via de amparo se ejercita quedando fuera de 

los logros y a\o1illces históricos de nuestra legislación mexicana. ya que si bien. el ofenJid0 al 

momento de recwnr ante las autondades de administraCión de ¡mpartlclcm de justicia. lo hace wn 

d fm de que se la satisfagan de nueva cuenta sus derechos que le fueron vulnerados p0r una 

conducta considerada dehctlva y antrsocial que realizó un sujeto de manera dehberaru.. yfl ~ea en 

fonlla dolosa o culposa. y que de ~e actuar. resulto dañad0 el pa::;I\O o \Íctima dd Jd¡t~;. "::1' 

cualquiera de los bienes Jundicos tutelados por la norma como lo serian. el patnm0nl(' ~u 

integridad física o corporal. el derecho a eJercer libremente .:;u actiVidad sexual. o d nurnlJi 

desarrollo psicosexual en el caso de menores. u otro bIen .turídico analogo. y ante eSfl:­

circunstancias únicamente le debe importar. ser resarcido con el pago o r¿stitución dI!! b;(n 

vulnerado. tal aseveracion resulta parcial y fuera del marco de control constItuCIOnal. pero. que pa. __ a 

cuando el bien por su naturaleza pueda ser de imposible reparación. la perspectiva qUe Idea el 

ofendido en esa situación. no lo es tanto el pago a la reparación que resulta ImpOSIble. sino. que por 

la natwale:m del delito realizado por el agente. tenga una sanción adecuada y ejemplar. dI ;;(r 

condenado penalrnente con una sanción privativa de libertad que en el caso. resulta procedente. 

toda vez que atento a la naturaleza de esos bienes. la generalidad de los tipos penales. d~tcm1ir,¿¡ 

una pena privativa de libertad. como en el caso de violación. abuso sexual u otro análogo que n" 

pemúta resarcir el bien jurídico. por lo que, atento a 10 anterior. si le importa qUe se acredit~ d 

cuerpo del delito y la plena responsabdidad del agente activo del delito. pUf S en ~ sentido. en 

donde quedaría el animo de recurrir a las autoridades, si al acth'o no se le hiciera nada. no 

por venganza o por causarle un daño. sino por deficiencia o error del Ministerio Público. en 

su pliego acusatorio, que produciría que el Juzgador decretara su libertad, y el resultado 

que traería .sería que la victima u ofendido se hicieMl justicia por propia mano, rompiendo 

todo el esquema de un esudo derecho que se ejerce a trayés de sus organos procuradorfs f 
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iwpartidotes de justicia. como se observa en los presentes tiempos. al realizar linchamientos en 

pueblos y colonias de nuestra dudad. por lo tanto. si le interesa la acreditación técnica de esos 

requisitos constitucionales. y ",¡ue. con la limitante de recWTÍr al amparo en fonna plena. no le 

pennite tener el debido acceso a la impartición de justicia que consagra en nuestro articulo 17 

constitucional antes referido. aunado a que de constancias se desprt:nda que a sufrido un agraYiü 

directo y personal que ciñe como pnnciplo en nuestro juiCIO de amparo. C(U()borado CCln 10 

establecido en nuestro articulo 1 U7 Je la Ley Suprema. 

Es de recordar qU\! tal limitante se inicia desde la determinación de lo::; sujetos 

procesales conSiderados corno partes e·n el juicIO de amparo y aunque aparezca relteratJ\'o es 

necesario recordar en este aspecto. 10 quo;: ciñe en la actualidad el articulo S de la Ley de Amparo. 

Articulo 50. de la Ley de Amparo: 

fracción 1.- " El agra\'iado u agraviados. ~ 

Tornando en conSideración que el agravlado o agraviados es aquel sUJeto de 

daecho. que por aquel acto de autondad (sea de una ley. un tratado, un reglamento o cualquia otro 

acto) sufre un agravio personal y directo que le inculca la violación de sus garantías indi\1duales (1 

constitucionales. y qUe en su calidad de gobernado tien,; la posibilidad de impugnar cualquier 

resolución o acto que le vulnere sus garantías constitucionales. en consecuencia. si en concreto nos 

basamos a un gobernado qUe en un asunto criminal tiene la calidad de víctima u ofendido, no pUede 

mediante la vía JurisdiCCIOnal Impugnar las resoluciones que VIolen esas garantias mdlvlduales. 

aunque nuestra ley regla.mentaria no especifique esta calidad de parte, nuestra ley Suprema se la 

concede desde el momento que es considerado ~omo individuo en calidad de gobernado y 

pOI" ende, goza de las ~arantías que otOl-ga la misma. por lo que en este sentido consideró qUe 

debe entablarse en el presente apartado su calIdad de agraVIado ampliamente y no nada más para el 

,;:fecto de la reparación del daño. pues la circunstancia do;: que al resolverse en forma desfa\"orabk 
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para el ofendido, quien sufre directamente el agravio personal y directo es ¿:>te, y no el ~d.lmsteri0 

Público corno erróneamente se considera. en virtud. de que si bien. el Ministerio PublIco es quien 

Representa a la Sociedad. esto no implica que sea e! quien sufra el agra\'io directo y personal. ya 

que como ente Juridico su ambito queda limitado. como se menciono con antenondad al 

confonnarse la forola de gobierno. y pemlitirle la Represl':ntatívidad a esta iru>titucl011. no limitó ';:11 

sus derechos constituclOnales del gobernado. el solicitar la debida Impart¡clón de JUStICIa. no 

deferKkrse por si antl': las iI1.'ititucíonl':s legales com~tentes para d ejl':rcici0 de sü;; de¡ech0;S J,; 

ciudadano. ni mucho menos ser IU11ltado en garantías de legalidad. segundad. certidumbre .1undIC<l 

y exacta aplicación de la ley. 10 1.inico que debió y de~ tomarse en cuenta. es de que esta (:i!siÓIi 

d~ d~re(hos. ~5 para no hacerse justicia por propia mano, ni hacer de esas acciones 

"engaRZaS personales. por 10 que la limitante, de! derecho de solicitar el amparo de la justicia 

federal. únicamente para el efecto de la reparación del daño. resulta fuera del marco legfll. que 

constriñe el alto rango de nuestra ley constitucional. cuando de constancias se establezca que .je 

VIOlan totalmente sus garantías. por error o deficle-ncia del Ministerio Publico en su 

representatividad. sin que el Organo Jwi.sdiccional pueda suplir sus defiCiencias. a efecto de:: n0 

invadir la división de funciones que cme el artículo 21 constitucionaL dejándose en consecuencia. 

en total estado de mdefens¡ón al ofendido o la ~'íctima en este tipo de CIfCUrutanCIa5. resultand0 

notoriamente perjudicado sm poder promover el juicio de amparo. para que se le puedan resarcir 

sus garantías, al solicitar el amparo y protección de la justicia en fom13 plena y no nada más para d 

no ejercicio de la acción penal. como se hace menCIón en el presente estudiO Juridico 

Limitación que se observaba claramente desde el anterior artículo 10 de la Ley de 

Amparo que a la letra deda: 

" El ofendido o las personas que conforme a la ley tengan Jerech0 a la reparaci0n 

del daño o a eXIgir la responsabJlidad civil proveniente de la comiSión de un del no. sólo podrán 



prODlO\'er juicio de amparo tODtra actos que emanen del illtidente de reparación del daño o 

de rapon!abilidad dvil ... 

y el de la refornla del 9 de jWlio del ::000. que a la letra dice: 

Artículo 10.- la victima y el ofendido. titulares del dere-eho de eXIglr la reparación del daño o la 

responsabilidad ci .... il proveniente de la comisión de un delito. podrán promover el ampar0 

I. - Contra actos que emanen del IncIdente de reparación o de respon..--abilidad cml 

I1.- Contra los actos surgidos dentro del procedimiento penal y relacionados inmediata y 

directamente con el aseguramiento del objeto del dehto y de los bIenes que esten afe.ctos a la 

reparación o a la responsabilidad civiL y. 

rn.- Contra las resolUCIOnes del Ministerio PUblico que confirmen el no eJercicio o el deSIstimiento 

de la acción penal. en los térnlinos de lo dispuesto por el párrafo cuarto del articulo : 1 

constitUCIonal 

Por lo que considero, 3W1ado a lo anterior. que la propuesta pugnada por el 

suscnto. que debe confirmar la reforma constitUCIOnal que se requiere. en el sentido de que se le 

retonozu su (alidad de parte en el juicio de amparo. en donde debe 'iersar en una amplitud de 

aCCIón constItucIOnal por parte del gobernado. yen concreto del ofendido o víctima. existiendo 

de esta manera un yerdadero control tonstitucional de las garantías ~t de la función del 

Mini,terio Público en todas y cada una de" sus actuaciones. ya que como lo hemos ooservado. 

las garantías otorgadas a todo gobernado. son en amplitud general. y por lo tanto no deben limitar 

al gobernado nJ sus garantias indi\.,duaJes. tal y como lo disponen los articulos 1 (J3 Y 1(/7 de la 

Constitución.. qUe :al igual qUe el indiciado. proc(:sado o encausado tÍen(: derech0. C0mo lo 

espe-eifica en su articulo 20 y demás relativos de la Ley Suprema. que aunque son garantías de 

defensa reflejan un sin número de dere.chos prvcésale$ que pueden $er impugna.Jü~ en \Ía de 

amparo. y la pregunta correspondiente seria ¿ y. el ofendido en donde queda sus ~arantías 

illdh·iduales cuando en ningún momento a perdido su calidad de gobenlado, con plena 
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capacidad de goce y ejerticio constitucional a los que tiene derecho". tal y como se ha hecho 

énfasis en todo este análisis. 

Por ende. el reconocimiento qUi': debe darse al gobernado en su calidad dI! 

ofendido. en la reforma de la Ley de Amparo en su capitulo n de la capaCIdad y personahdad. que 

se considera haur. time soporte por las consideracionl!s siguientes: 

En la actuahdad el citado capitulo TI de la Ley Reg1amentana. dispone" 

Art. -t- El juicio de Amparo únicamente puede pronlO\"erse poi la parte a .;¡u¡~n perJudh.¡ue la ky. el 

tratado internacional el reglamento o cualqUIer Otr0 acto que se reclame. pudJendo hacerlo por si. 

por su represeIlta'1te. por su defensor si ~ trata de un acto que corresponda a una causa criminal. 

por medio del algún pariente o persona extraña en los casos en que esta ley lo perrnna e:"\presamente 

y sólo podrá seguirse por el agraviado, por su representante legal o por su ddmsor 

Fundamento que confirma la Iinutante inJustificada del gobernado en su cahdad de 

ofendido. la cual a juicio del suscrito debe. quedar de la siguiente manera. a efecto de darle el cabal 

cumplimiento a Jos principios que rigen a nuestro juicio de amparo. 8.."1 como al debido Control 

ConstÍtucÍonal que se ejerce sobre las autondades y órganos de gobierno. señaland0 al efedc. que a 

juicio personal debe quedar de la siguiente forma 

M. 4.- El juicio de Amparo únicamente puede promoverse por la parte a quien perjudique la ley. el 

tratado internacional el reglamento o cualquier otro acto que se redame. sólo podrá seguirse por el 

agraviado, por su representante legal o quien tenga derecho a hacerlo: y en los juicios del orden 

criminal. tanto el procesado. la defensa y el ofendido que tenga debidamente acreditado en autos su 

calidad de coad)llvante o quien tenga interés jurídico para hacerlo. 

Por lo que hace a las partes en el juicio de amparo dere quedar de la SiguIente 

manera 
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Art. 5 Son partes en eljuicio de Amparo: 

1. - El agraviado o agraviados que, independientemente de su calidad de parte en una controversia de 

diversa naturaleza. el acto que impugna le perjudique en fom1a personal y directa. sus garantias 

individuales. fundando y motivando el interés juridico que reclama. 

R- (se deroga) 

rn.- (se deroga) 

a). b) y c).- (se deroga) 

IV -. 

Art, 10 ( Se abroga párrafo inicial parte primera. corno se ha adwrtido en la refonna del 1) de 

Junio del año en curso. que desde un micio fue considerada por el suscrito). En los juiclC's del 

orden criminal. podrán promover el juicio de amparo en contra de 105 actos 5Uígidos dentro dd 

procedimiento penal. relacionados inmediata y directamente con el asegurarruento del objeto del 

delito y de los bienes que estén afectos a la reparación del daño. 

Una vez eXlluesto lo anterior. en la que el suscrito se ha permitido exponer en las 

antenores consideraciones de hecho y derecho. que a juicio personal podrian coadyuvar. en el 

reconocimiento y postura del gobernado ante el Juicio de Garantías. puedan ser integradas corno 

nuevas ideas y pers~tivas. que buscan una mejor administración e impartición de justicia. a fm de 

que todos los gobernados. tengan satisfacción de la irnpartición de justIcia que tienen derecho y la 

que se les da abundando la confianza en recurrir a los órganos encargados. llevando sus denuncias 

con el fm de que efectivamente se satisfagan sus derechos vulnerados. quedando en claro de esta 

manera la limitaci6n del ofendido ante la solicitud o posibilidad de instaurar el juicio de amparo y 

las propuestas de retomuls que pemutirian la debida procuración e irnpartición de justiCIa. 

preservando de esta manera el estado di! derech0 que enmarca nuestra sociedad. 
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3.· EL AMI' ARO COMO MEDIO DE IMI'UG:-'ACIO:-' DEL :-'0 EJERCICIO Y 

DESISTIMIENTO DE LA ACCION PENAL. 

Durante nuestros apartados anteriores, se ha resaltado y expuesto la Import.'U1te 

función del órgano Investigador. en la etapa Indagatoria _ averigu8w'm previa_cuyo fin es 

representar los intereses de la sociedad. para poder estar en la posIbilidad de pedir la impartición 

de justicia. ante un órgano JurisdicciOnal. quien ejerce la potestad pUfHtlva. cuando por la comisI6n 

de un delito se han VIolado bienes .jurídlcos tutelados por la ley y. a troves del eJercicio de la aCClOn 

penaL se pretendan resarcir tale:; bi~nes. ~:;w. impvrtante misión recae en el Jeblde. funcionarmentc. 

realizado por este órgano Tecnlco al llevar a cabo todas las formalidades de ley. al realizar todas y 

cada una de las diligencias necesarias con el fin de recabar elementos de prueba que concatenados 

en su conjunto hagan la prueba plena. que penmta detenmnar. el convenCImiento Jurídico y social 

de que un individuo llamado s'''¡Jeto act\\\) dd delito. ya S(:a indiciado. encausado. procesado. 

etcétera. es penalmente responsable en la comISIón de un delito que le es Imputado. SltllacióTl que 

es detenninada por el Juzgador al momento de resolver en sentencia definitiva. con la cual 

confmnaría. el tin de la pretensión punitiva preestablecida por el Ministerio Público: ahora bIen 

hemos advertido. que en relación al no ejercicio y desistimiento de la acción penal. la Procuraduría. 

ha realizado una serie de hipótesis de procede-ncia. que en caso de inconfomlldad por parte del 

ofendido. puede hacer valer en al misma institucióTl j)l!fO que sin embargo. resultan ineficaces. ante 

el monopoho de corrupcion y la falta de cahdad en su estudio. ya que de acuerdo a los punto de 

..... ¡sta de los consid.:rativos de la Procuraduría General de Justicia del Distrito Federal. plasmados en 

sU acuerdo número NOO5/%. mIsmas que son sujetas de inseguridad Ilegahdad e Incertldumbre 

Jurídica para el ofendido, en las que se deh::múnan las hipótesis en los casos que a su jUicio proceda 

el no eJercicio de la accIón penal. al establecer 
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1.- Cuando no exista querella dd ofendido o sus representantes legales o no exista legitimación 

para presentarla y el delito se persiga a petición del ofendido: lo que permite inferir que tal 

apartado resulta inútiL PU!!,;; es de recordar los requisitos de procedibilidad que establece la 

constitución en su articulo J 6. como lo es la denunCia acusación o querella que excita a la 

autoridad administrativa o ín\"estigddora de delitos. su actuar al iniCiar acci6n indagatoria para .d 

debido esclareCimiento de los delitos. ya que desde el iniCIO debió lomar en cuenta la naturaleza del 

dehto que esta investigando, ObSeIyando si se encuentra ante un delito que se JXfsigue a petiCión de 

pmte o de OfiCIO. adViniendo las medIdas pertinentes al dIligenciar debuiamente su actu..'lr. con el 

fm de evitar e.:;te tip\) Jo; actuacIOnes que dejan impune una .;;onducta delictiva. respaldado I!n un 

teCnicismo inadecuado e mefIcaz. ya que por esos errores se proplCJ3 la ImplUlidad. argumentando 

la carencia o ausencia de los re.quisitos de procedlbilidad, cuando nO ha agotado todos los medios 

posibles a su alcance y esas situaCIOnes de incertidumbre juridica hay que evitar. Así mlsmCl sigue 

dilucidando: 

2.- Cuando no se encuentren comprobados los elementos del tipo penal (ahora cuerpo del dellw): 

atento a lo antenor. es de recordar que de acuerdo a las disposicion.:s establecidas ~n el articulo 16 

constitucional y 122 del procesal penal para el Distrito Federal. se deben mtegrar debidamente los 

dementos del tipo. efectivamente ante tal situación se puede estar ante lUla causa de exclusión del 

delito. sin embargo es de mencionar que tal hipótesis puede resultar por la falta de probidad en la 

integraci6n de la a lieriguaci6n prevIa. ya sea por torpeza o falta de t~cnica del agente del ~~linisterio 

Público. así como por corrupción y falta de honestidad en su labor. lo que orillaria ha re-ahzar una 

debida valOIa-.;iún oc 1m; dementos oe prueba y tomar en cuenta la.') consideraciones dd ofendido y 

no dejar lo en total estado de indefensI6n como sucede hasta el momento. pues la exh(lrtaclón que 

se le hace corno se menciono en rengloní:s anteriores no eS suficiente. ante la falta de ética en el 

desempeñ(l del Representante Social. es por ello que la autondad Federal debe resolver en fav(lr del 
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ofendido el amparo y protección de la justicia q~ a su fuero le compete. al advertirso;! la violacI6n a 

sus gamntias de seguridad. legalidad y estricto cwnphmlento de la ley. 

3.- Cuando estando comprobados los elemi!Iltos del tipo penal. no este demostrada la probable 

responsabilidad del indiciado: hipótesis que considero correcta siempre y cuando de las COn$UtnCHIS 

arrojadas se demuestre hasta el momento que se actúa. ya que al ser lUla etapa pro;!suntív<i en la ..¡ue 

el indiciado no se considere probable responsable de la comisión que en ese momento se le Imputa. 

en virtud de los medlOs de prueba que presente resulten suticientes i.lJ1a vez desal10gaJo;; ;. qUI! ;;c 

mfiera el buen desempeño por parte del Agente del MinIsterio Púbhco. con el debld0 conocmllento 

JeI pasivo del delito y su anuencia para no inconfornmrse con el acu.:rJv dO:: no ejefclcÍC. Jc la 

acción penal presentado por el Representante SOCial 

.t,- Cuando pudiendo ser delictiva la acción o la omisión. exista lfllposibilidad matenal para 

acreditar los elementos del tIpO penal y la probable responsabilidad del Indiciado. sm mayores 

comentarios ante lo imposible. 

5.- Cuando este acre<htada alguna exclusión del delito. hipótesIS que resulta ecUable al no eJerCICIO 

de la acción siempre y cuando cabalmente. de lo;; elementos d~ prueba se haya.¡ yentlbJ\.·, 

cumpliendo todas las fmmahdades de ley, al tornar en considefllción que e·l Representante SocIal 

cumplió con su labor. y no incurrió en falsedad. deshonestidad. o corrupción en su actividad 

persecutona. 

6.- Cuando s,;- haya extinguido la acción penal. siempro:: y (;Uafldo esta se establezca debidamente en 

autos. eX1stlendo la certeza Juridlca. previa nouficaclón del ofendldo y agotados las consldernclOn 

,,!ue a su derecho conViniere, mismas qUe se hayan puesto a considerncion de la autoridad 

administrativa 

7.- Cuando el hechv aludido al indiciado hubil!Se sido materia ck dictamen dI! no ,¡;jerclciv o.k la 

acclOn penaL Atento a lo antenor. para conSlCterar la procedenCia de la hipóteSIS pre,,·ista. se dehe 

tomar en cuenta la naturaleza del acto de no ejercicio de la acción que ;;~ ventilo con ant.::rioridad 
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valorando los motivos qu~ orillaron a la autoridad a resolva en la forma que lo hizo. al mOfllt:nto de 

fundar y motivar su actuar. y si le es propuesto un nuevo ejercicio de acción por el mismo hecho 

aludido y este ya se detem1ino no ejercitarlo. consid.:o,fO que para su procedencia del"ot' tomar en 

consideración si los nuevos elementos de prueba que apoyen la acción pretendida resultan Idóneos 

para ejercitar la acc¡on penal y no dictaminar do! nue\"a cuenta que corno ya existo! un dictamen 

anterior. ya que incumria en falta grave cuando temendo elementos de prueba sea factible mtegrar 

los elementos suficientes para ejercitar la acción p.!nal y no d,¡:tenninar ¡x.r esta rozón el no 

ejercicio de la accié">n renal. Ignorando completamente la diSposIción de un acuerdo de RESER \' A 

que ~rmita configu.rar y demostrar debidarnlOntc en un término establecido no mayor a la 

prescnpción la certem de que verdaderamente no es posihle resolver el ejercicio de la acclOn penal 

respecti\'-a. 

8.- Cuando e! hecho atnhUldo al mdiciado huhlere sido materia de una sentencia o sobreseImIento 

judicial. que hayan cau.:sado ejecutoria; en este punto estoy de acuerdo. pues lma vez se ventilaron 

todas y cada una de las formalidades de! proce.chmlento ventilando la htls y los pormenores de un 

juicio legalmente instaurado alcanzando una configuraCión de cosa juzgada. 

9- Cuando se expida una ley que quite al hecho Investigado el canicter de delito y la averiguacIón 

previa este en trámiu: y; hipóteSIS que se este de acuerdo. acorde al principio de retroactividad de la 

ley que nos cita nuestra ley fundamental en su anículo 14 Constitucional. 

10.- En los demás casos que señalen las leyes, ,0 configurando de esta manaa una incertidumbre 

jurídica. sobre las cuestlOnes en las que se pueda proceder e! no eJercicio de la acción. ante la 

carencia y perdida de los principios que rigen esa institución ministerial. que en sus prinCIpIos so; 

consideró de buena fe. y que en la actualidad no lo es 

jO A-=rdo uúm<;r<J A/OO~,'96 d, 1[1 rr¡¡cllradul"ia Gcn('ral d~ JI~,,¡i.in dd Di<trÍlo no:kral. Sobre d no cjHdcio}" dc~i:;timicnto de la 
~ci6n p~naJ. 
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.~ora bien.. cabe señalar. algunas consideraciones de hecho y derecho dectUddas 

por algunos jwistas que en este sentido. con lID enfoque sobre el control interno que e.le-rce la 

misma Pro..."Uraduría~ Florián nos dice que el control es puramente lniemO y no sale. d~ la Husma 

esfera de acción y competenCia del órgano enCIDgad(l Je la acción penal. por lo que no cane dudar 

de la eficacia de tal controL aunque se ejercite con absoluta objetividad: ~1atos Escub, .. xl\.J. llail1a la 

atención al decir que el control Interno es aJeno al concepto y la naturaleza de lo que del:'ll.' llamarse 

control, que sigrufica inspección. registro e inter ... mci0fl reguladora de una 1i..irlci0n ) ,,;,¡p..:.r¡13 :a 

mterferencia de lUl mgano dlstmto para que de un enteno de mayor llt1parcJahdad. por JI.' que es 

obvio que tal recurso no ofrece gamntias de acierto y no se ..... e la utilidad de tocar diversas pl"::zas de 

un teclado que han de dar un sola y mIsma nClta. luoarnn Capmany. por su parte dice. que el 

}"1inisterio Públiw no pu(!.{{e decidir por si y ante sí sin cuntrol alguno el no ejerciciu de la acción 

penal. porque la obligación del estado de impartir JustiCia es una garantía indn,¡dlL:1L tal es la ley 

suprema pero su falsa interpretación principalmente la dd artículo ~l desnaturaliza por c0mpleto 

las funciones de este órgano acusador. al grado de atrioUlr valor probatono pIe-no a las diligenCias 

por él practicadas y de dejar sin recurso alguno al ofendido por el delito contra la detemlÍndd0n dd 

procurndor respectivo de no ejercitarse la acción penal. por lo tanto estima. que encontramos a un 

Ministerio Público deformado. omnipotente. monstruoso. qUe Sl pretende que esté fuera) p0r 

encima de la ley: un Ministeno Púbhco que desnaturaliza el principio de "donde no hay acusador 

no hay juez ". con la arrogancia de que el causador 5erá siempre él y cuando qUie.rá ;sed..:;. p0r 10 

tanto se eJemplanza el peligro social cada día mayor de un Ministerio Público Incontrolado 

:-"1achorro Naf\¡~z nos dice: M se ha hecho de la JXcsecu.;;ión de los delitos Wla fa.;;ultdd :>ubjdivii.. 

potestativa si se quiere hasta capnchosa del Ministerio Público. y se ha suprimIdo texio C0ntrol 

sobre esta institución corno contrario a la garantía constitucional": Al igual que "e k j¡ü al 

Ministeno púbhco la atribución de perseguir los dehtos. tambien se le dio la autondad .lud1cJalla 

facultad d~ imponer las penas. pero. respecto a esta a nadie se le ha ocurrido que ;s.;: qü¡.:ra d..:cir 



l-t5 

confomle al articulo ~ 1 Constitucional. que la autoridad judicial e.jerza esa facultad de un modo 

arbitrario y sin control alguno ,) 

Atento d lo anterior. nuestros destacados juristas infieren que no es posible 

considerar que eXIsta una sana procuración de justicia al no eXIstir un verdadero contr0J sobre las 

actuaciones del ~1iniste[io Público. ya que el mismo por si. no es posible que sea juez y parte de 

sus propias actuaciones. dictaminando internamente el debate del no ejercicio de la acción penal 

cuando esta se le pone a su consideración. advirtiéndose instantaneamente una parcialidad y posible 

mterés en su resolUCión. por lo que confirmo y reitero lo expuesto. al considerar que el JUlCiO de 

amparo debe ser un yadadero control de las a4;tuaciones ministeriales y en concreto sobre el no 

eJerCICIO de la aCClCln penal. como se ha regulado con las rel0rmas del 9 de junio del año en curso. 

que sin embargo. coma se e:,puso con anterioridad. no satisfacen las necesidades de procuraci6n e 

impartlclón de justiCia. en las que se resguarde con certeza los derechos de los gobemad0s. 

entendidos estos. como las garantías individuales a que todo individuo tiene derechv. la.:; cualC$ 

deben ser respetadas por toda aut0ndad sin que sea pasada por a1t0 la autoridad InvestIgadora. lo 

que permite confirmar conctderle al ofendido la amplitud jurídica df su parte en el juicio 

de garantías y no limitarlo solamente en la procedencia del juicio de amparo. sólo por la 

reparación del dafio como hasta la fecha se a I!Stooo ventilando. sin existir W1 fundamento legal o 

razón jurídica que sustente tal postura al limItar al ofendido de la manera en que se realiza. aunado 

que a que no e:-':Iste dentro de las hipótesis que señale el artículo 1 primero de la c':m;jtitución 

Federal. hmltante alguna para el mdlVlduo o gobernado en su cahdad de ofendido o vlctIma rueda 

gozar de las g&rantias gue la Carta ~lagna otorga. [.;:;ultando en consecuencia im trladecuado 

control de la mviolabihdad de la<; garantías. dentro de la procuraduria sobre el no t'.!erclcJO y 

desistinuento de la acci6n penal. así como en los juicios del orden criminal. al advertirse parcial en 

,1 Cil.T.illoSobu1l:ln Migud Anéd El MO~Or()uo Da EJERC1ClO DE U. (''.:'TeN PDJAlDEl. ~ir'!I~"TERln r't'E~.~r:\) e·; 
!l.IE:'OCO.l~:AM. ~I~xi,() !?9! p .. p.9Ü.'r 
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el fondo de sus resoluciones. la cual s¿ si bien ve superada. al reglamentarse la prveedencia del 

juicio de Amparo contra el no ejercicio y deSistimiento de la acción penal. en la ref0rma del 9 de 

junio del ~()(JO. que viene a crear Wl cuntrul constitucional sobre las actuaciones del ~1inisterio 

Público en la culmmaclón de la averiguación previa. la cual a .JuIcio del su.."cnto. SI bien es un 

avance en nuestro sistema de impartición de justicia. no menos ci.;rto lo i:S gUe fa,lt.1 más poi 

avanzar. para lograr el verdadero control constitucional. sobre la." funciones y actuacIOnes del 

Representante So.::ial como se ha hecho mención en el cuerpo Jet presente estudie.. pU":5 con cite. 

permite robustecer que los derechos o garantías de los gobernados no pueden concederse en fom18 

parcial o caprichosa al reconocerlos únicamente en la etapa indagatoria. ya que la L~y Supr~ma es 

clara en señalar el goce de las garantías que otorga la Constitución Politlca de los EstHdos t :nidos 

Mexicanos. a todo mdividuo y dentro de la propia Carta ~1agna. no señala dentro de lo:> casos y 

condiciones limitación alguna pam que el gobernado en su calidad de victima u atendido no pueda 

gozar de las garantías que otorga la Constitución., como lo es. la garantia de que toda persona tiene 

derecho a que se le adnllmstre Justicia por los tribunales que estaran expedidos para Impartirla. 

prevista en d artículo 17 de la Ley Suprema, qu~ ~n rdaci6n a las garantias de legalidad y 

seguridad jwidica prevista en los numeraJes 14. 16. 20~ lO3. 107 Y demas relativos de la 

Constitución Potitica de los Estados Unidos Mexicanos. que pemllten 50pCtn.ar el derecho 

constitucional de solicitar el amparo y protección de la justIcia federal 



4- CO?'CLl'SIO}''ES 

Primem- En atención R. IR. refmma realJ7}\(:lfl. en d artículo 11 cnnstitucional en su 

p<irrarú ..:uarlv ..:n d ~u..: :sdlala ..¡u..: las r..:;;uJu..:ion..::,; sobr..: ..:l no,) ..:j..:i .... i..:iu y J..:::>Íslimi..:nh.l J..: la 

RCClón renal podrnn ser impugnm~ por víH Juri~iccional en los. ténninos que' estahlac::¡ la ley 

d..:..:li.am.:nl": ..:s un gran avan..:..: para la J..:bl~la imparti..:i,jn J..: ju:.lh-i,,_ ..:¡-, ..:0n..:r..;[0 ..::n la dapa J..: 

investigación o tndaga.IOr1R. que re::lli7:t d IV!lnlsleno Púhlico en Rlenelún ¡.¡ las. funciones que le 

re::;olucione~ por parte del Ministeno PúhlJcn ;:tI s.uJeUlrs.e A reV1SI\)n por p::tne de un Organo 

JurisJiL.;i0naL m..:JianL..: la in"'L:l.Ufa .... 10n dd jUl..:i0 Jo: dmpaw. ldJ.-,lbi¿r, I~J ..;:;. ,.jU": ¡-.. , ,,, •• lllpk ":0n la:. 

eXigencia .. de admtnisllllción de jU.'~tiCHl que requiere IR. ~ieJad ¡:¡I acudir ",,1 Ministerio Púhlico 

para ,-!u": im..:i..: las p..:s..¡,uisa.;; txrÜn.:nl..;:; ) ..:n ~u [a:;...: prlh-..;sal, :;"; iftljldfLd Id )J":i1d dp!i...:abk . a.:;¡ 

c()n::.i<kmd~ por el jue7. al momento de dictar una re.~olución condenalnna que sHtisfRg~ el apetito 

J¡,; ju.'ili";la yU"': ini...:ialm..:nL.: bU:'''':~J.:l g0b..;m<lJu.:n su l..d.liJaJ J..; ... idima u 0r...:nJiJ0, d! Imp..xlir. 

fL~i. que e::.te se haga JU-'.t,cia por prnpill mnnn lo antenor ante IR rn)hlemitl1ca de deficlencill 

l";..;niw juriJi"':d y wrrup.:i0\1 '{u.: ...:n Id. a"lualiJdJ cii'i.: a la R':Ph.'s,:nldd011 :'0";ldl, 110 naja mi; dI 

momento de mtegrar la averigw¡clIln prevUl. ::',"0 al culminar en su rhegn acusatorio en donde 

lambi":n M: h;n rdkjoillas .::>as [allas J ..;rr0r,-'.~ L';";nií,;0 juríJii.:ú:>, yU"; prvJu..;..;n impW1iJdJ, <:InLo; Id 

ImfK)s'lhilid::td del jue7 ¡-mrn suh::.anar I!AA-" deficiencia" al resfk'l:n 1<'1. ,-imslón de funciones 

..;sLabk • ..:iJas..;n..:l arlÍ..,;u!u:::1 J...: nu..;"lrCi k) [unJdH¡..:nlal 

¡-mrcialmente los derechos o garnntías tndlVlduales de Ins gonem¡:¡dns en su c;.\ltd¡:¡d de \'icllmllS u 
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énfasis que dentro de la propia Car..a }...1agna no señala dentro de los casos y condiáones. 

limitación alguna para que el gobernado en su calidad de victima u ofendido no pueda gozar de las 

garantías que le otorga la Constitución. como lo es la garantía de- que toda persona tiene derecho a 

que se le administre justicia por los tribunales que estaran expedidos para impartirla. prevista en el 

artículo 17 de la Ley Suprema, que en relación fI las garantías de legalidad y seguridad juridica 

previstas en los nurnerales 14. 16. 20; 103. 107 Y demás relativos de la Constitución Política de los 

Estados Unidos ~,1e;úcanos, que pemúten soportar el derecho constitucional. de soliCitar el amparo 

y proteccIón de la .Iusticla federal. cuando en pnmer termmo sufneron lUl agravio personal y dm:~cto 

ante una resolución que por el error y deficiencia del ~1inisterio Público. origmó (ji.K .::1 juez 

msouctor no condenara al sujeto activo del dehto a una pena pnvatlva de libertad en su caso. y por 

ende absuelva también a la repar-óCión del daño en caso de su procedencia. que le correspondia 

cumplir por la comIsIón del delito cometido. cuando del sumario existían element0s suficientes 

para tal condena y por la imposibilidad de la suplencia. se crei: impunidad y por ende. deja 

vulnerado el bien jurídico tutelado o prote-gldo por la ley. como por ejemplo lo sena la VIda. la 

mtegridad t1sica etcétera.. dejando de Ul1partir o administrar Justicia y por lo tanto ,·ida 135 

garantías del gobernado en su calidad de victima u ofendido 

Tercera.- ;\sí mismo. de la refOml!i di: la Ley de Amparo de fecha ') de Junio de 

20t)(J. como ley reglamentaria de la reforma al párrafo cuarto del articulo 21 de la Ley Suprema. se 

advierte qUe Sigue negándole el derecho de ser parte en el juicio de amparo al gub..:mado en su 

calidad de vlctlma u ofendido. lo cual viola lo estableCido en los artículo ln3 y jn7 de la propIa 

Carta Magna. en :jus fracciones L 1 Y TI respectivamente. al señalar el primero de los preceptos' 

los triblUlaJes de la federación resolverán toda controversia que se susclte- fmcclDn 1. - P0r leyes o 

actos de autoridad que \·iolen las garantías individuales: y el :iegundo de los preceptos frac-.:ión, L­

El JUICIO de amparo se seguirá siempre a instanclfl de parte agravIada: y fraCCión Il - J ,a sentencIa 

sera siempre tal. que s010 se OCUp..! de indJl,ldu0s particulares. limitándose a an.lpararlo.;; y 
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protegerlos en el caso especial sobre el que verse la queja ...... ~ por lo que la reforma en comento, 

vulnera a juicio del suscrito los preceptos señalados ya que el gobernado en su calidad de víctima u 

ofendIdo, de manera alguna perdió sus derechos constitucionales de solicitar el ampru-o y 

protección de la justicia federaL así como se le hace nugatorio su derecho de que se le admimstre 

justicia, toda vez que el acto de autondad vulneró sus garantías debido a la deficiencia técnica del 

Ministerio Público, el cual al no cumphr con los fmes para lo que fue creado como lo era el 

representar a los gobernados con pericia y técnica juridica , y al no hacerse valer de proposiciones 

concretar, ru aplicar las leyes como lo eran eXJgibles, dejó en estado de indefensión y tutela 

jurídica al ofendido, el cual confió en su buena fe y capacidad legal, y sin embargo, ante estas 

deficiencias y corruplelas se vulneran sus derechos constitucionales, lo que implica impunidad, 

y por lo tanto, tiene la capacidad de ser parte en el juicio de amparo, y aún más solicitar el amparo 

y protección de la Justicia federa.!, cuando con aquel acto de autoridad se vulneraron sus garantías, 

por lo que en este sentido, se propone el reconocimiento de que el gobernado en esa calidad sea 

parte en el Juicio de garantías. aunado a lo señalado en la parte conducente de la llmitación que 

existe del ofendido ante la solicitud del juicIO de amparo. 
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